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Artículos de investigación 

 

Umbral de contexto social en la coyuntura COVID-19,  

Estado de México 

Threshold of social context in the COVID-19 situation, State of Mexico 
 

María Estela Orozco-Hernández* 

 

Recibido: diciembre 09 de 2020. 

Aceptado: febrero 28 de 2022. 

 

Resumen 

El artículo analiza las condiciones sociales en la coyuntura COVID-19 en el Estado de México. Los indicadores sociales, los 

registros sanitarios 2020, la cartografía y la literatura son la base del estudio. El escenario caracteriza la presión de la población 

urbana, las sinergias de la política social y los factores económicos expresados en los índices de marginación y pobreza, 

indefensión de más de la mitad de la población, ocupación informal e ingresos en los límites de bienestar, prevalencia de 

enfermedades no trasmisibles, sobrestimación de la cobertura, acceso ambiguo, déficit de recursos humanos y materiales de 

los servicios públicos de salud. El coronavirus condensó su capacidad de contagio y letalidad en contextos de desigualdad, 

carencia de protección social, exhibió la delgada línea de la pobreza extrema por ingresos, la carga de enfermedad crónica 

asociada a factores de riesgo dietético y conductual en adultos y adultos mayores. Los resultados establecen una línea base 

para analizar recursividades políticas, económicas y sociales que exacerbaron la crisis sanitaria COVID-19. La visión sostenible 

prescribe soluciones vinculantes de los derechos humanos, compromisos de coordinación, reformas integrales que garanticen 

la protección social, atiendan las causas de la desigualdad, acceso al trabajo, ingreso suficiente, educación sanitaria preventiva, 

servicios de salud, desarrollo científico y tecnológico, formación de recursos humanos especializados que afronten las 

enfermedades comunitarias y emergentes por venir.  

Palabras clave: límites, protección social, coronavirus, política pública, pobreza. 

 

Abstract 

The paper analyzes the social conditions in the COVID-19 conjuncture in the State of Mexico. Social indicators like health 

records, cartography, and literature form the basis of the study. The scenery characterizes the pressure of the urban population. 

Synergies of social policy and economic factors are expressed in the rates of marginalization and poverty. One way or another 

defenselessness of more than half of the population, informal employment, and income within the limits of well-being. The 

prevalence of non-communicable diseases, overestimation of coverage, ambiguous access, and the deficit of human and 

material resources of public health services. The coronavirus condensed its contagion capacity and lethality in contexts of 

inequality, and lack of social protection.  Exhibiting the thin line of extreme poverty by income and the burden of chronic 

disease associated with dietary and behavioral risk factors in adults, and older adults. The results establish a baseline for 

analyzing the political, economic, and social recursiveness that exacerbated the COVID-19 health crisis. The sustainable vision 

prescribes binding human rights solutions. The sustainable vision prescribes binding human rights solutions, coordination 

commitments, and comprehensive reforms that guarantee social protection.  Addressing the causes of inequality, access to 

work, sufficient income, preventive health education, health services, scientific and technological development, training of 

specialized human resources to address the community, and emerging diseases to emanate. 

Keywords: limits, social protection, coronavirus, public policy, poverty. 
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Introducción  

Este artículo analiza los límites de contexto social en la coyuntura COVID-19 en el Estado 

de México. Éste ocupa el primer lugar en población y el segundo por la contribución al 

producto interno bruto y por personas contagiadas de coronavirus en el país. La 

investigación partió de la interrogante ¿por qué el contexto social condensó la capacidad de 

contagio y letalidad COVID-19 en el Estado de México?, y se aborda a través del enfoque 

espacial y de asociaciones de inclusión, exclusión y predominio de indicadores sociales en 

escalas regional y municipal. La organización y el análisis de la información de acceso 

abierto 2015-2020, los registros sanitarios 2020, la cartografía y la literatura constituyen la 

base del estudio.  

La coyuntura COVID-19 describe una situación que combina las condiciones 

preexistentes con un acontecimiento singular en un tiempo dado. El rasgo principal del/os 

acontecimiento/s, en su carácter súbito, discontinuo y disruptivo (Gómez-Esteban, 2016: 

139), emerge en una situación social objetiva, repercute en las actuaciones presentes y debe 

reconocerse y usarse en las actuaciones futuras (Miguens, 1949: 1711).  

La diseminación del coronavirus en el mundo le confirió el carácter de pandemia; en 

México, toma sentido cuando se reconoce amenazada la seguridad sanitaria. La situación 

generalizó medidas preventivas y confinamiento para contener la propagación de una 

enfermedad contagiosa y desconocida clínicamente.  

Henao-Kaffure (2010) debate la causalidad que se le atribuye a las pandemias y al 

tipo de respuesta que se emite frente a ellas. Sostiene que la perspectiva de la epidemiología 

multicausal centrada en la relación agente-huésped conduce al diseño de planes de 

respuesta reduccionistas. El dimensionamiento amplio analiza las relaciones económicas, 

políticas y sociales, la aparición, el desarrollo y el curso de las enfermedades, con el objeto 

de generar e implementar respuestas estructurales en los ámbitos de la organización social 

que las determinan.  

Horton (2020: 874) afirma que el coronavirus no es una pandemia, sino una sindemia 

de origen social. Las enfermedades crónicas en adultos mayores, las comunidades étnicas, 

los trabajadores a quienes comúnmente se les paga mal y con menos protecciones sociales y 

el coronavirus 2 del síndrome respiratorio agudo severo (SARS-CoV-2) se agrupan en 

contextos de disparidad social y económica. De acuerdo con Mendnhall (2020:1), los factores 

que impulsan la movilidad del coronavirus difieren de un contexto a otro; la enfermedad se 

agrupa con las condiciones preexistentes impulsadas por factores políticos, económicos y 

sociales. La sindemia1 coronavirus conjuntó las interacciones biológicas y sociales 

fundamentales para el pronóstico, el tratamiento integral de enfermedades epidémicas y la 

formulación de políticas de salud. El umbral del contexto social en la coyuntura COVID-19 

                                                         
1 La noción sindemia la propuso el antropólogo médico estadounidense Merrill Singer en los años noventa, 
para analizar las implicaciones biológicas y sociales para la formulación de políticas de salud (Horton, 2020).  
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en el Estado de México se inserta en el problema nacional del sistema de salud pública; 

programas y políticas que debieran garantizar la calidad de la atención y la protección social 

de la población.  

La discusión tiene sentido en el marco de la protección social inherente a las 

funciones del Estado Mexicano. En la opinión de Gómez-Dantés y Frenk (2019), las 

instituciones han avanzado en el proceso de transición de la salubridad pública a la 

protección social nacional. Se cuenta con sólidos elementos para continuar avanzando, sobre 

la base de las políticas de Estado hacia una cuarta generación de reformas, lo que permitiría 

consolidar un sistema de salud que garantice el acceso universal e igualitario a servicios de 

atención integrales y de alta calidad con protección financiera.  

La responsabilidad de los distintos niveles de gobierno radica en la formulación de 

políticas y acciones que garanticen el cumplimiento del contrato social entre el Estado y los 

ciudadanos (Gutiérrez et al., 2017). La escisión sitúa la ausencia del derecho humano a la 

protección social en las bases constitucionales. La protección social toma forma jurídica en 

la Ley General de Desarrollo Social, la cual ordena el acceso de toda la población al 

desarrollo social por medio del ejercicio de derechos a educación, salud, alimentación 

nutritiva, vivienda digna, disfrute de un medio ambiente sano, seguridad social y no 

discriminación (DOF, 2018: 3). Sin embargo, la operación verifica que los funcionarios con 

posiciones diferentes imponen tendencias, gestionan, evalúan y validan políticas y 

programas de intervención social; pocos promueven la participación informada de los 

beneficiarios (Cardozo, 2013; Lobelle, 2017).  

La Ley del Seguro Social vigente dispone que la seguridad social tiene por finalidad 

garantizar el derecho a la salud, la asistencia médica, la protección a los medios de 

subsistencia y los servicios sociales necesarios para el bienestar individual y colectivo, así 

como el otorgamiento de una pensión que, en su caso y previo cumplimiento de los 

requisitos legales, será garantizada por el Estado (DOF, 2021a). La Ley Federal del Trabajo 

reconoce como sujetos de aseguramiento obligatorio a las personas que presten, en forma 

permanente o eventual un servicio remunerado (DOF, 2021b).  

La asistencia sanitaria para los trabajadores informales y la población pobre es 

financiada por los gobiernos a través de subvenciones y recursos fiscales; los apoyos para el 

seguro popular en salud se mantuvieron hasta el primero de enero 2020; en este año se creó, 

en su lugar, el Instituto Nacional de Salud para el Bienestar (INSABI). Para Tamez y 

Eibenschutz (2008: 137), el seguro popular en salud dirigido a la población carente de 

seguridad social no brinda servicios de calidad; la cobertura de riesgos es limitada; no 

atiende hospitalización, intervenciones quirúrgicas ni medicamentos para enfermedades 

persistentes; además, resta fondos a las instituciones de la seguridad social. Los trabajadores 

formales enfrentan la privatización de la administración y el pago de pensiones por medio 

las Administradoras de Fondos para el Retiro (AFORES) y las aseguradoras.  
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Ordoñez y Ramírez (2018: 121) sostienen que la individualización y la privatización 

de los sistemas de pensiones, y las políticas para la universalización de la previsión social 

muestran resultados deplorables; la situación financiera de los institutos es inestable, la 

cobertura limitada y las pensiones constituyen la cuarta parte del salario promedio cotizado. 

La protección de la salud consume parte importante del producto interno bruto; el 

gasto en salud pública se incrementó, entre 1998 y 2010, de 2% a 6%; en 2015, 5.8%; y en 

2016, 5.5%; y se destina a la atención curativa y a la rehabilitación (3.3%), así como a artículos 

no especificados por función (1.5%). La inversión en cuidado preventivo (0.3%), la 

administración financiera y los servicios auxiliares (0.4%) no figuran respecto a inversión a 

largo plazo. Los recursos humanos corresponden a 1’163,245, 26% médicos: 35% generales, 

graduación baja; en cuanto a recursos materiales: 4,707 hospitales, 123,192 camas y escáner 

tomografía computarizada 5.9 por millón de habitantes (OECD, 2019). 

La presión sobre los recursos humanos y materiales está determinada por el patrón 

epidemiológico de la población. Las causas principales de muerte son enfermedades 

cardiacas (19.9%), diabetes (15.4%) y tumores malignos (12.9%). Noventa por ciento de los 

casos de diabetes mellitus están relacionados con sobrepeso y obesidad, especialmente en 

mujeres (FMD, 2019). La diabetes es la segunda causa de muerte y la primera de pérdida de 

años de vida saludable; los costos la ubican como emergencia epidemiológica (Basto-Abreu 

et al., 2020: 9, 30). 

El objetivo de la política social debe ser la protección de los mexicanos mediante 

acciones que garanticen el desarrollo para resolver inequidades en la distribución del 

ingreso y mejorar las condiciones de vida de las personas y sus familias; es decir, un sistema 

de seguridad social que extienda los derechos de pensión e integre instituciones y 

programas de salud, solucione pasivos laborales con financiamiento y reformas fiscales. La 

integración del sistema de salud permitiría beneficios y reduciría altos costos de transacción 

y el ejercicio del derecho a la protección de la salud (Narro et al., 2010; Gómez et al., 2011).  

Se propone justiciabilizar el derecho humano a la seguridad social, deslaborizar la 

seguridad social, extender la cobertura para la protección a riesgos emergentes: derivados 

del cambio climático, nuevos riesgos de trabajo o nuevos riesgos sanitarios; crear 

mecanismos de cobertura universal, incorporar derechos a grupos vulnerables; generar 

herramientas de solvencia financiera por vejez, cesantía y retiro (Mendizábal, 2017: 73).  

Asimismo, se pretende posesionar a la Secretaría de Salud (SSA) en la conducción, 

regulación y vigilancia de las funciones de las instituciones públicas y privadas; así como 

en la modulación del financiamiento, la armonización de provisión de servicios, el cuidado 

de aseguramiento (Funsalud, 2013), la universalización de servicios de salud que garanticen 

la atención y la confianza entre el público y los prestadores de servicios, la separación de 

funciones de recaudación, gestión financiera y prestación de servicios (González-Block, 

2018; Agostoni, 2020).   
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Con el fin de abatir la morbilidad de enfermedades infecciosas y la mortalidad por 

enfermedades no transmisibles, es importante tomar en cuenta sus causas, con lo cual el 

sistema de salud universal y público aumentaría la capacidad de atención de la 

infraestructura, medicamentos, personal y reduciría desigualdades sociales (Soto-Estrada et 

al., 2016). Otra tarea sustantiva es fortalecer la política social y el sistema de salud pública a 

través de convenios multisectoriales que incorporen servicios preventivos y educativos, los 

cuales orienten el consumo de alimentos saludables y la actividad física para controlar la 

diabetes y brindar un diagnóstico oportuno en adultos jóvenes (FMD, 2019).  

Ante las contingencias sanitarias, la respuesta del gobierno mexicano ha suscitado 

opiniones divergentes. Para Gómez-Dantés y Frenk (2019), fueron exitosos los planes de 

respuesta del gobierno federal para afrontar la epidemia de influenza H1N1 en 2009; es 

decir, la suspensión de las actividades no esenciales y el confinamiento fueron consideradas 

medidas drásticas, pero mostraron descenso de infecciones, defunciones y diluyeron los 

temores sobre los daños. En 2016, el control viral del Zika, trasmitida por el mosquito Aedes, 

causante de microcefalia infantil durante la gestación, se atribuye a la pronta respuesta del 

Sistema de Vigilancia Epidemiológica.  

Sin embargo, Ferrari (2020), con base en las opiniones de los expertos, señala que el 

gobierno mexicano no informó tempranamente a la Organización Mundial de la Salud sobre 

los contagios y las defunciones provocados por la Influenza H1N1 2009. El presidente se 

esforzó por demostrar que la respuesta del país no podría haber sido mejor, pero la opinión 

internacional acusó lentitud y respuesta tardía. Las medidas sanitarias trasmitidas por radio 

y televisión, como usar cubre bocas, lavar con agua y jabón los objetos en casa y lugares 

públicos, forman parte del aprendizaje de la población mexicana. En la coyuntura del 

coronavirus, la respuesta del gobierno mexicano fue ágil ante la primera sospecha; a finales 

de enero se activaron las pruebas de detección en Tamaulipas y el Ejecutivo realizó 

conferencias de prensa para informar puntualmente. 

De acuerdo con el informe del Instituto de Ciencias de la Salud Global de la 

Universidad de California en San Francisco, elaborado en diciembre 2020 a petición del 

Panel Independiente de la Organización Mundial de la Salud (OMS), no es una coincidencia 

que los países con el peor desempeño en la pandemia de COVID-19 tengan líderes 

populistas. Los casos de Nueva Zelanda y Noruega han tenido un buen desempeño debido 

buena gobernanza, formulación y aplicación de políticas en beneficio público, fortaleza 

institucional y liderazgo eficaz. A la inversa, un liderazgo deficiente e instituciones públicas 

debilitadas son, obviamente una mala combinación; México es un ejemplo de ello. Incluso, 

el mal liderazgo en los Estados Unidos tuvo consecuencias desastrosas en 2020 (IGHS, 2021). 

Las comparaciones, los argumentos y los juicios políticos adolecen de imparcialidad, lo cual 

desvirtúa las propuestas. 
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Mendnhall (2020) explica que en los Estados Unidos los factores que impulsaron la 

propagación del coronavirus se encuentran en los fracasos políticos que promueven la 

morbilidad y la mortalidad que no pueden separarse del racismo, la hipertensión, la 

diabetes, los trastornos respiratorios, la desconfianza en la ciencia y un sistema de salud 

fragmentado.  

Estas fallas causaron más muertes que en otros contextos; algunos gobiernos en 

África, Subsahariana y Nueva Zelanda actuaron con rapidez y confianza; el liderazgo 

político evitó el elevado número de muertos en comparación con Reino Unido, Estados 

Unidos, Brasil e India. 

Figueiredo et al. (2020) analizaron la influencia de factores socioeconómicos, 

demográficos, epidemiológicos y la estructura del sistema de salud en la evolución del 

COVID-19 en Brasil. En los estados brasileños, 59.8% de la variación de la incidencia de 

COVID-19 es justificada por la desigualdad de la renta, mayor densificación domiciliar y 

mayor letalidad. Los factores socioeconómicos influenciaron la evolución y el impacto de la 

enfermedad, y sugieren acciones para garantizar condiciones socioeconómicas y fortalecer 

las redes de salud para las poblaciones vulnerables. 

 

Métodos y materiales 

El problema de investigación sitúa el análisis del contexto social determinante de la 

capacidad de contagio y letalidad de la COVID-19 en el Estado de México. El procedimiento 

deductivo consistió en recuperar información de acceso abierto en fuentes institucionales 

2015-2020. El discernimiento cómo y para qué permitió elaborar el diseño metodológico de 

la investigación (diagrama 1).  

Inicialmente, se seleccionaron las variables y los indicadores para la captura de la 

información e integrar la base de datos; el procesamiento se ejecutó en hoja de cálculo Excel 

y se construyeron figuras proporcionales, cartogramas, gráficas y cuadros. En la fase de 

diseño, se definió la escala del mapa base y la confección de bocetos cartográficos analógicos. 

El alcance territorial está definido por 125 municipios y 20 regiones delimitadas para fines 

de planeación y gestión pública (GEM, 2018).  

En el proceso de edición, se utilizó el software Corel 7X y se obtuvieron ocho mapas 

1,200,000: grado de marginación, pobreza urbana y rural, población afiliada a servicios de 

salud públicos, unidades médicas del sector público de salud, personal médico de 

instituciones públicas, densidad de población y distribución de hospitales, tasa de letalidad 

COVID, julio 2020. El análisis se llevó a cabo mediante interpretación de cuadros, gráficas, 

mapas, documentos oficiales y literatura. 
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Diagrama 1. Diseño metodológico variables e indicadores 

 

Fuente: elaboración propia. 

 

Configuración territorial  

El Estado de México tiene una superficie de 22,357 km2; cuenta con 125 municipios, 

16,87,608 habitantes, densidad promedio de 724 hab/km2, población urbana del 87% y rural 

del 13% (INEGI, 2015). Las proyecciones 2020 y 2025 anticipan 18’077,082 y 19’180,945 

habitantes (CONAPO, 2015); domina el uso agropecuario y forestal; el urbano ocupa 7.7% 

de la superficie total (cuadro 1). 
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Cuadro 1. Estado de México: población regional, 2020, y superficie urbana 

 

Fuente: elaboración propia (CONAPO, 2015; INEGI, 2015). 

 

Las regiones metropolitanas del Estado de México que forman parte del área de 

influencia de la Ciudad de México congregan 57% de la superficie urbana y 66% de 

población. Las regiones Toluca, Metepec y Lerma reúnen 17% y 11%.  
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El crecimiento económico impulsa el comercio y los servicios no especializados, la 

industria y las zonas urbanas. La capacidad industrial integra 110 parques y zonas 

industriales, y 64,610 unidades manufactureras; destacan: Tlalnepantla de Baz, Cuautitlán 

Izcalli, Toluca, Tultitlán y Ecatepec.  

La política de fomento oferta suelo a través del Fideicomiso para el Desarrollo de 

Parques y Zonas Industriales (FIDEPAR, 2020). El sector empresarial propone incentivar la 

inversión privada y pública, parques industriales y claridad en usos de suelo (Moreno, 

2019).  

En 2017, el valor de producción cuantificó $1’611, 933.6; cinco municipios aportaron 

55%: Naucalpan, 18.14%; Tlalnepantla, 12.08%; Toluca, 10.46%; Ecatepec, 8.89%; Cuautitlán 

Izcalli, 5.44% (figura 1). 

 

Figura 1. Porcentaje de contribución regional producto interno bruto estatal, 2017 

 

Fuente: elaboración propia (datos IIGECEM, 2018; cuadro 2. 2a). 

 

En 2018, la entidad contribuyó con 8.8% del valor nacional, es decir, 1’958,936 

millones de pesos. Ocupó la segunda posición en actividades terciarias e industriales, 

después de Ciudad de México y Nuevo León; y el lugar once en actividades primarias 

(INEGI, 2019a: 2).  

 

Grado de marginación y pobreza de la población  

La Ley de Desarrollo Social estatal ordena acceso de toda la población al desarrollo social a 

través de la implementación, el seguimiento y la evaluación de programas sociales sujetos 

a reglas de operación, coadyuvantes de la mitigación de los rezagos sociales y fomento a la 

participación social, privada y sector social de la economía (GEM, 2004).  
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El grado de marginación resume la exclusión de población carente de educación, 

servicios en la vivienda, ingresos bajos y reside en localidades pequeñas (CONAPO, 2015). 

En veinticinco años (1990-2015) la población en localidades < 5,000 varió 2%, en el periodo 

2000-2015 la población que recibió dos salarios mínimos decrece de 62% a 35%, ocupantes 

de las viviendas con hacinamiento 49% a 29%, mejoras en la educación básica y servicios en 

la vivienda.  

Algunos municipios tuvieron avance o retroceso en el grado de marginación: 

positivo en Otumba, Axapusco y Nopaltepec; muy bajo a bajo en Chicoloapan, Cocotitlán, 

La Paz, Tezoyuca; y bajo a medio en Polotitlán. La atracción de población y los 

asentamientos irregulares tuvieron un papel principal.  

El patrón de marginación en grado medio y alto agrupa cuarenta y dos municipios 

distribuidos en las zonas poniente, norte y sur, 2’022,590 personas o 12.5% de la población 

estatal (mapa 1) 

Mapa 1 

 

 

La marginación en grado alto comprende 19 municipios; 788,666 personas en las 

localidades menores a 5,000 habitantes perciben dos salarios 40% a 70%, viviendas con 

ocupantes en hacinamiento, servicios en la vivienda y población con primaria completa < 

30% (figura 2). 
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Figura 2. Municipios con grado de marginación alto 

 

Fuente: elaboración propia (CONAPO, 2020). 

 

La población rural enfrenta vulnerabilidades que no dependen de las decisiones 

individuales o colectivas; las economías agropecuarias no proporcionan trabajo todo el año 

ni remuneración para acceder a los bienes y servicios de bienestar. Los grupos vulnerables 

se adhieren a las reglas de programas asistenciales, como alternativa de supervivencia. La 

pobreza dimensiona las condiciones de vida de la población a partir del contexto territorial; 

los derechos sociales y el bienestar económico comprende los bienes y servicios que pueden 

adquirirse por medio del ingreso (mapas 2 y 3). 
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Mapa 2 

 

 

En 2015, la pobreza se midió en municipios con población mayor a 15,000 habitantes 

y población menor a 15,000 habitantes (CONEVAL, 2015). En un conjunto de 16’938,893 de 

habitantes, 87% radica en municipios de 15,000 y más y 0.92% menos de 15,000. En 

condiciones de pobreza, se encuentran 8’054,698 (47.55%); pobreza moderada, 82.82%; y 

pobreza extrema, 14.17%. El intervalo 34% a 70% identifica la pobreza urbana en los 

municipios de la zona metropolitana de la ciudad de Toluca y los municipios conurbados a 

la Ciudad de México: Huixquilucan, Cuautitlán, Metepec y Cuautitlán Izcalli, 18%-34%. 

En la zona oriente, la pobreza rural representa el 34% y el 50%; en los municipios al 

norte y sureste, el 50% y el 70%; en el poniente y sur, el 70%. En los ámbitos urbano y rural, 

el ingreso es factor determinante de la pobreza; el 59.78% de la población recibe ingresos 

inferiores a la línea de bienestar y 20% inferior a la línea de bienestar mínimo, es decir, 

80.15%. La población con pobreza multidimensional adolece de rezago educativo y 

hacinamiento, así como de seguridad social, servicios de salud, servicios básicos y 

alimentación accesible (DOF, 2010) (mapa 3). 
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Mapa 3 

 

 

Ocupación y empleo 

La pobreza urbana y rural es inherente al empleo y al ingreso de la población ocupada; en 

el primer trimestre de 2020, la ocupación y el empleo consigna 17’988,565 habitantes: 23% 

menor de 15 años (4’163,931), 77% de 15 años y más en edad de trabajar (13’824,634). La 

población inactiva equivale a 5’709,573.842 (41.3%) y la activa a 8’115,060.158 (58.7%). El 

índice dependencia económica corresponde al 70%2 y el índice de dependencia infantil al 

51%.  

La población ocupada equivale a 7’689,225 y la desocupada a 425’835.158; refleja una 

tasa de ocupación de 95% y de desocupación del 5%. El empleo tiene inflexión en la 

población ocupada formal e informal, es decir, 3’244,687 (42%) y 4’444,538 (58%) (INEGI-

ENOE, 2020). La informalidad incluye a la población no protegida: trabajo doméstico 

remunerado, trabajadores subordinados remunerados que no tienen acceso a las 

instituciones de salud y la agricultura de subsistencia. 

                                                         
2 Índice de dependencia económica PEI/PEA*100 
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La población ocupada corresponde a 7’689,225; es decir, trabajadores subordinados 

y remunerados (71%), trabajadores por cuenta propia (23%), trabajadores no remunerados 

(3%) y empleadores (3%), remunerados en servicios y comercio (35% y 12%), cuenta propia 

(8% y 12%), manufactura y construcción (14% y 6%), no remunerados en cada sector (2%), 

agropecuario remunerado (3%) y cuenta propia (2%). El empleo terciario capta 57% de la 

población ocupada, secundario 24% y primario 6% (figura 3). 

 

Figura 3. Estado de México. Porcentaje de posición en el trabajo población ocupada  

 

Fuente: elaboración propia (INEGI-ENOE, 2020. Primer trimestre. Tabla 9). 

 

Los salarios mínimos generales y profesionales se publican el 1 de enero de cada año; 

sin embargo, en 2015, se delimitaron las áreas A y B, y en octubre del mismo año la zona 

geográfica única. En 2019, se establece la zona general que incluye al Estado de México y a 

la zona libre de la frontera norte (cuadro 2). 

 

Cuadro 2. Nacional. Salarios mínimos, 2015-2020 

 

Fuente: elaboración propia (CONASAMI, 2020). 
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En el periodo 2016-2020, el salario mínimo nominal diario y mensual se incrementó 

anualmente, sin embargo, las obligaciones tributarias exigen el impuesto sobre el producto 

del trabajo y éste se descuenta del salario en el sector laboral formal. En el sector informal, 

el salario varía discrecionalmente y las personas empleadas carecen de seguridad social. La 

distribución de la población por sector de actividad destaca la que recibe un salario (21%); 

1-2 (40%), 2-3 (16%), no recibe 3.7% (figura 4). 

 

Figura 4. Estado de México. % Nivel de Ingresos de la población ocupada  

 

Fuente: elaboración propia (INEGI-ENOE, 2020. Primer trimestre. Tabla 10). 

 

La segmentación del ingreso polariza la población ocupada que recibe uno y dos 

salarios y la que no recibe, 64.7%. La capacidad adquisitiva varía según el ingreso, sector de 

actividad, trabajo formal o informal y número de integrantes de la familia.   

La relación entre un salario mínimo mensual y la línea de pobreza por ingresos (costo 

de la canasta básica + la canasta no básica) indica un gasto de 85% en el medio urbano y en 

el rural de 55%. Respecto a la línea de pobreza extrema por ingresos (costo de la canasta 

alimentaria), corresponde el 43% y 31% en los ámbitos urbano y rural. 

Las líneas de pobreza de enero a diciembre 2015 y de enero a junio 2020 advierten 

incrementos debido a la variabilidad de los costos de los productos básicos, bienes y 

servicios no básicos (cuadro 3). 
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Cuadro 3. Nacional. Líneas de pobreza por ingresos  

 

Fuente: elaboración propia (CONEVAL, 1992-2020). 

 

En enero y junio, la variación del índice de precios al consumidor (INPC) incidió en la 

línea de pobreza por ingresos y la línea de pobreza extrema (figura 5). 

 

Figura 5. Nacional. Variación porcentual de las líneas de pobreza por ingresos 

  

Variación porcentual (anual) de la Línea de Pobreza por 

Ingresos (Canasta alimentaria+ no alimentaria) 

Variación porcentual (anual) de la Línea de Pobreza 

Extrema por Ingresos (Canasta alimentaria) 

Fuente: elaboración propia (CONEVAL, 1992-2020). 

 

0.00% 1.00% 2.00% 3.00% 4.00% 5.00% 6.00%

 Rural

Urbano

INPC

ene-20 jun-20 ene-15 dic-15

0.00% 1.00% 2.00% 3.00% 4.00% 5.00% 6.00% 7.00%

 Rural

Urbano

INPC

ene-20 jun-20 ene-15 dic-15



AÑO 24, 2022-1     ENERO-JUNIO     ISSN 2594-102X     PÁGS. 5-45 
 

 

21 
 

En el medio rural los productos que impactaron al alza en la línea de pobreza 

extrema fueron: frijol, jitomate y huevo de gallina; y en el medio urbano: alimentos y bebidas 

consumidas fuera del hogar, el frijol y el jitomate. 

El cambio de la línea de pobreza por ingresos en el medio rural incidió en la 

pauperización de la canasta alimentaria, cuidados en la salud, vivienda y servicios de 

conservación. En el medio urbano en la canasta alimentaria, educación; cultura y recreación, 

cuidados en la salud.  

 

Cobertura y acceso a servicios de salud  

La encuesta intercensal aplicada a la población en su residencia habitual registra 12’738,522 

afiliados a servicios de salud (INEGI, 2015), 78.69% de la población (16,187,608), población 

no afiliada 20.63% y no específica 0.68% (mapa 4). 

 

Mapa 4 
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En 50 municipios rurales y rural-urbanos la cobertura es de 70% a 100%; y en 19 

municipios que forman parte de la zona metropolitana de la Ciudad de México es de 33% a 

55%3. El porcentaje de afiliados podría ser mayor a 100% debido que estarían incorporados 

a más de una institución de salud. Sólo cinco municipios presentan duplicidad: Ixtapan del 

Oro, Otzoloapan, Santo Tomás, Sultepec y Texcaltitlán. 

Los afiliados distinguen 4’585,867.92 o 36% que no especificaron institución de salud 

y 8’152654.08 o 64% que sí la especificaron; expresa cobertura de 50% y 75.0%. 

El Seguro Popular (SP) representa el 13%; ISSSTE, ISSEMYM, PEMEX, defensa o 

marina, el 2%; privadas, 5%; otras, 5%. El Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) no 

figura. 

Los afiliados que ratificaron la institución de salud con respecto a la población total, 

son 6’136,166.05 (37%): Seguro popular, 1’222,898 (7.55%), trabajadores de los gobiernos 

federales y estatal 407,632.70; sector privado 407,632.70 (2.51%); otras (2.51%); situación 

indefinida, 8’013,278.438 o 49.50%.  

La información de las instituciones de salud identifica personas que por ley reciben 

prestaciones de seguridad social, 7’783,370 derechohabientes: asegurados directos o 

cotizantes, pensionados y familiares; no precisa la institución de pertenencia; representan 

61% de afiliados a servicios de salud.  

Los usuarios acuden a los servicios médicos al menos una vez durante el año; agrupa 

derechohabientes y población potencial. En el conjunto de afiliados, la cobertura es: IMSS, 

49%; Secretaría de Salud, 40%; otras,11%; la agrupación del derechohabiente y los usuarios 

potenciales en relación con los afiliados (12’738,522) desvirtúa la cobertura y el acceso 

efectivo a los servicios de salud públicos (figura 6).   

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                         
3 IV. Cuautitlán Izcalli, Atizapán de Zaragoza, Nicolás Romero; XVIII. Tultitlán, Cuautitlán, Coacalco 
de Berriozábal, Tultepec; XVI. Tlalnepantla de Baz; V. Tecámac, Ecatepec de Morelos; XX. 
Huehuetoca; Apaxco; XIV. Tepotzotlán; Teoloyucan, IX. Naucalpan de Juárez; III. Chicoloapan. VIII. 
Metepec, San Mateo Atenco. 
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Figura 6. Estado de México. Usuarios de servicios públicos de salud 

 

Fuente: elaboración propia (INEGI, 2015: cuadro 5.3). 

 

Recursos materiales y humanos sector salud  

La información registra 1,861 unidades médicas: 68%, SSA; 18.1%, DIFEM; 6%, ISSEMYM; 

5.7%, IMSS; 2%, ISSSTE; y 0.2%, ISEM. El nivel de atención equivale al 90% en consulta 

externa; y especializada en las regiones metropolitanas al 1% y 6%. 

El personal médico equivale a 25,426: 49.1%, SSA; 30.8%, IMSS; 12.3%, ISSEMYM; 

2.4%, ISSSTE; 4.1%, DIFEM; 1.4%, ISEM. La población 2018 (17,604,619) estima un promedio 

de 692 personas por médico; la Organización Mundial de la Salud sugiere 333 personas por 

médico. Las regiones Toluca, Ecatepec, Tlalnepantla, Naucalpan, Chimalhuacán, Cuautitlán 

Izcalli y Nezahualcóyotl disponen de 61% de los médicos en servicio; los municipios Toluca, 

Metepec, Otzoloapan, Ixtapan de la Sal, Cuautitlán, Axapusco y Atizapán están debajo del 

promedio de atención mínima. Cuarenta y siete municipios tienen atención igual o superior 

a 1,000 habitantes por médico; Chicoloapan, Ocuilan, Tonanitla y Tultitlán a 2,000 y más 

(mapas 5 y 6). 
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Mapas 5 y 6 

 

 

La Secretaría de Salubridad y Asistencia registra 1,577 unidades médicas, 23,372 

personas: médicos generales y especialistas (16,933), médicos en otras labores (1,836), 

médicos en formación (4,603); así como enfermeras en contacto con el paciente (31,055) y 

enfermeras en otras labores (1,988) (SINAIS, 2018) (cuadros 4 y 5).  
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Cuadro 4. Estado de México: población y unidades médicas por región 

 

Fuente: elaboración propia (SINAIS, 2018).  
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Cuadro 5. Estado de México. Capacidad instalada y recursos humanos por región 

 

Fuente: elaboración propia (SINAIS, 2018). 

 

La población (17’604,619) y los médicos en servicio estiman 1,040 personas por 

médico; sólo el 7% de las unidades médicas tiene área de hospitalización; el 80% depende 

de la Secretaría de Salud y el 20% atiende a derechohabientes del sector público federal y 

estatal.  

Ocho regiones: V. Ecatepec, III. Chimalhuacán, IV. Cuautitlán Izcalli, IX. Naucalpan, 

X. Nezahualcóyotl, XVIII. Tultitlán, XVII. Toluca, I. Amecameca concentran 66% de la 

población, 33% de unidades médicas, 45% de las áreas de hospitalización, 59% de las camas 

de hospital, 61% médicos generales y especialistas, 59% enfermeras; la mayor parte del 

personal radica en los hospitales. 

La distribución del personal médico no es igualitaria; la mayoría es de las zonas 

urbanas y tiene horario matutino; las áreas rurales y los servicios hospitalarios vespertinos 

y nocturnos están desprotegidos. Los hospitales presentan índices riesgosos de ocupación, 

inoperatividad de equipos y tecnología a falta de mantenimiento preventivo y correctivo, 
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demanda de equipos de tecnología avanzada y recursos humanos especializados en el 

diagnóstico y tratamiento de enfermedades complejas. Se carece de políticas y programas 

de formación de especialidades para atender las enfermedades persistentes (Funsalud, 2013: 

19). 

El aumento de la población, la aglomeración, la densidad y la distribución de los 

hospitales ratifica la centralidad urbana. Para el 2030, las regiones Ecatepec, Chimalhuacán, 

Cuautitlán Izcalli y Naucalpan mantendrán la jerarquía demográfica; Tultitlán y Toluca 

ascenderán en posición, sin perder de vista las regiones Atlacomulco e Ixtlahuaca. Los 

conglomerados urbanos y los urbano-rurales anticipan déficit de personal y atención 

médica general y especializada (mapa 7).  

 

Mapa 7 

 

El sector privado de salud cuenta con 449 establecimientos, 94% general, 4.5% 

gineco-obstetricia y 1.34% pediatría, traumatología y otras. El personal médico corresponde 

a 10,988: 58% especialistas; 19% generales y 15% enfermeras. Son 2,375 consultorios, 3,874 

camas censables, 151cuidado intensivo y 143 cuidado intermedio. 

De la Madrid (2016: 51) señala que la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

consideró que el derecho a la salud impone deberes al Estado y a los particulares (médicos, 

hospitales privados, empleadores, administradores de fondos de pensiones y jubilaciones).  
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La relación hospitales privados y médicos tiene naturaleza jurídica distinta; el 

médico forma parte de la sociedad civil o mercantil o tiene contrato de prestación de 

servicios o de colaboración. Los usuarios no se enteran de los acuerdos del hospital privado 

y del personal (figura 7).  

 

Figura 7. Estado de México. Capacidad instalada y recursos humanos sector privado 

 

Fuente: elaboración propia (INEGI, 2019b). 

 

Transición demográfica y patrón epidemiológico  

La estructura por grupos de edad (17 millones 245 mil 551 habitantes, 2019) describe la 

transición demográfica. La edad promedio es de 29 años; la esperanza promedio de vida es 

de 75.36 años: mujeres 77.68 y hombres 73 años; el índice de envejecimiento es 27.53; la razón 

de dependencia total es de 46.5 (COESPO, 2020) (cuadro 6). 

 

Cuadro 6. Estado de México, grupos de la población por edad, 2019 

 

Fuente: COESPO (2020) base proyecciones de población CONAPO. 
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El aumento de la esperanza de vida, los hábitos de consumo y la pobreza 

incrementan las enfermedades crónicas. La población adulta con enfermedades crónicas o 

con discapacidades conforma nuevas necesidades clínicas, demanda servicios y tecnologías 

de alta especialidad (Funsalud, 2013: 17).  

En los adultos mayores, las enfermedades causantes de muerte son diabetes e 

hipertensión arterial y se asocian a sobrepeso y obesidad, tabaquismo y colesterol. La 

diabetes requiere atención en consulta externa y hospitalización; consume 15% y 20% del 

gasto de las instituciones públicas (Soto-Estrada et al., 2016: 11).  

La población mexiquense enfrenta riesgos de salud y calidad de vida, desigualdad y 

pobreza. En 2015, por cada 10,000 habitantes, fallecieron 6.52 por enfermedades del sistema 

circulatorio y 5.58 por enfermedades endocrinas, nutricionales y metabólicas. La población 

de 60 años y más aglutinó 61.5% de las defunciones (Román et al., 2018: 67).  

El Instituto de Salud detecta al año 15,000 nuevos casos de diabetes mellitus, entre 

30 y 59 años; 3 de cada 10 niños y 7 de cada 10 adultos presentan sobrepeso u obesidad 

(GEM, 2020). Las enfermedades crónico-degenerativas y los factores de riesgo caracterizan 

el patrón epidemiológico y la morbilidad en la coyuntura COVID-19.  

 

Perfil casos positivos, defunciones y letalidad COVID-19 

Este apartado analiza la incidencia de los casos positivos y las defunciones; asimismo, 

estima la letalidad de la COVID-19. Moreno-Altamirano et al., (2007: 342) explican la 

letalidad como una medida poblacional de la gravedad de una enfermedad y representan 

el porcentaje de muertes con respecto al total de casos en un periodo específico; se calculada 

con la siguiente fórmula: 

 

 

 

En el Estado de México, la trayectoria del coronavirus sitúa en los meses de abril a 

julio incremento de los casos positivos, las defunciones y la tasa de letalidad.  

El 21 de julio en la normalidad restringida se mantuvieron medidas preventivas, 

confinamiento, liberación de las operaciones en las empresas esenciales y las no esenciales 

con 30% de personal, apertura y aforo en espacios públicos (cuadro 7).  
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Cuadro 7. Estado de México 

 

Fuente: elaboración propia (GEM-SSGEM, 2020). 

 

El contagio se hizo patente en las regiones urbanas; la letalidad municipal superó la 

media estatal, Ixtlahuaca, Otzoloapan y Sultepec, 25% y 33% (mapa 8). 

 

Mapa 8 

 

El 21 de agosto se reportaron 63,206 casos positivos y 9,617 defunciones (CONEVAL, 

2020); así letalidad y recuperación representan el 15.22% y el 56.80%, respectivamente. 

Recuperación >50% y letalidad alta en las regiones urbanizadas del centro y oriente de la 

entidad (cuadro 8). 
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Cuadro 8. Estado de México: tasa de letalidad COVID-19 por región, 20 de agosto 2020 

 

Fuente: elaboración propia (CONEVAL, 2020). 

Los decesos por grupos de edad identifican adultos y adultos mayores: 60-79 años 

(45%), 40-59 (38%), 80 y más (7%), 20-39 (7%), 0-19 (0.42%), no específica (2.28%).  

El segmento de 40 a 80 años y más corresponde al 90% de las defunciones; letalidad 

promedio 14%. Los fallecidos con padecimientos preexistentes representan al 99.9%: 

diabetes (32.77%), hipertensión (31.57%), renal crónica (5.63%), obesidad (20.30%) y 

tabaquismo (9.72%) en las regiones conurbadas a Ciudad de México (figura 8). 
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Figura 8. Estado de México: COVID-19 decesos y factores de riesgo, agosto 2020 

 

Fuente: elaboración propia (CONEVAL, 2020). 

 

La información de abril a noviembre estima una variación acumulada en casos 

positivos (64%) y defunciones (80%). El 1 y el 9 de noviembre hubo un descenso de la 

letalidad (11% y 10.92%). El 25 de noviembre hubo 103,680 casos positivos y 11,286 

defunciones, con una letalidad del 10.88% (GEM-SSEM, 2020) (figura 9). 

 

Figura 9. Estado de México: Evolución de casos positivos y defunciones, abril-noviembre, 2020 

 

Fuente: elaboración propia (GEM-SSEM, 2020). 

Ecatepec, Nezahualcóyotl, Naucalpan, Toluca y Tlalnepantla de Baz tuvo entre 6,000 

y 12,500 casos positivos (43.12%); Tultitlán, Ixtapaluca y Chalco de 3,000 a 3,785 (9.76%); 

nueve municipios de 2,000 a 2,879 (26.56%); diecisiete municipios urbanos concentraron 

79.44% de los casos positivos y 70% de las defunciones (cuadro 9). 
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Cuadro 9. Estado de México. Letalidad Covid-19 municipios principales 

 

Fuente: elaboración propia (GEM-SSEM, 2020; CONEVAL, 2020). 

 

El 26 de noviembre, el Consejo Nacional de la Evaluación de Políticas Públicas 

informó 109,200 casos y 15,400 defunciones; letalidad municipal mayor a 14% (CONEVAL, 

2020). 

Los casos positivos y las defunciones evolucionaron en un contexto de carencias 

sociales y pobreza; ocho municipios urbanos con letalidad superior e inferior a la media 

estatal mostraron mayor o menor rezago social, población en pobreza, pobreza extrema y 

carencia de acceso a la seguridad social (cuadro 10). 
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Cuadro 10. Indicadores de pobreza municipios urbanos seleccionados 

 
A. % Población en situación de pobreza. B. % Población en pobreza extrema. C. % Población recibe ingresos inferiores a la línea de 

pobreza por ingresos. D. % Población carente de acceso a la seguridad social. E. % Población carente de acceso a servicios de salud. 

Fuente: elaboración propia. 

 

Ecatepec de Morelos de junio a noviembre mantuvo la primera posición en casos 

positivos y defunciones. Huixquilucan, Nezahualcóyotl, Cuautitlán, Tlalnepantla de Baz y 

Naucalpan difieren en número de casos positivos e indican distintas medidas de contención 

y atención médica.  

La carencia de acceso a la seguridad social es sintomática de la población en 

municipios urbanos y rurales, 50%-95%; incluye a los trabajadores e integrantes de la 

familia.  

Los municipios rurales presentan: menor número de casos, a excepción de 

Atlacomulco, así como letalidad baja o muy alta, población en situación de pobreza (50%-

80%), carente de seguridad social (71%-94%), ingreso inferior a la línea de pobreza (cuadro 

11). 
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Cuadro 11. Indicadores de pobreza en municipios rurales seleccionados 

 
A. % Población en situación de pobreza. B. % Población en pobreza extrema. C. % Población recibe ingresos inferiores a la línea de 

pobreza por ingresos. D. % Población carente de acceso a la seguridad social. E. % Población carente de acceso a servicios de salud.  

Fuente: elaboración propia. 

 

La población carente de acceso a servicios de salud representa entre el 15% y el 25% 

en municipios urbanos y del 5.60% al 33.30% en municipios rurales; además, exhibe 

cobertura de del 70% al 95.0% atribuida al seguro popular, consultorios con un médico o 

enfermera y consulta externa. 

En el pico de ascenso de contagios y defunciones por coronavirus, la movilidad de 

la población se exploró por medio de un recorrido de origen y destino de la central de 

autobuses de la ciudad de Toluca a San Juan del Río, Querétaro (dos días). En la salida 15:00 

pm, hubo cupo total en el autobús; al siguiente día, a las 18:00 pm, hubo 40 asientos 

ocupados y 20 personas de pie (150%). El transporte no cumplió con las medidas 

preventivas; la mayor parte de los usuarios no portaba cubre bocas; su desplazamiento fue 

por motivos de trabajo y asuntos personales. En la percepción individual, es más importante 

trabajar para sostener a la familia que el riesgo de contagio de coronavirus. 
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Discusión de resultados 

La protección social se debate entre la segmentación del sistema de seguridad social, el libre 

mercado de los servicios médicos, el derecho universal a la salud, la transición demográfica 

y el patrón epidemiológico de las enfermedades no transmisibles. La influenza humana 

(H1N1), precedente de la situación actual, exhibió la carencia de cobertura de la seguridad 

social, deficiencias del sistema de salud y de los programas de atención sanitaria a la 

población que no es sujeto de derechos. Descubrió las deficiencias en la atención, en la 

infraestructura de salud, en la educación y las condiciones de pobreza de un sector 

importante de la población (Narro et al., 2010; González et al., 2011). 

La Organización Panamericana de Salud señala que la cobertura universal de salud 

demanda sistemas integrales de protección, compromisos, políticas sociales en materia de 

educación y mercado laboral, servicios suficientes, en cantidad y calidad (OPS, 2019: 89). 

En México, la nueva reforma a la Ley General de Salud, aprobada en 2019 y en vigor 

el 1 de enero de 2020, reglamenta el derecho a la protección a la salud de toda persona que 

se encuentre en el país y que no cuente con seguridad social; es decir, recibirá atención 

médica y medicamentos gratuitos (DOF, 2019: Art. 77bis). Asimismo, la Secretaría de Salud 

y el Instituto de Salud para el Bienestar (INSABI) formularán el programa de cobertura y 

atención en coordinación con los servicios de salud de las entidades federativas.  

El acceso a la salud sigue siendo un componente crítico de la protección social; 

consume parte significativa del producto interno bruto. La mayor parte se destina a las 

acciones de rehabilitación, inversión insuficiente en medicina preventiva, mantenimiento 

de infraestructura, renovación de equipo y formación de recursos humanos. En el primer 

año de la crisis sanitaria, los medios de comunicación jugaron un papel relevante 

informando sobre las amenazas y las medidas preventivas; la información tergiversada o 

parcial desinformó sobre las causas de la enfermedad, los síntomas, la cura y las acciones de 

las autoridades; además, obstaculizó las medidas de contención, propagó confusión y 

división en una situación en la que se requería solidaridad y colaboración (Placeres et al., 

2021: 1).  

La respuesta científica registró 102 estudios, tanto de intervención como de 

observación, relacionados con la prevención, el tratamiento y los impactos de COVID-19. 

Más de la mitad se encontraban reclutando voluntarios; 22 habían terminado y los demás 

se encontraban en las fases 2 y 3 (Statista, febrero 2021).  

El gobierno federal dirigió la consecución de la vacuna a través de grupos 

empresariales con o sin fines de lucro. La información adelantó el registro de la vacuna de 

una conocida farmacéutica estadounidense asentada en el país. La mesura convino en 

esperar hasta que se verificaran los criterios de pertinencia y registro. Las autoridades, con 

fundamento en el proyecto de compra con la firma estadounidense, una firma nacional y 

otra china, anunciaron alta probabilidad para aplicar el fármaco en diciembre de 2020 

(Muñoz y Urrutia, 25 de noviembre de 2020).  
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Los medios de comunicación difundieron el plan oficial de vacunación: diciembre 

2020-febrero 2021 para personal de salud responsable de la atención médica; febrero-abril 

2021 para personal de salud y población de 60 años y más; posteriormente, la tercera etapa 

se efectuó hasta junio de 2021 y marzo de 2022. Aunque se reconoció el reto logístico de la 

vacunación, se confiaba que la situación "mejoraría". 

A finales de diciembre de 2020, inició la campaña de vacunación; y, para el 27 de 

diciembre de ese año, se había vacunado, por lo menos con una dosis, al 0.01% de la 

población; a mediados de febrero de 2022, la cifra ascendió a 65. 2%. Alrededor de esa fecha, 

un 60.31% de la población había recibido las dosis recomendadas. México se posesionó 

como el segundo lugar en dosis administradas en América Latina y el Caribe (Statista, 17 de 

febrero 2022). 

La Organización Mundial de la Salud confirmó que los países están adaptando sus 

estrategias para fortalecer la resiliencia de los sistemas de salud a largo plazo. Sin embargo, 

las regiones, los países y todos los niveles de ingreso enfrentan interrupciones serias en la 

prestación de los servicios esenciales debido al impacto de la COVID-19.4  

El coronavirus polarizó la atención médica; postergó el alcance de las reformas y la 

reorganización del sector salud. El incremento de la presión social para acceder a la 

gratuidad de servicio público de consulta externa y los medicamentos no es privativa del 

Estado de México; es un fenómeno nacional. 

Entre las iniciativas sobresale la vinculación del Instituto del Seguro Social y el 

Centro Nacional de Programas Preventivos y Control de Enfermedades (CENAPRECE) con 

la Organización Panamericana de la Salud (OPS), a fin de dar seguimiento a las actividades 

del proyecto HEARTS sobre detección y control de la hipertensión arterial, prestación de 

atención al infarto agudo de miocardio y otras enfermedades no trasmisibles, apoyo técnico 

para la capacitación de personal de enfermería coadyuvantes de la atención primaria de 

salud para mejor la respuesta a la COVID-19, así como cooperación para la atención integral 

de las personas mayores y prevención de la infección por coronavirus (OPS-OMS, 2022: 10).  

El contexto social del Estado de México expone fallos sinérgicos de las políticas 

sociales de larga data que han determinado las desventajas sociales, económicas y sanitarias 

de la población. Se caracteriza por el incremento demográfico y la aglomeración urbana, la 

marginación rural, la pobreza urbana y rural por ingresos y la carencia de seguridad social; 

así como por el predominio del asistencialismo sanitario, insuficientes recursos materiales 

y humanos, cobertura, acceso y calidad ambigua de los servicios públicos de salud.  

 

                                                         
4 Estudio realizado en noviembre-diciembre 2021; la muestra consta de 129 países, territorios y áreas, incluidos 

28 de las Américas. Presenta información sobre las interrupciones de los servicios de salud esenciales en más 

de 90% de los países participantes (OPS-OMS, 2022: 1). 
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El análisis confirma la fragmentación del sistema de salud pública, del seguro 

popular extinto, de las instituciones que acreditan la seguridad social y del acceso a la salud 

de los trabajadores del gobierno federal: Instituto de Seguridad y Servicios Sociales para los 

Trabajadores del Estado (ISSSTE); Petróleos Mexicanos (PEMEX), defensa o marina; el 

Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) para trabajadores permanentes y eventuales 

remunerados, el Instituto de Salud del Estado de México (ISEM) para trabajadores del 

gobierno estatal.  

La situación evidencia problemas no resueltos y la incorporación de profesionales 

de la salud con carencias técnicas, lo cual dificulta el acceso de la población a servicios de 

salud resolutivos y de calidad; los recursos humanos calificados para proporcionar atención 

y tratamientos de urgencia se encuentran distribuidos heterogéneamente. Las zonas 

marginadas dependen de personal que no está bien preparado; esto se relaciona con la 

carencia de incentivos para que obtengan capacitación; la atención de calidad requiere 

mejorar los conocimientos básicos sobre prevención de infecciones, uso de protocolos y 

mejora de las habilidades técnicas; el entrenamiento de pregrado de médicos y enfermeras 

es esencial para la atención de las complicaciones (Rouvier et al., 2013). 

La cobertura de los servicios de salud en relación con la población total estatal es 

aproximadamente del 79% y del 50%; el horizonte crítico acusa indefensión de la mitad de 

la población e inaccesibilidad a los servicios de salud. La distribución de la infraestructura, 

el personal médico y la atención hospitalaria se concentra en las zonas urbanas; el nivel de 

atención se generaliza en la consulta externa; el número de personas por médico es de 3 a 6 

veces superior al óptimo.  

La queja de los usuarios refiere largos periodos de espera; las instituciones públicas 

estiman hora y media; las privadas, treinta minutos o menos tratándose de urgencias 

(Gómez et al., 2011). En las unidades públicas, la atención especializada se posterga un mes 

o más de acuerdo con la disponibilidad de médicos.  

La ocupación tanto formal como informal refleja la carencia de ingresos necesarios 

para vivir; asimismo, las prestaciones sociales van en espiral descendente. Los hábitos 

alimenticios que aumentan la susceptibilidad y la prevalencia de las enfermedades no 

trasmisibles tienen matices en 47% de la población en situación de pobreza por ingresos. La 

pobreza es una precondición estructural en municipios urbanos, rurales y urbano-rurales; 

el incremento de los costos de bienes y servicios afecta el ingreso y la capacidad adquisitiva 

de trabajadores formales e informales y empobrece a la población rural y urbana.  

La letalidad del coronavirus contrasta la letalidad de la influenza humana (H1N1). 

Fajardo-Dolci et al. (2009: 361) analizaron 122 expedientes de pacientes fallecidos del Distrito 

Federal y del Estado de México, destacando que el 51% de las defunciones fueron en 

instituciones de seguridad social; 42% de fallecimientos requirieron de atención hospitalaria 

en setenta y dos horas; 45% de decesos fueron entre 20 y 39 años; 58% corresponde a 

padecimientos asociados; 83% presentó alguna afección diagnosticada; de los cuales, 30.3% 
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de tabaquismo, 17.2% con alteraciones cardiovasculares y 7.4% con problemas respiratorios. 

El virus produjo mayor mortalidad en personas jóvenes; el retraso de la atención médica y 

la morbilidad fueron factores relevantes de fallecimiento. 

¿Por qué la letalidad de la COVID-19 se concentró en adultos y adultos mayores? De 

acuerdo con Lozano et al. (2013), las enfermedades causantes de muerte son:  cardiopatía 

isquémica, diabetes mellitus, cerebrovasculares y tumores malignos; y se asocian al 

envejecimiento de la población y a los factores de riesgo.  

Los decesos por coronavirus agruparon las enfermedades crónicas, factores de riesgo 

dietéticos y conductuales, obesidad por consumo de grasas y bebidas azucaradas, 

inactividad física y tabaquismo. El año crítico de la contingencia sanitaria las aseguradoras 

incorporaron las afecciones por COVID-19; sin embargo, pocos hospitales privados recibían 

estos casos.  

La tasa de casos notificados de COVID-19 por 100,000 habitantes en las semanas 

cuatro y cinco de 2022 muestra un descenso en comparación con las dos semanas anteriores. 

La mayoría de las entidades notificaron menos de 1,000 casos por 100,000 habitantes, 

excepto Baja California Sur, 2,000 y 3,000 por 100,000 (OPS-OMS, 2022: 2).  

El comunicado nacional diario COVID-19 ubica al Estado de México en el segundo 

sitio después de la Ciudad de México, con 508,842 casos acumulados. En el país, se 

presentaron 75,748 casos activos con una tasa de incidencia de 58.2% por 100 mil habitantes 

(del 05 al 18 de febrero de 2022). El Estado de México ocupó el sitio veinte con tasas inferiores 

al 50%, dato absoluto (6,5349 después de la Ciudad de México) (SSA, 18 de febrero 2022: 5).  

Al 22 de febrero de 2022, el Instituto de Salud en el Estado de México destaca 109,175 

altas sanitarias de personas que superaron al COVID-19. Así, los casos positivos fueron 

185,282; los sospechosos, 38,247; los negativos, 239,125; y las defunciones, 32,143 (ISEM, 22 

de febrero 2022). 

A dos años de la irrupción del coronavirus, las posturas de científicos, tecnólogos y 

politólogos reiteran que se requieren políticas públicas asertivas e incluyentes, 

infraestructura, personal capacitado y recursos financieros para superar las deficiencias del 

sector salud. Con base en la carga de enfermedad, los servicios de salud deben dirigirse a la 

prevención y detección temprana de indicadores de daño para actuar oportunamente y 

mitigar los costos de atención médica. 

Las autoridades de salud estatal y federal recomiendan continuar con las medidas de 

higiene, el uso de cubrebocas, el lavado frecuente de manos o sanitización y no acudir a 

lugares concurridos. Aun con el aforo en lugares públicos y el vaivén del semáforo de rojo 

a verde, la memoria colectiva no asume la magnitud de la amenaza y los daños; el 

desbordamiento de la población para satisfacer sus necesidades básicas, lúdicas y la 

reactivación del contacto social no tiene precedentes. 
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En tanto que las controversias políticas internas, los contagios y la letalidad minimizan 

las acciones para restructurar el sistema público de salud y afrontar la crisis sanitaria 

COVID-19, emerge un acontecimiento que traspasa las fronteras internacionales: la amenaza 

de la tercera guerra mundial aproxima grandes daños en las economías nacionales. Placeres 

et al. (2021) señalan que las guerras, la contaminación ambiental, la pobreza, el hambre y la 

COVID-19 deben levantar alarmas sanitarias, científicas, sociales, ambientales y políticas 

para evitarlas, controlarlas y erradicarlas.  

 

Conclusiones 

En el Estado de México, los resultados no tienen una sola interpretación; establecen una 

línea base para analizar las recursividades políticas, económicas y sociales que exacerbaron 

la crisis sanitaria COVID-19 en todo el país.  

Los municipios contaron con capacidades diferenciadas para implementar las 

medidas de contención y las de atención médica especializada. La fragmentación del 

sistema de salud pública evidenció incapacidades físicas, técnicas y de recursos humanos 

para atender la emergencia sanitaria y las enfermedades prevalentes; las deficiencias se 

intensificaron en los ámbitos urbanos y rurales.  

El coronavirus interactúo con las debilidades estructurales de la protección social; 

las desigualdades sociales preexistentes condensaron el contagio del coronavirus en 

diversas escalas. Las vulnerabilidades de la población en contextos de marginación y 

pobreza, así como con recursos de atención médica desiguales catalizaron las reacciones de 

contagio en las aglomeraciones urbanas; las medidas de contención para controlar la 

propagación del virus detuvieron la actividad económica esencial y paralizaron a punto de 

crisis a la población dedicada al comercio y a los servicios; la carencia de seguridad social y 

de ingresos colapsó las economías domésticas.  

El alza de los precios afectó ineluctablemente el ingreso y la capacidad adquisitiva 

de los trabajadores formales e informales y empobreció a la población rural y urbana. 

Asimismo, la inactividad económica y el incremento de los costos de los productos básicos, 

bienes y servicios no básicos agudizaron la pobreza. La delgada línea de la pobreza 

moderada y la pobreza extrema la determinó el ingreso diario para adquirir los productos 

alimenticios.  

La aglomeración urbana y el desplazamiento rural-urbano por motivos laborales 

mantuvieron los índices de contagio en ascenso. La letalidad del coronavirus en el orden de 

cinco a ocho veces superior a la letalidad de la influenza humana ratifica la interdependencia 

de las expectativas de vida, la morbilidad de las enfermedades crónico-degenerativas: 

diabetes, hipertensión y renal crónica, así como la comorbilidad de factores de riesgo: 

obesidad y tabaquismo. La secuencia contagio, recuperación y muerte de los adultos y los 

adultos mayores refuerza la importancia de la previsión y atención gerontológica.  
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Aunque los cambios relativos de contagios y decesos en la entidad muestran 

descensos, el riesgo se observa en el relajamiento de las medidas de contención, 

principalmente por la retracción de la actividad económica; la relación casos activos y 

defunciones 2022 estima una tasa de letalidad de 17%; superior a la de julio de 2020 (12.2%).  

La coyuntura COVID-19 ratifica el círculo vicioso de la marginación y la pobreza; 

carencias de acceso efectivo a la seguridad social y a los servicios de salud. La 

impredecibilidad, la incertidumbre y el distanciamiento social anticipan impactos que 

requieren evaluarse en cada municipio y localidad.  

El diagnóstico focalizado permitiría determinar las responsabilidades comunes, pero 

diferenciadas según las capacidades sociales, económicas y demográficas; así como el diseño 

de planes de acción con estrategias de protección social, la mejora progresiva de los servicios 

de salud, el fortalecimiento de la prevención del riesgo, la comunicación asertiva y las redes 

de atención sanitaria. 

La visión de largo plazo prescribe soluciones vinculantes de los derechos humanos, 

capacidades y compromisos de los distintos niveles de gobierno para innovar reformas 

integrales que atiendan las causas de la desigualdad y garanticen protección social, el acceso 

al trabajo, ingreso suficiente, educación sanitaria preventiva, calidad de los servicios de 

salud, desarrollo científico y tecnológico, formación de recursos humanos especializados 

que afronten las enfermedades comunitarias y las emergentes por venir.  
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Resumen 

El artículo reflexiona sobre la relevancia que tiene el trabajo de recolección de residuos sólidos urbanos en el contexto de la 

pandemia por covid-19. A partir de utilizar la metodología de análisis comparado y el andamiaje conceptual de la ecología 

política, se realiza un recorrido sobre las acciones y no acciones públicas que llevaron a cabo cinco administraciones 

municipales mexiquenses en relación con la recolección, el tratamiento y la disposición final de residuos en sus respectivos 

territorios durante un año en el marco de la pandemia por COVID-19. Se concluye que las acciones implementadas por las 

administraciones locales no se alinearon de manera contundente con las recomendaciones estipuladas por el gobierno federal; 

asimismo, en los sitios de disposición final de residuos sólidos urbanos se concentran toneladas de residuos contaminados por 

el virus Sars-Cov2 y elementos de protección personal, como cubrebocas, caretas, guantes, entre otros, que son pasivos 

ambientales contaminados de una peligrosidad sanitaria alta en el corto plazo. 

Palabras clave: tratamiento de desechos, gobierno municipal, pandemia. 

 

Abstract 

This paper reflects on the relevance of urban solid waste collection in the context of the covid-19 pandemic.  With the use of 

the methodology of comparative analysis and the conceptual scaffolding of political ecology, a review was made of the public 

actions and non-actions carried out by five municipal administrations in Mexico concerning the collection, treatment, and final 

disposal of waste in their respective territories in the period of one year in the context of the COVID-19 pandemic. It concludes 

that the actions implemented by these local administrations were not strongly aligned with the recommendations stipulated 

by the federal government for the subject under study. Likewise, in the final disposal sites of urban solid waste, tons of waste 

contaminated by the Sars-Cov2 virus and personal protection elements are concentrated, such as mouth covers, masks, gloves; 

among others, which are contaminated environmental liabilities of a high health hazard in the short term. 

Keyword: Waste treatment, Local government, pandemic. 
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Introducción 

El escenario complejo que ha generado la actual pandemia del COVID-19 ha hecho patente 

la relevancia que tienen las políticas sociales de intervención estatal sobre los problemas que 

enfrentan las colectividades (Cena & Dettano, 2020); en este contexto, el despliegue de 

respuestas y acciones estratégicas de las agencias estatales, particularmente en lo 

relacionado con la sanidad, ha implicado esfuerzos integrales e intersectoriales (CEPAL-

OPS, 2021), con los cuales no sólo se ha buscado contener los contagios a nivel comunitario, 

sino también reactivar la dinámica socio-económica en las ciudades, lo anterior a partir de 

generar intervenciones gubernamentales que se articulen y vinculen de manera multiactor.  

A partir de revisar y recuperar información del Gobierno de México,1 se puede 

argumentar que el paradigma político que enarbola la actual administración federal se 

sustenta en una narrativa de atención prioritaria de poblaciones que por circunstancias 

políticas e histórico-estructurales habían estado excluidas de la mayor cantidad de 

beneficios sociales; por lo mismo, la política social de salud pública, apuntalada desde el 

nivel federal, tiene que ser entendida como un producto en proceso y al mismo tiempo como 

procesos que están derivando en productos específicos, que buscan superar los resabios de 

tensión aún existente entre la igualdad formal y la desigualdad estructural heredada de los 

regímenes políticos neoliberales, los cuales enfocaron sus acciones a debilitar los sistemas 

de sanidad a nivel nacional.  

La experiencia actual muestra que, frente al achicamiento del estado en temas de 

sanidad en el contexto neoliberal, en la actual coyuntura crítica2 se apuesta por fortalecer y 

ampliar los sistemas sanitarios para que todo el ciudadano, que lo solicite, pueda acceder a 

la atención médica y a la vacuna contra la enfermedad del COVID-19; las medidas de 

reasignación del presupuesto federal durante la contingencia así lo demuestran, y es que 

frente a la emergencia sanitaria, el gobierno federal mantuvo su decisión de reducir el gasto 

improductivo y reorientar el presupuesto para mejoras en infraestructura de salud, 

contratación de personal médico y de enfermería, habilitación de infraestructura 

hospitalaria abandonada, coordinación entre hospitales privados y públicos, créditos a 

empresas pequeñas y medianas, así como adelantos de ministraciones a estados y 

municipios (Chávez, Hernández, & Aguilar, 2020) (Montes de Oca, Alonso, Montero-López, 

& Vivaldo-Martínez, 2021); ahora bien, este cambio de paradigma también se ha observado 

en el comportamiento de México en la escena internacional, al cuestionar las políticas de 

acaparamiento de vacunas por parte de los países con las economías más avanzadas.3 

                                                             
1 En la pestaña de Información sobre COVID-19 de la página oficial del Gobierno de México, se puede encontrar 

toda la información con la cual el autor realiza la afirmación del párrafo en comento.  
2 Son momentos en los que la acción pública y su institucionalidad tienen un papel fundamental y decisivo en 

la elaboración e implementación de políticas públicas y reformas institucionales para generar certezas ante 

escenarios complejos e inciertos (Martí i Puig & Alcantara, 2021). 
3 Es importante recordar que tanto el Presidente de México (Gobierno de México, 2022) como el Secretario de 

Relaciones Exteriores (Gobierno de México, 2022), en diversos foros de alto nivel mundial, han cuestionado el 

acaparamiento de las vacunas por los países en donde se ubican los capitales de las farmacéuticas y al mismo  
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Las respuestas que se han implementado desde el inicio de la pandemia han sido 

diversas y de intensidad variada; para contener los contagios en las ciudades, se ensayaron 

estrategias de “disciplinamiento” social  (De Sena, Cena, & Dettano, 2021), que han impactado 

sobre las prácticas sociales más comunes, las que han destacado son: los regímenes de 

aislamiento social, los cerramientos de ciudades, la suspensión de servicios educativos, la 

interrupción de la producción y el consumo de mercancías; todo ello estructurado bajo el 

enfoque dicotómico de actividades esenciales y no esenciales.  

Ante este panorama, los efectos psicológicos, económicos y políticos adquirieron una 

relevancia sustancial, ya que fue necesario aplicar políticas sociales de contención para 

conseguir el objetivo buscado:4 controlar la pandemia; la cual, desde los análisis médicos, 

podía observarse de manera clara y entendible para la mayoría de la población a través del 

aplanamiento de la curva de contagios, con lo cual, entre otras cosas: se coadyuvaba a que 

los sistemas de salud no colapsaran, se construía una narrativa respecto a que las muertes 

vinculadas al COVID-19 disminuían y se mostraba eficiencia en el manejo público de la 

pandemia (Scribano, 2020). 

Ante estas respuestas de nivel estructural y que han sido la norma en la mayoría de 

las ciudades del mundo5, un tema poco tratado ha sido el manejo que se le ha dado a los 

residuos sólidos urbanos (RSU) y a los contaminados con el virus Sars-Cov2, lo cual no es 

un asunto menor, pues en México, las autoridades municipales tienen encomendada esta 

gestión; sin embargo, debido a la saturación de los sistemas de sanidad, a la imposibilidad 

de acceso a servicios de salud o a creencias particulares, una cantidad considerable de 

personas contagiadas por COVID-19 enfrentaron (y enfrentan) su contagio desde sus 

domicilios, generando desechos, principalmente higiénicos; por lo mismo, en la actual 

coyuntura crítica, ha sido necesario buscar soluciones integrales, concretas e intersectoriales 

ante estos hechos que enfrentan las ciudades; en este tenor, se ha postulado que “mejorar 

los servicios públicos en general, tanto en cobertura como en calidad, comenzando por los 

de salud, agua y saneamiento, así como de atención a la población vulnerable” (Delgado 

Ramos, 2020: 96). 

Ante esta situación, cabe la pena preguntarse en términos de construcción de 

políticas públicas y políticas sociales ¿de qué manera reaccionaron los gobierno locales para 

atender la recolección de residuos sólidos urbanos contaminados por el virus Sars-Cov2?, 

¿hay elementos que permitan afirmar que el personal de recolección y limpia a nivel 

                                                             
tiempo han argumentado que las vacunas en la coyuntura tienen que ser consideradas como un bien público 

global.  
4 Algunas políticas sociales que se pueden mencionar en el contexto mexicano son: apoyos económicos del 

Gobierno Federal a microempresas para mantener el empleo formal, acceso gratuito y escalonado a las vacunas 

contra el COVID-19, así como fortalecimiento de la infraestructura y recursos al sector salud, o bien la 

implementación de estrategias de educación en todos los niveles a distancia. 
5 Para Martí i Pug y Alcántara (2021), la similitud y convergencia en materia de políticas y acciones públicas a 

nivel mundial para enfrentar el COVID-19 se debe más a un asunto de imitación de políticas que se han tomado 

como referencia que a un asunto de reflexión científica sobre mejores prácticas. 
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municipal atendió las recomendaciones que se dispusieron desde la federación para el 

manejo adecuado de los residuos sólidos urbanos contaminados de Sars-Cov2?, ¿de qué 

manera las administraciones municipales incidieron sobre la población para generar una 

corresponsabilidad en el manejo y desechos de RSU contaminados con el virus Sars-Cov2? 

A partir de estas preguntas, el objetivo del artículo es conocer y evaluar las acciones 

públicas que se llevaron a cabo a nivel municipal en relación con la recolección de RSU en 

México, y, particularmente, la manera en que reaccionaron cinco administraciones 

municipales conurbadas mexiquenses. Para ello, este análisis se sustenta en la información 

cualitativa con la que se cuenta respecto a la gestión integral de los residuos sólidos urbanos 

y con la información que se obtuvo a través de los mecanismos de transparencia de cinco 

administraciones municipales del Estado de México.  

El trabajo parte de la idea de que la crisis sanitaria de COVID-19, que impactó 

considerablemente en diferentes ámbitos de la vida social, lo ha hecho de manera sustancial 

con relación a la gestión integral de los residuos sólidos urbanos; cuya situación no ha sido 

analizada de manera adecuada por las distintas disciplinas científicas vinculadas a la 

temática, las cuales se han enfocado en estudiar las políticas y las respuestas públicas 

implementadas para atender la pandemia en política, salud, economía, o educación (Martí 

i Puig & Alcantara, 2021) (Enríquez & Sáenz, 2021) (CEPAL-OPS, 2021).  

 

Metodología 

El presente artículo se inscribe en la tradición de los estudios descriptivos comparados, ya 

que sobre cinco unidades de análisis se buscó conocer y a la vez evaluar las acciones públicas 

implementadas para la gestión de los residuos sólidos urbanos en el marco de la pandemia 

provocada por el COVID-19 en el periodo específico de marzo de 2020 a marzo de 2021 

(Tonon, 2011) (Rodríguez, 2011); los resultados de este estudio permitieron identificar las 

consecuencias adicionales (King, Keohane, & Verba, 2012) por las acciones y/o no acciones 

públicas en relación con el tema bajo análisis. 

La variable analizada y que permitió el ejercicio comparado es la acción pública 

municipal, la cual se llevó a cabo en el contexto de la pandemia respecto a la recolección de 

residuos sólidos urbanos a nivel comunitario. A partir de la observación de la labor de 

recolección de residuos sólidos urbanos por los servicios municipales, se pudo inferir que 

una parte son de personas que enfrentaron su contagio de COVID-19 en sus respectivas 

viviendas y que desecharon sus residuos sin precaución o aviso previo en los vehículos 

recolectores que cotidianamente recorren calles y avenidas. 

Para conocer y evaluar a detalle la acción pública municipal implementada para 

atender la situación descrita, se recurrió a fuentes de acopio documental sobre la pandemia 

por COVID-19, generada por instancias federales del sector salud y medioambiental, así 

como a la información generada por las administraciones municipales bajo estudio y 
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conseguida a través de solicitudes de información pública.6 El criterio de selección de los 

municipios estudiados se fundamentó en los registros sobre niveles de contagio que 

enfrentaron; es decir, se decidió conocer y evaluar las acciones públicas municipales de 

aquellos municipios que para 2021 registraban mayores niveles de contagio por COVID-19. 

El tratamiento respectivo de la información conseguida se realizó bajo los criterios 

de la ecología política (Solíz, 2017), en donde se concibe que las ciudades son espacios 

dinámicos, en continuos conflictos, transformaciones y cambios ambientales, que enfrentan 

un conjunto de exclusiones, limitantes, precariedades y desigualdades que tienen que ser 

atendidas y transformadas por la intervención pública (Davis, 2003); por lo mismo, el 

enfoque de política pública adquirió una relevancia sustancia en el marco de coyunturas 

críticas como la presentada en el contexto de la pandemia por COVID-19 que se vive en 

México desde febrero de 2020 (Ramos, 2007). 

En cuanto a las técnicas de recolección de datos, la observación participante permitió 

generar notas respecto al trabajo que realiza el personal de recolección a nivel municipal; 

asimismo, se utilizaron los mecanismos de transparencia e información pública; para el caso 

particular, se utilizó el portal Sistema de Acceso a Información Mexiquense (SAIMEX), y las 

tres preguntas que se le requirieron a las cinco administraciones bajo estudio fueron: 

1. Enlistar las estrategias que la administración municipal implementó para la 

recolección de residuos sólidos urbanos en las diferentes colonias del municipio en 

el marco de la pandemia de COVID-19, específicamente en el periodo de marzo de 

2020 a marzo de 2021. 

2. Informar las toneladas mensuales que los recolectores de residuos sólidos urbanos 

recolectaron en el periodo de marzo de 2020 a marzo de 2021. 

3. Informar el sitio de transferencia o sitio de disposición final a donde transportaron 

las toneladas recolectadas en el periodo de marzo de 2020 a marzo de 2021. 

Con la primera pregunta se pudo hacer una comparativa de las acciones públicas 

municipales que se llevaron a cabo para la recolección de RSU en el contexto de la pandemia 

de COVID-19; con la segunda pregunta se conoció el total de residuos recolectados, de los 

cuales, a partir de la observación participante realizada, se advirtió que una parte 

considerable era higiénicos, probablemente contaminados, así como elementos de 

protección personal contra la pandemia; con la tercera pregunta, se buscó conocer si los 

residuos eran tratados, ya sea para transferirlos o depositarlos en algún sitio regulado o, por 

el contrario, se disponían en basureros a cielo abierto sin ningún control ambiental, 

normativo o ético.   

                                                             
6 A nivel municipal, la información generada, la mayoría de veces, es muy deficiente y poco coordinada respecto 

a aportada desde el nivel federal; una de las herramientas más útiles para conocer las acciones municipales que 

no son publicitadas, sin lugar a dudas, son las solicitudes de información pública, las cuales tienen que atender 

todo el andamiaje normativo que se ha construido para volverlas confiables y útiles a la investigación y opinión 

pública. 
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Todas las administraciones municipales ofrecieron respuestas en tiempo y forma, 

con lo cual se pudo realizar el análisis comparado no sólo en términos municipales, sino 

también en lo concerniente a las recomendaciones que desde las instancias federales se 

habían elaborado respecto al tema dirigido a los niveles de gobiernos estatal y municipal. 

 

El municipio y los residuos sólidos urbanos 

El contexto actual donde se llevan a cabo las actividades relacionadas con el ámbito público 

demanda una capacidad alta para lograr adaptarse a los cambios que, en no pocos casos, 

son de amplias dimensiones y de una intensidad acelerada, por lo mismo, se requieren 

respuestas públicas del mismo nivel.7 Las administraciones municipales a lo largo de la 

historia del país se han caracterizado por administrar, en sus tres años de vigencia, los 

recursos y los proyectos más necesarios y políticamente más rentables, pues, dado el corto 

tiempo de la administración municipal y a sus capacidades limitadas, es poco posible que 

se lleven a cabo proyectos de envergadura considerable, los cuales por lo regular requieren 

inversiones amplias de mediano y largo plazos.  

El municipio en México es la unidad territorial que en términos administrativos se 

encuentra más cercana al ciudadano; desde sus oficinas se diseñan e implementan los 

servicios públicos más inmediatos que generan valor público y que sirven para satisfacer 

las necesidades de las comunidades; el despliegue ético de recursos y acciones municipales 

posibilita una distribución equitativa y eficiente de sus servicios, con lo cual se generan 

procesos de cambio que facilitan el acceso al derecho a la ciudad y, por ende, a la seguridad 

urbana8 (Ramos, 2007). 

En el caso del servicio público relacionado con la gestión de los residuos sólidos 

urbanos, tema trascendental vinculado con la sustentabilidad y la resiliencia urbana, los 

datos a nivel nacional permiten observar un déficit en cuanto a su desarrollo en todos los 

sentidos,9 debido a factores históricos como estructurales (SEMARNAT, 2020) (Castillo, 

1983):10 la poca profesionalización de los servidores públicos encargados y operadores del 

                                                             
7 Las respuestas que se construyen desde el ámbito público para atender la complejidad de las transformaciones 

sociales tienen que considerar aspectos como tiempos, recursos, decisiones estratégicas, relato institucional 

buscado, capacidades institucionales instaladas y por supuesto, voluntad política (Martí i Puig & Alcantara, 

2021).  
8 En contraste, la falta de acciones municipales éticas y eficientes ocasiona deficiencia en la dotación de los 

servicios públicos y urbanos, lo que genera situaciones de vulnerabilidad colectiva, pobreza del entorno urbano 

y marginalidad comunitaria, elementos claves para el desarrollo de anomia comunitaria. 
9 Ver Diagnóstico básico para la gestión integral de los residuos (SEMARNAT, 2020) 
10 Aun y cuando el documento de Castillo Berthier se publicó hace casi cuarenta años, se exponen los límites 

estructurales e históricos que enfrentaban los departamentos de limpia y recolección de los años sesenta, setenta 

y ochenta del siglo pasado; aspectos que aún se mantienen y enfrentan los mismos departamentos del servicio 

de limpia y recolección en el siglo XXI, tal como se expone en el Diagnóstico de la SEMARNAT. 
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tema, la limitada infraestructura de los municipios para la atención integral del servicio, el 

bajo presupuesto destinado a estos servicios públicos, el déficit de atención institucional que 

se le da a los recolectores informales, el poco desarrollo de estrategias para fortalecer la 

economía circular a nivel local, la poca voluntad política relacionada con el tema y, por 

supuesto, por el desinterés y la poca cultura ciudadana orientada a rechazar el modelo lineal 

de explotación-producción-distribución-consumo y desecho en un planeta finito (Solíz, 2017: 32). 

En este marco, la recolección de RSU, constitucionalmente, está encomendada al 

municipio en el artículo 115 (Cámara de Diputados, 2022); dada la complejidad del tema y 

la elevada generación de residuos a nivel local, la recolección no sólo se lleva a cabo por 

agencias gubernamentales (departamentos de recolección y limpia municipales), sino que 

también participan actores privados, los cuales, en no todos los casos, cumplen las 

normatividades y los requerimientos que las instancias competentes especifican para 

realizar la labor.  

En el caso de los recolectores informales, por lo regular, la acción pública 

gubernamental es de omisión, es decir, no hay una intervención clara para regular o apoyar 

su actividad; en cambio, se observan políticas negativas, caracterizadas por la 

estigmatización, prohibición y ausencia de cualquier tipo de apoyo (Solíz, 2017).11  

Para el caso particular de la recolección de RSU, la Ley General para la Prevención y 

Gestión Integral de los Residuos (Cámara de Diputados, 2021) establece que la gestión 

integral de los residuos generados por las distintas expresiones de la dinámica social es 

fundamental para garantizar el derecho a un medio ambiente sano; por lo mismo, detalla 

de manera muy clara y precisa todo lo relacionado con su gestión; en esta misma 

normatividad, se establece la responsabilidad diferenciada del manejo de los diferentes 

tipos de residuos generados. Para el caso municipal, la Ley en comento establece que los 

municipios son responsables del manejo integral de residuos sólidos urbanos y de manejo 

especial, en tanto que los peligrosos, por el nivel de riesgo que representan, son de 

competencia federal. 

Para cumplir con la disposición normativa federal respecto a la gestión de los RSU, 

los municipios implementan diferentes estrategias orientadas a atender lo estipulado en la 

norma y así cumplir con el manejo integral de residuos;12 no obstante, debido a la falta de 

infraestructura y de recursos, desde el ámbito local sólo se logran cubrir de manera parcial 

los componentes relacionados con la recolección, el reciclaje y el traslado de RSU a un sitio 

de transferencia de desechos, quedando el resto de componentes del manejo integral, en 

                                                             
11 La reflexión que Solíz aporta sobre las precariedades y desigualdades que enfrentan los trabajadores 

informales de la basura se sustenta en un análisis comparado de los enfoques que desde algunos gobiernos de 

América Latina se tiene respecto a su actuación de dichos trabajadores; este análisis comparado de los sistemas 

de recolección expone aspectos como niveles de exposición a la contaminación, impactos en la salud, 

condiciones laborales o la segregación sociohistórica del territorio, entre otras. 
12 El manejo integral de los RSU, en términos generales, consta de varios componentes, entre los que destacan: 

la generación, la recolección, el reciclaje, el traslado, el tratamiento, la transferencia y la disposición final de 

RSU. 
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manos de actores privados. Con base en datos del INEGI, para 2016, el 92% del total de 

municipios en México, esto es 2,273 municipios y delegaciones, contaba con servicio de 

recolección, mientras que sólo 1,732 municipios y delegaciones, el 70% del total en México, 

tenía sitios de disposición final.13  

Del total de sitios de disposición final que registra el INEGI para 2016 (2,203), 

solamente en el 8% se realiza de manera adecuada gracias a su infraestructura; por tanto, en 

el 92% la se lleva a cabo inadecuadamente, impactando de manera drástica al medio 

ambiente, a la salud de las personas y a la imagen de las comunidades. 

Las consecuencias del manejo inadecuado en la disposición de residuos genera múltiples problemas de 

contaminación del agua superficial y freática, suelo, aire, paisaje, transmisión de enfermedades, emisión de biogás 

(metano y dióxido de carbono), incendios, obstrucción de desagües, etc. (Solíz, 2014). 

Con base en datos de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales 

(SEMARNAT, 2020), cada persona produce .944 kg/hab/día de basura; por lo mismo, a 

nivel nacional se estima que se genera un aproximado de 120 mil toneladas diarias que 

tienen que ser recolectadas desde el ámbito local.14 Sin embargo, en la mayoría de los casos, 

los gobiernos locales no tienen la capacidad de gestión, infraestructura ni operación para 

hacer frente a este complejo panorama; por tanto, respecta al servicio de gestión integral de 

RSU, los actores particulares han cobrado una relevancia sustancial, pues, a través de su 

participación e intervención, se ha podido avanzar en gestionar este fenómeno social.15  

Al recuperar información del Diagnóstico Básico para la Gestión Integral de los 

Residuos (SEMARNAT, 2020), se documenta que el parque vehicular a nivel nacional para 

realizar la recolección de RSU es de apenas 16,615 vehículos, de los cuales sólo el 59% cuenta 

con sistemas de compactación; por otro lado, de las 127 estaciones de transferencia, el 25% 

es operada por el sector privado. 

En este contexto de complejidad de gestión y de carencia en infraestructura pública, 

las administraciones municipales tratan de realizan el trabajo de gestión integral de residuos 

sólidos, la cual ha tenido que modificarse y transformarse para hacer frente a los retos 

derivados de la pandemia por COVID-19; no es poca cosa si se piensa en la cantidad de 

desechos contaminados que se generan diariamente; y es que, aun y cuando los residuos 

peligrosos biológico infecciosos (RPBI) generados por nosocomios tienen que ser tratados 

                                                             
13 El tema de los sitios de disposición final requiere un análisis amplio, no sólo en términos ecoeficientistas, ya 

que la experiencia ha permitido observar que, además de los impactos socioambientales que generan los 

espacios en donde son ubicados estos sitios, responden a una lógica de discriminación y exclusión comunitaria, 

pues, por lo regular, son instalados en zonas precarizadas, fuera de la vista de las poblaciones, en lugares 

cerrados y vigilados y donde sólo los pobres y excluidos los pueden ver e insertarse a las labores relacionadas 

(Lohmann, 2017) (Ochoa, 2017). 
14 La entidad federativa que registra la mayor generación de RSU por tamaño de población es el Estado de 

México con 16,739 t/día (SEMARNAT, 2020). 
15 La Agenda 2030 y los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la ONU establecen, en su meta 12.5: “de aquí a 

2030, reducir considerablemente la generación de desechos mediante actividades de prevención, reducción, 

reciclado y reutilización”. Asunto en donde los gobiernos locales también tienen déficit y un reto enorme por 

cumplir.  
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con base a la norma oficial NOM-087, los residuos contaminados por el virus Sars-Cov2 que 

estuvieron en resguardo en casa habitación, se recolectaron por los servicios públicos 

municipales; cuestión que complejiza y vuelve aún más peligroso el servicio que realiza el 

personal de recolección y limpia a nivel local. 

Por consiguiente, la capacidad gubernamental para actuar, enfrentar y dar respuesta 

a situaciones complejas, inesperadas e inciertas resulta fundamental para mantener la 

gobernabilidad y la legitimidad de la acción pública; para atenderlo, las políticas públicas 

son elementos fundamentales que se piensan, diseñan e implementan con miras a responder 

las necesidades que las colectividades enfrentan y que demandan una respuesta racional, 

eficaz y oportuna. 

 

La pandemia de COVID-19 y los residuos sólidos urbanos 

Derivado de la pandemia por COVID-19, decretada por la Organización Mundial de la 

Salud el 11 de marzo de 2020, se modificaron sustancialmente las esferas de la vida 

comunitaria; no hubo práctica social, actividad productiva, expresión cultural, dinámica 

social o relación digital que no haya sido impactada en diferente intensidad por sus 

consecuencias, imponiendo dinámicas particulares a todas las relaciones sociales a nivel 

mundial.  

En México, las políticas sociales de salud privilegiaron, sin ser su objetivo, a  aquellas 

poblaciones que por alguna condición particular podían resguardarse y tener la certeza de 

que sus empleos estaban seguros; no obstante, hubo grupos de personas que, al vivir al día, 

al no tener certeza de un empleo seguro ni seguridad social, tuvieron que seguir en las calles 

arriesgando sus vidas y las de sus familias en búsqueda del sustento diario; por ejemplo, 

vendedores a detalle o choferes de transporte público. 

Aunado a ello, se encontraron quienes, utilizando la metáfora belicista, daban la 

batalla y se encontraban en la primera línea de combate (Scribano, 2020): los médicos, las 

enfermeras, el personal militar y de limpieza, los empleados de mercados y, por supuesto, 

los recolectores de residuos sólidos; estos últimos, sin muchos reflectores y sin mucho 

reconocimiento, han sido considerados, por lo regular, actores secundarios, pero por la 

pandemia se han vuelto principales, pues han asegurado la sanidad en las comunidades.  

Así, en el marco de la pandemia por COVID-19, la recolección de los RSU se volvió 

una actividad esencial, la cual, sin tener una cobertura mediática tan relevante, resultó 

fundamental para prevenir un aumento de contagios; y es que el virus permanece activo 

por horas en diferentes superficies; esto indican los resultados de un estudio publicado por 

el New England Journal of Medicine (2020), en donde se establece que, bajo circunstancias 

experimentales controladas, dura en plástico de 6 a 8 horas; en acero inoxidable, 

aproximadamente entre 5 y 6 horas; en cobre, 4 horas; en cartón, hasta 8 horas. 
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Ante la complejidad del tema, resulta pertinente conocer las acciones públicas que 

diferentes países alrededor del mundo implementaron para hacer frente a la gestión de los 

desechos en el marco de la pandemia por COVID-19. En Brasil, por ejemplo, se solicitó a las 

empresas de residuos el diseño de planes de control de la propagación del virus a través de 

mejoras administrativas, de ingeniería y logística de recolección. En Estados Unidos se pidió 

a los trabajadores el uso de elementos de protección personal, la limpieza de sus camiones 

y equipos, así como el lavado continuo de manos (Marenco & Ortiz, 2021). La Junta de 

Andalucía en España emitió un documento donde se establece el manejo de los desechos 

que serán recolectados por el Ayuntamiento (Junta de Andalucía, 2021). En México se 

difundió la Cartilla de Mejores Prácticas para la Prevención del COVID-19 en el Manejo de 

los Residuos Sólidos Urbanos (SEMARNAT, 2021), en donde se especifican las acciones de 

prevención, así como el uso de equipo de seguridad necesarios para prevenir contagios de 

COVID-19 en personal dedicado a la recolección y limpia. 

A partir de la cartilla en comento, aun cuando no se estableció como obligatoria 

desde el gobierno federal, los gobiernos estatales y municipales comenzaron un conjunto de 

acciones de corte estratégico y coyuntural para atender la recolección de RSU en el marco 

de la pandemia y alinear sus acciones a las recomendaciones que la SEMARNAT estableció; 

en términos generales indica: 

 Prácticas preventivas para evitar el contagio. 

 Prácticas preventivas para la recolección, transferencia y disposición final de 

RSU. 

 Prácticas preventivas en sitios generadores de residuos COVID-19. 

 Prácticas preventivas para la recolección y disposición final de residuos 

COVID-19. 

Para conocer el comportamiento de los gobiernos municipales en relación con la 

gestión integral de los RSU, en el siguiente apartado se revisan las políticas y las acciones 

que se llevaron a cabo y si se atendieron. 

 

La acción pública municipal en torno a la recolección de residuos sólidos urbanos en el 

contexto de la pandemia de COVID-19  

La recolección de residuos sólidos urbanos se muestra como una actividad de primer nivel 

que coadyuva en la prevención de impactos socioambientales comunitarios. Respecto a 

aspectos legales, se encuentra normada y se observan ciertos avances en infraestructura 

necesaria para su atención. No obstante, las personas dedicadas a la recolección, la 

separación y el reciclaje de RSU a nivel operativo, por lo regular, enfrentan, de manera 

personal, familiar y colectiva, inequidades sociales, lo cual les impide el acceso a servicios 

de salud pública adecuados, empleos decentes, disfrute de viviendas dignas o ingresos 

económicos; todas estas desigualdades se volvieron principales factores sociales de riesgo 

ante el COVID-19.  
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Por lo mismo, resulta importante observar las acciones públicas que las autoridades 

municipales llevaron a cabo para coadyuvar en la prevención de contagios, así como para 

evitar riesgos a la salud de las personas dedicadas a la recolección de RSU que trabajan y/o 

colaboran en las dependencias municipales encargadas del tema. 

Con base en datos de la Secretaría de Salud del Gobierno de México, a la semana 

epidemiológica número 37 se registraron 57,951 contagios; el acumulado para la misma 

semana del 2021 fue de 2’121,150 contagios a nivel nacional; la letalidad de la pandemia en 

el país es del 9%, colocando a México como el tercer país con mayor índice de defunciones 

por la COVID-19 a nivel mundial (Secretaría de Salud, 2021).  

Para el caso particular de la entidad federativa en donde se ubican los municipios 

bajo análisis, se recupera la información del portal sobre COVID-19 en el Estado de México 

(Gobierno del Estado de México, 2021), donde se plasma información clara y precisa sobre 

la emergencia sanitaria por la enfermedad del coronavirus COVID-19. A la primera semana 

de octubre del 2021, los datos en el Estado de México indicaban que el total de personas 

contagiadas ascendía a 333,174, en tanto que los cinco municipios con mayor número de 

contagios fueron: 1) Ecatepec de Morelos con 45,751 casos, 2) Nezahualcóyotl con 35,657 

casos, 3) Naucalpan de Juárez con 23,725 casos, 4) Tlalnepantla de Baz con 22,798 casos y 5) 

Toluca con 20,023 casos.  

A partir de estos datos y considerando que las autoridades municipales no sólo 

debieron coadyuvar en la difusión de la prevención de contagios, sino también en llevar a 

cabo acciones reales, medibles y contundentes para conseguirlo, principalmente entre la 

población radicada en los respectivos territorios y entre las personas trabajadoras a nivel 

local, es que el análisis se llevó a cabo en estos mismos cinco municipios. 

La tabla 1 muestra el porcentaje de población contagiada por COVID-19 en relación 

con la población total de cada uno de los cinco municipios que registran más contagios, con 

lo cual se puede observar el impacto sociodemográfico que ha tenido la pandemia a nivel 

municipal.16 

 

 

 

 

 

                                                             
16 Se tiene claridad de que en la contabilidad de los contagios se incluye a las personas que se reinfectaron, es 

decir, la contabilidad de contagios no hace referencia necesariamente a la misma cantidad de personas; no 

obstante, el cálculo porcentual respecto a la población total permite tener una estimación sobre el nivel de 

riesgo que ha enfrentado una población particular con relación a la pandemia por COVID-19. 
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Tabla 1. Porcentaje de población contagiada en relación con la población total del municipio 

 
Fuente: elaboración propia con información de INEGI (2021) y Gobierno del Estado de México (2021). 

Para el caso particular de las acciones públicas que los municipios bajo análisis 

llevaron a cabo, la tabla 2 muestra un resumen, en el cual se observa que no hubo una 

política de intervención común para resguardar a las personas recolectoras de RSU; en 

cambio, se observan acciones públicas diversas y, en algunos casos, omisión en atender las 

recomendaciones que desde el nivel federal se enlistaron en el Diagnóstico (SEMARNAT, 

2020) para prevenir el contagio de las personas recolectoras de RSU. Aquí resulta importante 

recordar lo ya indicado por Martí i Puig & Alcantara (2021) respecto a que el diseño de 

políticas públicas de intervención para afrontar un tema relacionado con el COVID-19 se 

dio más en una lógica de imitación que de conocimiento y reflexión sobre el tema a abordar.  

Como se observar en el concentrado, las recomendaciones generadas por el gobierno 

federal a través de la Cartilla de Mejores Prácticas para la Prevención del COVID-19 en el 

Manejo de los Residuos Sólidos Urbanos fueron, en el mejor de los casos, atendidas de 

manera parcial, incluso algunos municipios como Ecatepec de Morelos no especificaron las 

acciones que se llevaron a cabo; cuestión a observarse, pues es a la vez el municipio con 

mayores niveles de contagio en términos poblacionales en el Estado de México. 
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Tabla 2. Concentrado de acciones públicas con relación a la recolección de RSU implementadas por gobiernos 
municipales mexiquenses 

 
Fuente: elaboración propia con información de las respuestas a solicitudes de información ingresadas vía SAIMEX con los folios: 
00658/ECATEPEC/IP/2021; 00431/NEZA/IP/2021; 00686/NAUCALPA/IP/2021; 00689/TLALNEPANTLA/IP/2021; 00823/TOLUCA/IP/2021. 
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Una de las acciones más recurrentes que se llevó a cabo por las administraciones 

municipales bajo observación fue la dotación de elementos de protección personal (EPP), 

entre los que destacaron las caretas, los cubrebocas y el gel antibacterial; insumos mínimos 

que permitían coadyuvar con la protección personal y la prevención de un posible contagio; 

asimismo, el lavado de los vehículos recolectores y la información a la ciudadanía a través 

de folletos o lonas fue otra estrategia recurrida, con lo cual se trató de generar 

corresponsabilidad a nivel local respecto a la gestión de los RSU contaminados. 

No obstante, según las autoridades municipales, una de las medidas más destacadas 

y relevantes es la efectuada en Nezahualcóyotl, la cual consistió en habilitar una celda 

exclusiva para aislar los residuos higiénicos recolectados, pues son los que mayormente 

pueden estar contaminados por COVID-19. Para esta fase, es decir, la disposición final de 

los residuos, el resto de municipios informó que se transfirieron a diferentes rellenos 

sanitarios;17 sin embargo, sólo una administración municipal tomó las precauciones de aislar 

los residuos potencialmente contaminados para evitar una propagación mayor en su 

población.  

En este mismo municipio se implementó una política de resguardo con perspectiva 

de género, ya que tanto las mujeres con hijos menores de cinco años como las embarazadas 

se resguardaron; es un dato relevante ya que, por lo regular, en las familias mexicanas, las 

mujeres siguen asumiendo en mayor medida las responsabilidades del cuidado de los hijos; 

además, los espacios de formación y recreación de infantes se encontraban cerrados. 

Para evitar la propagación del virus y prevenir mayores contagios, a las personas 

recolectoras de RSU se les recomendó no separar ni reciclar los desechos; ambas actividades 

son relevantes de su labor cotidiana, ya que, para quienes están contratados por los distintos 

municipios es un ingreso complementario, y, para quienes laboran como voluntarios, es su 

único ingreso; no obstante, a pesar de que fue una indicación establecida en la Cartilla y fue 

una instrucción en varios municipios, la observación participante en el acompañamiento de 

algunas rutas de recolección permitió corroborar que dicha separación se siguió realizando 

de manera cotidiana, aun en el periodo de mayores contagios. 

Otro aspecto importante observado es que ninguna administración municipal se 

percató que los recolectores informales coadyuvaron notablemente a evitar contagios; ellos, 

por circunstancias históricas, han realizado este trabajo en las diferentes colonias de los 

municipios sin reconocimiento legal de ninguna autoridad; su labor complementa el 

                                                             
17 Aunque no se dispusieron en una celda espacial como lo realizó Nezahualcóyotl, el resto de municipios 

mandó los RSU recolectados a rellenos sanitarios regulados normativa y ambientalmente: Ecatepec dispuso sus 

RSU en el sitio de disposición final de Santa María Chiconautla, Nezahualcóyotl dispuso sus RSU en el sitio 

de disposición final Neza II, Naucalpan dispuso sus residuos en el sitio de disposición final Tersa del Golfo, 

Tlalnepantla hizo lo conducente en el relleno sanitario municipal, en tanto que Toluca transfirió sus RSU en 

tres diferentes rellenos sanitarios (Mantenimiento y servicios ambientales S.A. de C.V., Vigue Relleno Sanitario 

S.A. de C.V. y Grupo Contadero S.A. de C.V.). 
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servicio municipal y, por lo mismo, resulta preocupante que las autoridades competentes 

no hayan generado alguna acción dirigida a estos actores colectivos, quienes, frente a una 

coyuntura crítica, se desempeñaron bajo condiciones laborales y de salud injustas.18 

Ahora bien, estos aspectos son menores si se piensa en la cantidad de toneladas de 

RSU contaminados por COVID-19 y de EPP (caretas, cubrebocas, guantes) que están 

acumulados en los sitios de transferencia, rellenos sanitarios y/o tiraderos a cielo abierto, 

los cuales no recibieron un tratamiento especial por parte de las áreas recolectoras a nivel 

municipal y tampoco por los sitios de disposición final a donde se depositan. Y es que el 

tratamiento de los EPP ya no es rentable para el capital como lo es su saturación en el 

mercado.19 

 

Conclusiones 

A lo largo del presente artículo se ha argumentado que, en el periodo de mayor auge de la 

pandemia por COVID-19, el servicio de recolección de RSU tuvo una importancia singular 

para coadyuvar en la contención de contagios; se estipularon lineamientos de acción a fin 

de realizar una adecuada gestión integral de los desechos, incluidos los contaminados por 

el virus Sars-Cov2 recolectados por instancias municipales; no obstante, de lo observado y 

analizado, se puede concluir que las intervenciones públicas municipales no fueron lo más 

atinadas, integrales ni estratégicas para colaborar en la reducción de contagios a niveles 

comunitario y laboral. 

Frente a las recomendaciones realizadas por la SEMARNAT para recolectar los RSU 

ante un contexto pandémico, las autoridades municipales actuaron de diferentes maneras; 

algunas administraciones trataron de apegarse a las recomendaciones de la instancia federal 

plasmada en su Cartilla, en tanto que otras, como Ecatepec de Morelos, no aportó 

información que permitiera conocer y realizar el ejercicio de análisis comparado de sus 

acciones, lo cual da pauta a preguntarse si esta ausencia de acciones contundentes en torno 

a la recolección de RSU durante el periodo más fuerte de COVID-19 fue un elemento que 

propició más contagios en dicha demarcación y que ha ocasionado que sea el municipio con 

mayores contagios a nivel estatal. 

 

                                                             
18 Al realizar pláticas con personas recolectoras informales, sobresalen los temas de la falta de apoyo 

gubernamental para realizar su actividad (relacionados con los gastos directos, como combustible, 

mantenimientos de sus vehículos, pago de sitios de transferencia, entre otros), así como la ausencia de 

mecanismos de acceso a servicios de salud (tanto para quienes trabajan de manera directa en esta actividad 

como para sus familias inmediatas). 
19 Las cantidad de toneladas recolectadas por las administraciones municipales bajo estudio son importantes en 

función de que una parte fue de residuos contaminados por el virus Sars-Cov2 y de EPP, los cuales se encuentran 

estancados en los sitios de disposición final; pongamos por ejemplo las casi 7 mil toneladas de RSU recolectadas 

por mes que reporta la administración municipal de Ecatepec o bien las 1,100 toneladas recolectadas por mes 

reportadas por la administración municipal de Nezahualcoyotl (datos recuperados de las respuestas a solicitudes 

de información arriba mencionadas).  
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Ante las toneladas de RSU recolectadas por las áreas locales de limpia y recolección, 

sólo la administración municipal de Nezahualcóyotl tomó las previsiones necesarias para 

aislar los desechos higiénicos; esto es muy relevante debido a que una cantidad importante 

de personas enfrentó su contagio en sus respectivos domicilios generando desperdicios 

higiénicos contaminados por el Sars-Cov2, los cuales fueron recolectados por las áreas 

municipales y depositados con otros RSU que, en no pocos casos y bajo el principio de la 

economía circular, fueron reciclados para volver a integrarlos a la cadena productiva de 

bienes. 

La observación participante en campo permitió advertir que los recolectores 

municipales informales siguieron fuera del radar de intervención y apoyo de las instancias 

municipales formales, aun cuando estuvieron laborando en la recolección de RSU en las 

diferentes colonias y, por ende, se expusieron a contagios personales y familiares. 

Por último, es necesario enunciar, como una línea de trabajo para futuras 

investigaciones, que se muestra un déficit en cuanto al tratamiento de los RSU contaminados 

y las toneladas de EPP recolectados y depositadas en los sitios de transferencia, rellenos 

sanitarios y/o tiraderos a cielo abierto, los cuales, en un contexto tan dinámico y flexible 

como el que se vive actualmente en los espacios de disposición final en México, podrían 

volverse un riesgo socioambiental a corto plazo. 
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Resumen 

En abril de 2016, Ecuador fue afectado por un terremoto de magnitud 7.8° en la escala de Richter. A más de las cuantiosas 

pérdidas humanas y económicas, el terremoto hizo visibles falencias en los procesos de planificación y gestión de riesgos 

locales. Este estudio explora el cambio de paradigma o su ausencia en la planificación municipal relacionada con la reducción 

del riesgo de desastres. La investigación se basa en el análisis comparado de los Planes de Desarrollo y Ordenamiento 

Territorial de los cantones de Manta en Manabí y Muisne en Esmeraldas, los cuales se actualizaron haciendo énfasis en la 

gestión integral de riesgos. Los resultados muestran que, más allá de la obligatoriedad por incorporar en la planificación un 

enfoque de gestión integral del riesgo en los casos analizados, estos objetivos no se cumplieron, sino, por el contrario, se 

evidencia un sentido utilitarista enfocado a la obtención de recursos. 

Palabras clave: planificación, ordenamiento territorial, gestión integral del riesgo. 

 

Abstract 

In April 2016, Ecuador was affected by an earthquake of magnitude 7.8 ° on the Richter scale, disturbing with greater intensity 

the provinces of Manabí and Esmeraldas. In addition to the vast human and economic losses, the earthquake made visible 

deficiencies in local risk planning and management processes. This study explores, from comparative analysis, the paradigm 

shift, or its absence, in municipal planning related to disaster risk reduction from the earthquake. This research-based on the 

comparative analysis of the Development and Territorial Plans of Manta in Manabí and Muisne in Esmeraldas, had to update 

with emphasis on comprehensive risk management. The research results show that beyond the obligation to incorporate a 

comprehensive risk management approach into planning, in the cases analyzed these objectives were not met, evidencing, on 

the contrary, a utilitarian sense focused on obtaining resources. 

Keywords: Planning, land management, risk management. 
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Introducción 

Cada año, más de 200 millones de personas son afectadas por eventos naturales, los cuales 

incrementan su magnitud debido a la construcción social y acumulativa de distintos tipos 

de vulnerabilidad (Carrión y Jiménez, 2017: 359). Por esta razón, el número de personas 

expuestas a riesgos de desastres en todo el mundo se duplicará al 2050 (ONU Hábitat III, 

2015: 3). Ecuador se encuentra expuesto a diversas amenazas naturales que afectan a su 

población; sin embargo, muchas de éstas se tienden a antropizar en el medio urbano creando 

así nuevas vulnerabilidades. La expansión urbana en zonas amenazadas es una de las 

actividades antrópicas que impacta con mayor intensidad el medio urbano (Benítez et al., 

2012: 149-150) generando un mayor riesgo de desastres. 

La discusión mundial sobre los desastres se ha ampliado durante los últimos 30 años, 

desde un enfoque de los estudios biofísicos a una “visión sistémica más compleja” 

(Calderón y Frey, 2017: 249), que reconoce la interacción de factores socio naturales, así 

como distintas escalas territoriales, visibilizando que los desastres no sólo ocurren y que su 

impacto no es igual en toda la población (Christie, Cooke y Gottsmann, 2015: 1). La 

concepción del desastre natural deja de ser útil frente al paradigma impulsado desde las 

ciencias sociales que enmarca a los riesgos como una construcción social, materializándolo 

como el resultado del “impacto potencial de diversas amenazas en una sociedad vulnerable 

y expuesta” (Alcántara-Ayala et al., 2019: 3), condicionado por percepciones, necesidades, 

demandas, prácticas y decisiones de la sociedad (Oliver-Smith, Alcántara-Ayala, Burton y 

Lavell, 2017: 469). En este sentido, surge la perspectiva de la Gestión Integral del Riesgo 

(GIR), la cual abarca formas de intervención que van desde la formulación e implementación 

de políticas y estrategias hasta la ejecución de acciones e instrumentos concretos de 

reducción y control del riesgo e incremento de la resiliencia (Narváez, Lavell, y Pérez, 2009: 

34). 

A pesar de estos cambios, en Ecuador, la gestión de riesgos se ha concentrado en la 

respuesta a emergencias en términos de las afectaciones económicas y sociales de un modo 

técnico u operacional (Rebotier, 2016: 31). No obstante, por el impacto de eventos cada vez 

más recurrentes, se observa que en la última década las entidades estatales han incorporado 

la planificación como un instrumento para mitigar estos fenómenos y reducir las 

vulnerabilidades socio territoriales. Por ello, la presente investigación plantea incorporar el 

concepto de planificación al debate de los riesgos, con el objeto de visualizar en qué medida 

se ha configurado como un instrumento efectivo para entender la gestión de riesgos desde 

una dimensión integral. Para esto, nos centraremos en dos casos específicos: los cantones 

Manta y Muisne, afectados por el terremoto ocurrido el 16 de abril de 2016. 

La Constitución del Ecuador de 2008 reconoce a la gestión de riesgos como un 

mandato vinculante de los poderes públicos; una política de Estado enmarcada en las 

estrategias y objetivos de desarrollo nacional (Rebotier, 2016: 45-46). A su vez, establece que 

los riesgos se gestionarán bajo el principio de descentralización subsidiaria, es decir, implica 
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la responsabilidad directa de las instituciones dentro de su ámbito geográfico. En su artículo 

241 señala que “la planificación garantizará el ordenamiento territorial y será obligatoria en 

todos los gobiernos autónomos descentralizados”. Por otra parte, define a la planificación 

como “el instrumento del Estado para impulsar un nuevo modelo de desarrollo y cambio 

social”, donde se incorpora a la naturaleza y sus derechos como actor principal del 

desarrollo. 

Bajo estos preceptos constitucionales, en Ecuador se han diseñado distintos 

instrumentos de ordenamiento del territorio, descentralización y planificación por 

competencias; base para la elaboración de los Planes de Desarrollo y Ordenamiento 

Territorial (PDOT) que, por obligatoriedad, deben elaborar o actualizar los Gobiernos 

Autónomos Descentralizados (GAD) en todos sus niveles, ya sea al inicio de cada gestión o 

por un evento especial, como fue el caso del terremoto. Se prevé que estos planes incluyan 

un componente estructurante que contiene, para los casos municipales, una adecuada 

gestión y ocupación del suelo; elemento clave para reducir el riesgo. 

Este artículo busca una aproximación cualitativa de la inclusión de la GIR en los 

PDOT de Manta y Muisne, con el propósito de indagar si este enfoque responde a una 

realidad territorial específica y si las propuestas de los instrumentos de planificación han 

sido coherentes con la nueva concepción de gestión del riesgo; para ello, nos preguntamos 

¿de qué manera influyó el terremoto del 16 de abril de 2016 en Ecuador en la actualización 

de instrumentos de planificación municipales y su enfoque en la gestión integral del riesgo 

de desastres? Se plantea como hipótesis que, si bien existió un cambio normativo e 

institucional complejo, la actualización de estos instrumentos responden únicamente a la 

obligatoriedad que tienen los GAD en elaborar o actualizar un PDOT sin realizar cambios 

de fondo que incorporen a la gestión de riesgos en ellos. 

 

Aproximaciones teóricas: La gestión integral del riesgo de desastres, un elemento clave 

de la planificación y del desarrollo  

Los enfoques tradicionales del urbanismo son insuficientes para resolver los problemas de 

las ciudades en la actualidad, ante lo cual, se hace necesario generar instrumentos que 

reestructuren los tejidos físicos, económicos y sociales de las aglomeraciones urbanas, en 

concordancia con el cumplimiento de políticas, metas u objetivos establecidos de forma 

local, regional o nacional (Fernández, 1997). Surge así, una visión estratégica de la 

planificación concebida como “una forma sistemática de manejar el cambio y de crear el 

mejor futuro posible para una ciudad [siendo a su vez] un proceso creativo que sienta las 

bases de una actuación integrada a largo plazo” (Fernández, 1997: 54). En esta noción se 

inscribe el Código Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas (COPFP) (2010) del 

Ecuador, en cuyo Artículo 41 se definen a los PDOT como: 
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Instrumentos de planificación que contienen las directrices de los GAD respecto de las decisiones estratégicas 

de desarrollo y que permiten la gestión concertada y articulada del territorio que tienen por objeto ordenar, 

compatibilizar y armonizar las decisiones estratégicas de desarrollo respecto de los asentamientos humanos, 

las actividades económico-productivas y el manejo de los recursos naturales en función de las cualidades 

territoriales, a través de la definición de lineamientos para la materialización del modelo territorial deseado, 

establecidos por el nivel de gobierno respectivo (COPFP, 2010). 

De esta manera, planificar el desarrollo de un territorio no se limita a lo físico, sino a 

la planificación de los procesos que lo afectan Chiarella (2010). La planificación, por lo tanto, 

es un ejercicio prospectivo cuyos objetivos se enfocan en construir un modelo de largo plazo, 

bajo una visión integral de la realidad territorial. Esta lectura estratégica del territorio 

implica la caracterización de las ventajas competitivas y de las debilidades de sus elementos 

constitutivos (Fernández, 1997). 

Desde esta perspectiva, es importante entender el riesgo de desastres como un 

problema de desarrollo, es decir, como consecuencia de las contradicciones implícitas entre 

los modelos de crecimiento y planificación respecto a las realidades sociales, económicas, 

ambientales, etc., de un determinado territorio. Situar a la gestión de riesgos en el contexto 

del desarrollo permite entender las razones por las que estos modelos han fallado; por 

ejemplo, en términos de la concentración de personas y actividades en zonas amenazadas y 

expuestas, y de la falta de coherencia de los sistemas de planificación y rápida urbanización, 

que incrementa el riesgo de la sociedad a sufrir los impactos de un desastre (Fraser, Pelling 

y Solecki, 2016: 28). 

En esta investigación se asume que el desastre es “una interrupción en el 

funcionamiento de una comunidad o sociedad que ocasiona gran cantidad de muertes al 

igual que pérdidas e impactos materiales, económicos y ambientales que exceden la 

capacidad (de respuesta) de la comunidad o sociedad afectada” (UNISDR, 2009: 33-34). De 

ahí que el riesgo de desastres se relaciona con los procesos de desarrollo de las ciudades, así 

como con el uso, ordenamiento y planificación del suelo que éstas ocupan de manera formal 

e informal (Orozco y Sanandres, 2013: 424), cuyos factores incrementan las vulnerabilidades 

mediante la combinación de la exposición a una amenaza y la susceptibilidad a sus 

impactos, generada mayormente por condiciones y estructuras sociales (Few, Armijos y 

Barclay, 2017: 73). 

Uno de los principales problemas en la gestión del riesgo ha sido que la prevención 

y mitigación se encuentran relegadas frente a actividades de respuesta ante emergencias 

(Cardona, 2008: 5). Sin embargo, en los últimos años se ha posicionado un enfoque de 

reducción del riesgo de desastres de carácter preventivo, que ha incorporado debates sobre 

cómo pueden afectar las decisiones de desarrollo, exposición y vulnerabilidad en el 

incremento de riesgos futuros, y cómo se pueden tomar medidas para reducir pérdidas y 

construir resiliencia (ONU Hábitat III, 2015: 3).  
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En esta lógica, se ha consolidado una nueva concepción del riesgo basada sobre 

procesos de prevención y mitigación, es decir, una gestión integral del riesgo (GIR) 

(Narváez, Lavell, y Pérez, 2009: 33). La GIR más que un producto es un proceso complejo y 

sistemático (Alcántara-Ayala et al., 2019; Lavell, 2003), el cual involucra la formulación de 

políticas y estrategias, así como la implementación de acciones e instrumentos de reducción 

y control del riesgo e incremento de la resiliencia (Narváez, Lavell y Pérez, 2009: 34). En este 

sentido, la planificación y el ordenamiento territorial se insertan en el debate de la GIR como 

instrumentos que pueden ayudar a mitigar las vulnerabilidades y a reducir el riesgo, bajo 

principios y prácticas de participación ciudadana (Alcántara-Ayala et al., 2019: 12). 

Una buena planificación y ordenamiento del territorio mitiga los riesgos existentes 

y coadyuva a que no se generen riesgos futuros; muchos de los cuales son impulsados por 

los propios gobiernos en los distintos niveles. En el caso ecuatoriano, por ejemplo, el Estado 

ha invertido recursos en la construcción de infraestructura primaria en zonas de riesgo alto, 

donde la edificación de equipamiento debería estar prohibida (Cajas, 2012: 68). En ese 

sentido, la comprensión local y social de los riesgos y una planificación adecuada es 

fundamental para que no se reproduzcan los patrones de inseguridad, exclusión y 

vulnerabilidad (Carrión y Jiménez, 2017: 363), así como para comprender las relaciones de 

poder complejas entre los tomadores de decisión y las comunidades (Christie, Cooke y 

Gottsmann, 2015: 1). 

 

Metodología 

Se plantea un diseño metodológico comparativo de carácter cualitativo y técnicas de 

levantamiento de información basadas en análisis documental. En un primer momento, se 

realizó la revisión de instrumentos normativos nacionales y locales relacionados con la 

planificación y la gestión del riesgo, generados a partir de la Constitución de 2008, muchos 

de ellos modificados debido al terremoto de 2016, los cuales se enlistan a continuación. Para 

el análisis del objeto de estudio, se sistematizaron los lineamientos metodológicos y 

contenidos de los PDOT con el objeto de observar las condiciones de planificación.  

 Constitución, 2008 

 Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización, 2010 

 Código Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas, 2010 

 Guía metodológica para la elaboración de Planes de Desarrollo y Ordenamiento 

Territorial, 2015 

 Planes de Desarrollo y Ordenamiento Territorial. 

 Lineamientos para fortalecer la gestión del riesgo de desastres en los PDOT, 2016 

 Resoluciones del Consejo Nacional de Competencias, 2016 

 Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial, Uso y Gestión de Suelo, 2016 



 
Jonathan Javier Menoscal-Cevallos y Marco Antonio Córdova-Montufar: La planificación local… 

 

70 
 

En un segundo momento, se analizan los efectos causados por el terremoto, no sólo 

en el contexto físico y de pérdidas humanas y económicas, sino como el detonante de cambio 

en los enfoques que se consideran en la planificación para la gestión integral de riesgos. De 

este análisis surgen las consideraciones para seleccionar a los casos de estudio. 

Del universo de casos, los GAD de las provincias de Esmeraldas, Manabí y Santo 

Domingo de los Tsachilas, principales afectadas por el terremoto, se optó por seleccionar 

dos casos representativos, similares en sus requerimientos y en el impacto negativo del 

terremoto, pero distintos en su tamaño y capacidades institucionales; a saber: Manta en la 

provincia de Manabí y Muisne en la provincia de Esmeraldas (ver figura 1).  

Mediante el análisis comparativo se caracterizó la trayectoria de las políticas e 

instrumentos de planificación de ambos cantones antes y después del terremoto, con el 

objeto de visibilizar si existieron cambios de fondo en sus instrumentos de planificación 

respecto a la transversalización de la variable del riesgo.  

La ventaja del método comparado por sobre otras estrategias radica en que permite 

comprender y explicar las hipótesis formuladas mediante el control de las variables 

involucradas. De esta manera, la utilización de un análisis comparado coadyuva a una mejor 

estructuración entre la fundamentación teórica y el desarrollo empírico de la investigación 

(Sartori, 1999; Peters, 2013). 

 

Resultados 

El proceso de planificación local en el contexto nacional. Ordenamiento territorial y gestión de riesgos 

El modo de planificar y gestionar el territorio en el Ecuador presenta un giro a partir de la 

Constitución de 2008, en la cual la planificación se convierte en “el eje fundamental y 

obligatorio para el cumplimiento de las competencias exclusivas y concurrentes, que tienen 

a su cargo los GAD municipales, donde el ordenamiento territorial articulado a la 

planificación del desarrollo coadyuva a la disminución de las inequidades, desequilibrios 

socio territoriales y mejorar la cobertura de los servicios básicos” (Maldonado, 2013: 61). De 

esta manera, la noción de planificación que se deriva de la Constitución 2008 se define como 

“el instrumento del Estado para impulsar un nuevo modelo de desarrollo y el cambio 

social”, incorporando a la naturaleza y sus derechos como otro actor principal del desarrollo 

(Vázquez et al., 2013: 141-142). 

Los riesgos en Ecuador, de acuerdo con los artículos 389 y 390 de la Constitución, se 

gestionarán bajo el principio de descentralización subsidiaria, es decir, “implica la 

responsabilidad directa de las instituciones dentro de su ámbito geográfico” (Eraso y 

Kallenberger, 2017: 55). Si bien, según el Art. 261 de la Constitución, el Estado central tiene 

la competencia, entre otras, de la planificación nacional y del manejo de desastres, no 

obstante, en el Art. 264 se establece como competencia de los gobiernos municipales 



AÑO 24, 2022-1     ENERO-JUNIO     ISSN 2594-102X     PÁGS. 64-82 
 

 

71 
 

“planificar el desarrollo cantonal y fomentar los correspondientes planes de ordenamiento 

territorial, de manera articulada con la planificación nacional, regional, provincial y 

parroquial, con el fin de regular el uso y la ocupación del suelo urbano y rural” (República 

del Ecuador, 2008). 

En función de ello, se elaboraron dos Códigos que especifican las competencias que 

tendrán los gobiernos locales para gestionar sus territorios con un enfoque de gestión de 

riesgos transversal. Estos instrumentos son el Código Orgánico de Organización Territorial, 

Autonomía y Descentralización (COOTAD) y el Código Orgánico de Planificación y Finanzas 

Públicas (COPFP). El primero señala que “los municipios son responsables por la gestión de 

riesgos, que incluyen las acciones de prevención, reacción, mitigación, reconstrucción y 

transferencia para enfrentar todas las amenazas de origen natural o antrópico que afecten el 

cantón, bajo criterios de concurrencia y articulación con las políticas nacionales” (Eraso y 

Kallenberger, 2017: 56).  

El Art. 55 del COOTAD determina como competencia de los GAD municipales 

“planificar el desarrollo cantonal y formular los correspondientes PDOT, con el fin de 

regular el uso y la ocupación del suelo urbano y rural”. Estos PDOT se deben articular al 

Plan Nacional de Desarrollo y gestionar sus competencias de manera complementaria para 

hacer efectivos los derechos de la ciudadanía y el régimen del buen vivir, contribuyendo así 

al mejoramiento de los impactos de las políticas públicas promovidas por el Estado 

ecuatoriano (Registro Oficial, 2010). 

El nuevo paradigma que se intentó institucionalizar en el Ecuador implica una 

planificación que “parte de lo local hacia lo regional y nacional, teniendo en cuenta los 

principios de coordinación y articulación para lograr coherencia entre los PDOT de todos 

los niveles de gobierno” (Vázquez et al., 2013: 146). No obstante, la poca articulación entre 

el COOTAD, el COPFP y otros marcos normativos ha generado que por falta de una 

adecuada planificación se formen ciudades dispersas, informales, inequitativas y en riesgo, 

motivo por el cual, con la entrada en vigencia de la Ley Orgánica de Ordenamiento 

Territorial, Uso y Gestión de Suelo (LOOTUGS) 2016, se intenta corregir estos errores, como 

se verá más adelante (Registro Oficial, 2016). 

La Secretaría Nacional de Planificación y Desarrollo (SENPLADES) (actualmente 

Secretaría Nacional de Planificación), en conjunto con otras instituciones y actores con 

injerencia territorial, han elaborado guías metodológicas que han evolucionado con cada 

proceso de construcción y actualización de PDOT. En el marco temporal de esta 

investigación, la guía que estaba en vigencia data de 2015. 

Según la Guía Metodológica para la elaboración de los PDOT (SENPLADES. (2015), 

con base en lo establecido en el COPFP Art. 42 y la Norma Técnica de los Instrumentos de 

Planificación Participativa, los PDOT deberán tener tres apartados claramente identificados 

y relacionados entre sí:  
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 Diagnóstico: análisis del territorio por componentes que permite definir 

problemas y potencialidades en cada uno. Incluye un análisis estratégico 

territorial y el modelo territorial actual. 

 Propuesta: construcción de la visión y objetivos de desarrollo vinculados al 

resultado del diagnóstico, con sus respectivas metas e indicadores. 

Dependiendo del nivel de gobierno, se definen categorías de ordenamiento 

territorial y políticas públicas del nivel local. 

 Modelo de Gestión: define los mecanismos que permitirán alcanzar lo 

planteado en la propuesta, como: Estrategias de articulación, listado de 

programas y proyectos, agenda regulatoria, participación ciudadana, 

seguimiento y evaluación del PDOT. 

Con esta metodología, se pretendía que cada GAD identifique los problemas y las 

potencialidades de sus territorios (modelo territorial actual) y se planteen objetivos 

plausibles de desarrollo, con propuestas de proyectos y planes que permitan minimizar los 

problemas y maximizar las potencialidades territoriales encontradas (modelo territorial 

deseado). De esta manera, “los planes cantonales están llamados a asumir un rol 

trascendental en el ordenamiento del conjunto del territorio ecuatoriano en materia de uso 

y ocupación del suelo” (Pauta, 2019: 40). 

 

El terremoto del 2016 como detonante del cambio (o ausencia de éste) 

El 16 de abril de 2016 ocurrió un terremoto de magnitud 7.8 grados Richter en la costa norte 

del Ecuador, el cual afectó con mayor intensidad a las provincias de Manabí y Esmeraldas 

(ver figura 1). Por la elevada magnitud del evento, las autoridades activaron el Comité de 

Operaciones de Emergencia (COE) Nacional y declararon en emergencia las zonas 

afectadas. Así, llegaron más de 20,000 voluntarios; entre ellos, rescatistas nacionales e 

internacionales, militares, bomberos, doctores e ingenieros (SNGR, 2016: 2-7). 

Como efectos del terremoto, la dotación de servicios básicos se interrumpió y se 

evidenciaron daños considerables en infraestructura como viviendas, red vial, centros de 

salud, educación, medios productivos, entre otros. Un mes después del terremoto, según 

cifras oficiales, hubo 661 personas fallecidas, 6,274 heridos y afectados, y 28,678 personas 

reubicadas en albergues (SNGR, 2016: 1). A más de ello, el restablecimiento de dotación de 

servicios a un mes del evento no se normalizaba, comprometiendo la posibilidad de 

resiliencia de las poblaciones afectadas. Por lo general, los sismos en Ecuador son 

recurrentes. En la zona de subducción donde se suscitó este evento, un terremoto con 

magnitud similar ocurrió en 1942 y se registran eventos con intensidad moderada que 

ocurren varias veces al año, por lo que la zona del litoral ecuatoriana se encuentra en 

constante amenaza sísmica y de tsunamis (Yen et al., 2016: 9). Así, “el periodo de recurrencia 

para un sismo de gran magnitud (en la zona) sería de (aproximadamente) 74 años, lo que 

indicaría que matemáticamente volvería a ocurrir en el año 2090” (Moncayo et al., 2017: 15).  



AÑO 24, 2022-1     ENERO-JUNIO     ISSN 2594-102X     PÁGS. 64-82 
 

 

73 
 

En tal razón, considerando el alto nivel de amenaza del país y específicamente de los 

casos de estudio (como se muestra en la figura 1), el debate sobre una planificación con 

enfoque prospectivo se posicionó en el debate de la gestión del riesgo post terremoto. En 

ese contexto, mediante la Resolución número 002-2016-CNP del 02 de junio de 2016 del 

Consejo Nacional de Planificación se promulgó que,  

como consecuencia de los efectos adversos ocasionados en el litoral ecuatoriano, provocado por el evento 

sísmico del 16 de abril de 2016, los GAD municipales y parroquiales rurales de Muisne en Esmeraldas; […] 

Manta […] en Manabí […] deberán actualizar sus respectivos PDOT, mejorando los contenidos y propuestas 

en su planificación, con especial énfasis en la gestión integral de riesgos, según lo establecido en los 

Lineamientos para la Elaboración de los PDOT de los GAD emitidos por la Senplades (CNP, 2016). 

 

Figura 1. Zonas de Intensidad Sísmica, donde se delimitan los casos de estudio: Manta y Muisne 

 

Fuente: SENPLADES (2016), SGR (2016). Elaboración propia. 
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Hay que resaltar que los PDOT vigentes al momento del terremoto, tenían apenas 

un año de vigencia. Cómo único instrumento complementario a las guías PDOT existentes 

hasta ese momento, SENPLADES elaboró junto a otras instituciones como la Secretaría de 

Gestión de Riesgos, la Asociación de Municipalidades y Cooperación Internacional, un 

documento de trabajo denominado “Lineamientos para fortalecer la Gestión del Riesgo de 

Desastres en los Planes de Desarrollo y Ordenamiento Territorial”, dirigido a los GAD, para 

formular o actualizar de forma técnica y participativa sus PDOT, incorporando criterios 

relacionados con la gestión de riesgos en sus territorios y la coordinación con otros actores 

(SENPLADES, 2016: 2). 

Este documento se divide en dos secciones. En la primera se definen conceptos 

relacionados con la gestión del riesgo y sus etapas (SENPLADES, 2016: 3-6), caracterizado 

como un proceso de planificación pre y post desastre, destacando la corresponsabilidad que 

tiene la sociedad y la participación entre los distintos actores para la reducción y el control 

del riesgo de desastres, a través de la apropiación y el conocimiento del territorio 

(SENPLADES, 2016: 6). La segunda sección inicia con el cuestionamiento de ¿por qué es 

importante considerar la gestión del riesgo en los procesos de planificación y ordenamiento 

territorial?, haciendo énfasis en que la gestión del riesgo debe ser el eje transversal en la 

planificación (SENPLADES, 2016: 7). 

En estos lineamientos se incluyen pasos para fortalecer la GIR en las distintas fases 

del PDOT. Para la del diagnóstico, se sugiere analizar y cuantificar las amenazas existentes 

delimitando sus áreas de influencia, así como una aproximación clasificada de distintos 

tipos de vulnerabilidad. Con los datos de amenaza y vulnerabilidad, se puede valorar una 

aproximación al riesgo, su magnitud y las posibles afectaciones de un desastre. Para la fase 

de propuesta, se plantea generar estrategias territoriales enmarcadas a reducir el riesgo, en 

disminuir la vulnerabilidad y la exposición ante amenazas. Para la fase del modelo de 

gestión, se plantea la definición de estrategias de articulación y una agenda regulatoria que 

permita fortalecer la participación ciudadana en las decisiones territoriales para la reducción 

del riesgo de desastres (SENPLADES, 2016: 7-19). Estos criterios se analizan a continuación 

en los instrumentos de planificación de los casos de estudio. 

 

Calibración de los instrumentos de planificación local pre y post terremoto 

Cantón Manta 

En el PDOT de Manta 2014-2019, se identifican las amenazas del cantón y se puntualiza que 

son imposibles de evitar debido a su origen, pero que son posibles de mitigar. Los datos de 

la amenaza presentan una escala superior a la cantonal, por lo cual, una microzonificación 

para conocer las zonas de la ciudad más vulnerables no se presenta. A su vez, desde un 

inicio se identifica que la gestión del riesgo es un problema para la planificación de la 

ciudad. 
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Para ello, se establecen objetivos, políticas y programas enfocados en elaborar y 

actualizar ordenanzas, códigos de construcción, fortalecer mecanismos de control y 

vigilancia de ocupación ilegal, identificar y reducir conflictos de uso de suelo, reubicar 

familias en zona de riesgo, entre otras. Sin embargo, ninguna de estas propuestas cuenta 

con indicadores que permitan monitorear y evaluar la efectividad de las medidas 

propuestas; este error se repite en la actualización del plan. 

La actualización del PDOT realiza un acercamiento a las amenazas, no obstante, la 

calidad de la información por su escala, su fuente, así como la coherencia de los contenidos 

en el plan son de baja calidad. A su vez, el plan evidencia problemas de estructura y 

articulación de contenidos. En la fase de propuesta se mantiene lo expuesto en el plan 

anterior, adicionando únicamente la realización de varios estudios de microzonificación. La 

principal falla del plan es que no existen medidas específicas que respondan al desastre 

suscitado en 2016. Resulta contradictorio, por ejemplo, que en la actualidad el sector de 

Tarqui, el más afectado en edificaciones destruidas debido a sus características geológicas, 

no cuente con una planificación que prohíba edificar en el lugar y se esté poblando 

nuevamente, es decir, no se promueve un adecuado ordenamiento del territorio. 

En el cuadro 1 se muestra una síntesis de las distintas fases de los instrumentos de 

planificación de Manta antes y después del terremoto; se enfatizan los componentes 

relacionados con la gestión del riesgo. 

 

Cuadro 1. Instrumentación del PDOT Manta 

 
Fuente: GAD Manta (2014; 2016). 
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Cantón Muisne 

En el PDOT de Muisne (2014) se realiza una caracterización de las amenazas del cantón 

desde el diagnóstico del componente biofísico. Se enfatiza que tanto la isla como los 

poblados con distancias entre 0 y 50 metros de los cauces de ríos o estuarios son susceptibles 

de inundación; por ello, se sugiere su relocalización urgente. Además, se resalta la alta 

vulnerabilidad en las parroquias de Chamanga y Quingue. Si bien en el plan existe un 

diagnóstico detallado, las propuestas planteadas no responden a los problemas existentes 

ni se presenta un modelo de gestión. 

En la actualización del plan, el análisis de las amenazas, de la vulnerabilidad y del 

riesgo se amplía tomando como información la elaborada por la SGR y estudios del Instituto 

Espacial Ecuatoriano en 2014. Una diferencia importante con la actualización es la 

incorporación de acciones de mitigación a impulsar por la Unidad de Gestión de Riesgos 

del cantón, con el apoyo de organismos internacionales y del Gobierno de Japón. De los 

instrumentos analizados, es el único que cuenta con medidas de gestión de riesgos en su 

modelo de gestión. 

Pese a las mejoras en el instrumento y el reconocimiento de la existencia de zonas 

amenazadas y vulnerables, en la actualidad existen programas de relocalización en zonas 

que en un inicio fueron declaradas en emergencia y que, tiempo después y contradiciendo 

lo anterior, fueron sugeridas por la SGR para su uso y ocupación de manera inapropiada, 

según estudios realizados por la academia (Toulkeridis et al., 2017: 31). Esto evidencia la 

nula articulación entre el conocimiento científico y la planificación. En la síntesis presentada 

en el cuadro 2 se observa la incorporación de la gestión de riesgos en las distintas fases de 

los planes del cantón Muisne después del terremoto.  

 

Cuadro 2. Instrumentación del PDOT Muisne 

 
Fuente: GAD Muisne (2014; 2017). 
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Discusión 

El terremoto del 2016 en Ecuador no sólo evidenció los vacíos institucionales de las políticas 

a niveles nacional y local, sino también la falta de una planificación integral y de largo plazo 

del territorio (Mejía y Álvarez, 2017: 270). Más allá de los cambios en el marco normativo, 

“los procesos de planificación en Ecuador han sido reactivos, de respuesta y emergentes 

según los problemas habituales de los municipios […] este fenómeno ha hecho que los 

instrumentos de planificación sean supeditados a las políticas de turno […] sin responder a 

las necesidades integrales presentes y futuras de los territorios” (Mejía y Álvarez, 2017: 273). 

Si bien existen iniciativas desde sectores puntuales, como la academia, las cámaras, 

los hoteleros, entre otros, enfocados en comprender los cambios que se han suscitado en los 

cantones estudiados a partir del terremoto y en generar capacidades para gestionar de forma 

adecuada los riesgos, es evidente la poca articulación intersectorial y la inexistencia de 

lineamientos claros por parte de los gobiernos locales, lo cual ha mermado la consecución 

de los objetivos planteados (Arias y Azua, 2019: 390; Toulkeridis et al., 2017: 31; Villafuerte, 

2018), como consecuencia de un modelo de desarrollo y planificación ineficiente en los dos 

cantones. 

En la comparación de los PDOT pre y post terremoto de los dos cantones, se resaltan 

falencias técnicas y problemas de articulación de los componentes principales (ver cuadro 

3). Estos planes, a pesar de tener tres de cuatro partes destinadas a diagnósticos en su 

contenido, no permiten visualizar los problemas y las potencialidades del territorio para el 

planteamiento de propuestas lógicas y coherentes ni su respectivo modelo de gestión. Es 

una tendencia en la mayoría de los PDOT post terremoto, en tanto se observa una 

desconexión entre el diagnóstico y la propuesta, así como la ausencia de un nivel normativo 

de los planes (Bernabent y Vivanco, 2019: 143).  

El análisis documental de la instrumentación de los PDOT evidencia que “buena 

parte de los gobiernos locales carecen de medios técnicos adecuados y existen pocos 

profesionales capacitados para llevar a cabo la redacción de estos instrumentos, lo que unido 

a su obligada actualización tras cada proceso electoral multiplica las dificultades y está 

dando lugar a documentos en la mayoría de las ocasiones de escaso relieve técnico” 

(Bernabent y Vivanvo, 2017: 194) 

Ciertamente, los GAD afectados por el evento del 2016 no han tenido un desempeño 

protagónico en el proceso de planificación post terremoto ni en el desarrollo de políticas e 

instrumentos de gestión de riesgo con un enfoque integral que revierta sus condiciones de 

vulnerabilidad (Eraso y Kallenberger, 2017: 59). Frente a esto, el mayor reto de los gobiernos 

locales radica en “fortalecer el modelo de gestión del PDOT, partiendo del concepto integral 

de territorio, y que contenga mecanismos potentes de articulación y coherencia entre los 

niveles nacional y territorial” (Vázquez et al., 2013: 160). Por el contrario, acciones aisladas 

o mal planificadas no son efectivas en la institucionalización permanente y positiva de la 

gestión integral del riesgo (Lavell, 2003: 31). 
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Cuadro 3. Comparación de la actualización de PDOT de Manta y Muisne 

 

Fuente: GAD Manta (2014; 2016); GAD Muisne (2014; 2017). 

 

Los problemas identificados en los cantones de Manta y Muisne explican, en parte, 

por qué las guías propuestas por SENPLADES, tanto para la elaboración de los PDOT como 

para la incorporación de las variables de GIR, no necesariamente fueron aplicadas. Existe 

una confusión entre los distintos conceptos de riesgos y su alcance, lo cual determina que 

los PDOT actualizados no logren cumplir con sus objetivos propuestos. Puede 

argumentarse que los planes en los casos observados se diseñaron y actualizaron más por 

un sentido de obligatoriedad y no por la necesidad de generar instrumentos de planificación 

que aporten a un desarrollo sostenible y un ordenamiento coherente de los territorios.  

La planificación a escala local no responde a las realidades territoriales; por el 

contrario, la obligatoriedad de elaborar un PDOT se ha asumido como el medio por el cual 

los GAD locales acceden a los presupuestos otorgados por el Estado a través de la Secretaría 

de Planificación y el Ministerio de Finanzas Públicas. Los casos analizados demuestran 

prácticas comunes de planificación y reconstrucción incompleta, las cuales incrementan el 

riesgo a través de un diseño y ejecución de políticas deficientes, reproduciendo a su vez 

patrones de inequidad social (Fraser, Pelling y Solecki, 2016: 19). 

Frente a esta situación, existe expectativa con la entrada en vigencia de la LOOTUGS 

en 2016 (discutida y aprobada después del terremoto), así como su Reglamento en 2019 

(Registro Oficial, 2016). Esta ley da lineamientos a los GAD sobre los procesos de 

actualización de sus instrumentos de planificación, establece las directrices para el 

ordenamiento territorial de los municipios, define sus competencias y fortalece los procesos 

de desconcentración y descentralización (Mejía, 2013). 
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Respecto a la planificación para la gestión de riesgos, el Art. 9 del Reglamento de la 

LOOTUGS establece que, en la actualización de los PDOT municipales y metropolitanos, se 

podrá “corregir normativa e información cartográfica relacionada con áreas del cantón que 

dificultan la acción de públicos y privados y/o ponen en riesgo la vida de las personas”, 

impulsando “la articulación y armonización de los instrumentos de ordenamiento territorial 

municipal con los de los municipios circunvecinos y los ajustes que se hayan efectuado en 

el ordenamiento territorial provincial y nacional”. (Registro Oficial, 2016).   

A su vez, la LOOTUGS norma a los gobiernos cantonales a elaborar sus respectivos 

Planes de Uso y Gestión del Suelo (PUGS); instrumentos complementarios a los PDOT, 

donde se establecerá el modelo urbanístico de los cantones, es decir, los usos de suelo en 

función de las características territoriales enfatizando los factores de riesgo y las actividades 

que se pueden realizar en zonas amenazadas.  

Con este marco normativo, que se complementa con lo establecido en el COOTAD y 

el COPFP y con la actualización de las Guías PDOT y su caja de herramientas elaborada por 

la Secretaría de Planificación (2019), se espera que la instrumentación de la planificación 

local, la cual se llevará a cabo y se actualizará en función del nuevo periodo de gobierno 

2019-2022 y posteriores, considere elementos que impulsen el ordenamiento territorial y la 

gestión integral del riesgo. Para ello, se deberán tomar en consideración diversos aspectos, 

como las dinámicas territoriales locales, las características físico ambientales de las ciudades 

y, sobre todo, las socio económicas de sus habitantes, pues estas variables pueden mitigar o 

intensificar vulnerabilidades. 

En este proceso, la incorporación de actores no estatales es un elemento 

fundamental, en tanto los ciudadanos “sólo podrían adoptar conductas o hábitos seguros, 

si estuvieran conscientes de que son ellos mismos quienes generan riesgos con sus 

actividades cotidianas; de la misma forma, deberían conocer los riesgos a los que están 

expuestos para decidirse a emprender acciones de preparación frente a potenciales 

amenazas” (Cajas, 2012: 68), ello dentro de una consideración multiactoral y participativa 

de la gestión del riesgo contemplada en la nueva normativa post terremoto.   

 

Conclusiones 

La planificación se constituye como el instrumento por el cual los gobiernos locales pueden 

gestionar el riesgo de desastres de manera adecuada. Considerando que los municipios 

tienen la competencia de regular el uso y la ocupación del suelo, son el primer filtro para 

reducir y mitigar el riesgo de desastres, evitando y controlando asentamientos en zonas 

amenazadas, así como limitando el uso de estas zonas. Con ello, los GAD tienen en el 

ordenamiento territorial una herramienta clave para actuar de manera transversal en la 

reducción de vulnerabilidades. 



 
Jonathan Javier Menoscal-Cevallos y Marco Antonio Córdova-Montufar: La planificación local… 

 

80 
 

Sin embargo, en los casos analizados, la desconexión entre lo establecido por las 

instituciones encargadas de la planificación a nivel nacional y lo que plantean y aplican los 

gobiernos locales evidencia el poco interés de los GAD en adoptar políticas claras de 

planificación y ordenamiento territorial para gestionar el riesgo de manera adecuada y 

subsidiaria, en conformidad con la particularidad de sus amenazas y vulnerabilidades.  

Pese al nuevo marco normativo impulsado en el contexto post terremoto del 2016, el 

análisis demuestra que en los cantones de Manta y Muisne, más allá del enunciado de 

lineamientos generales alineados al desarrollo sostenible y a la noción integral del riesgo, 

en el nivel territorial no necesariamente se concretan propuestas y acciones para cumplir 

con estos objetivos. 

La planificación como elemento clave para el desarrollo de un territorio seguro se 

realiza como un ejercicio de escritorio; se desarrolla por consultores que no conocen las 

realidades territoriales ni de intereses políticos que promueven la normativa y las obras por 

fuera de sus competencias, las cuales no son factibles de aplicar ni benefician a la sociedad. 

Esto ha derivado, como se observó en los casos de estudio, en limitar la mitigación del riesgo 

de desastres y la reproducción de las vulnerabilidades de los territorios afectados. 

La experiencia post terremoto del Ecuador evidencia que un elemento clave para 

impulsar cambios substantivos en el ordenamiento territorial y la gestión del riesgo a nivel 

local es la construcción de una planificación que articule actores estatales y no estatales, 

dentro una perspectiva de coproducción que coadyuve a la efectividad de los objetivos de 

reducción del riesgo (Fraser, Pelling y Solecki, 2016: 21); es decir, una articulación basada no 

sólo en el apoyo técnico para la elaboración de instrumentos de planificación, sino también 

en la generación de información y capacidades locales para la transferencia de 

conocimientos. 
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Resumen 

Este artículo presenta una síntesis de criterios para el análisis y la priorización de la renovación de la ciudad, tomando como 

área de estudio los distritos centrales de la capital costarricense. A su vez, es una propuesta metodológica mixta que pretende 

mostrar las dimensiones clave para el análisis urbano, su aplicación en diferentes escalas y los principios por establecer en la 

ciudad. Se concluye que los fenómenos intrínsecos de la urbanización no son propios de análisis ni de proyección desde una 

disciplina, mucho menos cuando las sociedades tienden a concentrarse en ciudades, por lo que revisar literatura plasmada en 

los criterios es fundamental para atender la complejidad. 

 
Palabras clave: planificación urbana, metodología, gobierno municipal, urbanización, medio urbano. 

 

Abstract 

The following article offers a synthesis of criteria for the analysis and prioritization of the city renewal, taking as reference the 

central districts of the central canton of the Costa Rican capital. In turn, it is a mixed methodological proposal that aims to 

show the dimensions considered essential for urban analysis, its application at different scales, and principles for established. 

In conclusion, the intrinsic phenomena of urbanization are not characteristic of the examination and projection from a 

discipline, less in moments where societies tend to concentrate and become more complex in cities. Reviewing the literature 

reflected in the criteria is essential to address complexity. 

 

Key words: Urban planning, Methodology, City government, Urbanization, Urban areas. 
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Introducción  

La presente reflexión es la síntesis de una estrategia de renovación urbana diseñada en el 

marco del posgrado en Diseño Urbano de la Universidad de Costa Rica en 2017, en el cual 

se toma el cantón central de San José (capital) y se construyen criterios de análisis y 

priorización para la renovación urbana, además de la propuesta metodológica implícita con 

estos criterios. En este sentido, se parte de reconocer el trabajo de investigación grupal que 

se citará en el desarrollo del artículo. 

La renovación urbana se asumió como el proceso mediante el cual se trabaja sobre 

áreas problemáticas que se pretenden resolver y engranar nuevamente en la dinámica 

urbana y/o fortalezas de la ciudad a fin de mantener y robustecer. Nos referimos desde los 

asentamientos humanos en condiciones de riesgo hasta los sectores urbanizados muy 

consolidados que no tienen un aprovechamiento óptimo de las condiciones de ciudad; es 

decir, los fenómenos que se pueden enmarcar dentro de la renovación son muchos, e incluso 

conjuntos, por lo que se explicarán los principios deseados en este caso particular.  

Anticipando algunas de las consideraciones claves, se piensa en la ciudad como ese 

espacio para vivir, en donde hay una distribución justa de sus servicios y beneficios y, sobre 

todo, creativa y transformadora más desde el “cinecismo” o estímulo en la agrupación de 

Soja (2008: 41) y no desde la ciudad como espacio del capital, cuyo fin es la continuidad de 

la acumulación en algunos. 

Este artículo se desarrolla de la siguiente forma: a) se presenta el área de estudio y 

sus características generales, b) se tiene un apartado metodológico que muestra la estrategia 

y los criterios de análisis y priorización utilizados en el caso específico; además, en esta 

sección, se indican algunos resultados de las técnicas aplicadas en las diferentes escalas de 

investigación; y, c) por último, se señalan las conclusiones sobre el proceso.  

 

El área de estudio y lo pretendido de la renovación 

San José es la provincia1 número 1 de Costa Rica que, en conjunto con las provincias de 

Alajuela, Cartago y Heredia, configura el conurbano más importante en el centro del 

territorio costarricense denominado Gran Área Metropolitana (GAM) que “juega un 

importante rol dentro de la sociedad costarricense, ya que, pese a que representa 

únicamente el 3.84% del territorio nacional, alberga alrededor del 50% de la población del 

país” (Tecnológico de Costa Rica, 2021). En el mapa 1 se observa el núcleo de urbanización 

en el centro del territorio. 

 

                                                             
1 Costa Rica se divide administrativamente en Provincias, Cantones y Distritos.  
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Mapa 1. Costa Rica: Ubicación de la Gran Área Metropolitana, 2021 

 

Fuente: elaboración propia. 

 

El estudio parte de observar los distritos Carmen (1), Merced (2), Hospital (3) y 

Catedral (4) del Cantón Central de San José, los cuales, aunque son el centro de la capital, 

focos de actividades productivas y receptores de miles de ciudadanos costarricenses todos 

los días, ven disminuida la población de forma sostenida, pese a esfuerzos mediante planes 

de repoblamiento2 que no han sido inclusivos para todos los sectores poblacionales y se han 

ubicado en otros puntos de la ciudad omitiendo los distritos centrales.  

Estos distritos-centro son heterogéneos en condiciones en su corta extensión 

territorial; por ejemplo, si tomamos como referencia el Índice de Desarrollo Social Distrital3 

(Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica, 2017), Merced y Hospital (sur 

de la ciudad) se ubican en las posiciones 196 y 250, esto es, muy rezagados con relación a 

Carmen y a Catedral (norte de la ciudad), que ocupan los puestos 57 y 89, respectivamente.  

Los cuatro distritos que en algún momento fueron primordialmente de uso 

residencial se han transformado y hoy prevalecen actividades de comercio y servicios 

(Carmen y Merced han dado este paso), pero siempre persisten algunos barrios. Una 

condición demográfica importante es que dos distritos presentan una disminución de su 

población, cuyo máximo número fue registrado en los años setenta.  

 

 

                                                             
2 Decreto N° 31730-MIDEPLAN-MIVAH o Programa de Regeneración y Repoblamiento de San José. 
3 Entre más cercano a 1 es mejor la condición. Este indicador considera avances en economía, participación 

social, salud, educación, seguridad. Es el más actualizado al 2021.  
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Mapa 2. San José: zona general de estudio, 2021 

 

Fuente: elaboración propia. 

Según los datos del Observatorio Municipal (Municipalidad de San José, 2011:18)4 

con base en los datos censales del Instituto Nacional de Estadísticas y Censos, la relación 

entre habitantes entre kilómetros cuadrados (Hab/KM2) se reduce en todos los casos: 

Carmen poseía 6,189 Hab/KM2 en 1963 y una proyección de 946 para el 2030, Merced tenía 

9,635 Hab/KM2 en 1963 y una proyección de 4,775 para el 2030, Hospital poseía 11,349 

Hab/KM2 en 1963 y una proyección de 5,850 para el 2030, Catedral tenía 13,643 Hab/KM2 

en 1963 y una proyección de 4,045 para el 2030. El siguiente gráfico es esclarecedor de la 

situación:  

 

Gráfico 1. San José: incremento relativo de la población distrital de San José entre 1950-2010, 2011 

 

Fuente: Municipalidad de San José (2011:18). 

                                                             
4 El último Censo de población en Costa Rica fue en el año 2011.  
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En comparación con los otros distritos que forman parte de la capital San José, los 

cuatro centrales tienen un incremento relativo negativo en contraste con otros 

asentamientos satélites; por ejemplo, el caso paradigmático de Pavas, que posee diversas 

causas en su crecimiento, como: proyectos de vivienda social, una importante actividad 

industrial y asentamientos informales5 con numerosas personas.  

La ciudad tiende a usos de mayor renta; se ha transformado en comercio, servicios e 

instituciones; son consecuentes las proyecciones, como el distrito tecnológico que se describe 

más adelante, y las transformaciones en los instrumentos de gestión de suelo, como los 

identificados por Vargas et al. (2017:18).  

En esta lógica, el uso residencial en el centro tiene diversos matices; por ejemplo: 

todavía persisten barrios en estos cuatro distritos que mantiene su estructura física, se 

impulsa la vivienda vertical en distrito Carmen, pero no ha sido inclusivo para diversos 

estratos de la población, y prevalecen viviendas informales denominadas “cuarterías”, es 

decir, domicilios, por lo general en mal estado físico, en donde viven en hacinamiento6 y 

que fueron evidenciadas en la coyuntura de la pandemia por el COVID-19 por los altos 

niveles de infección del virus (Jiménez, 2020). Como se posiciona desde la introducción, se 

parte de la consideración de la ciudad para vivir, por lo que la pérdida de población y las 

condiciones de la vivienda son discusiones claves. 

Por otro lado, la atención sobre este sector de la ciudad no sólo responde a datos 

demográficos que exponen la pérdida de la población de los distritos centrales, sino además 

al decreto del “Proyecto ciudad-gobierno”, cuyo objetivo es ubicar los Ministerio de 

Planificación Nacional y Política Económica, Dirección General del Servicio Civil, Instituto 

Nacional de Estadísticas y Censos, Ministerio de Educación Pública, Ministerio de 

Gobernación y Policía, Dirección Nacional de Migración y Extranjería, Dirección Nacional 

de Desarrollo de la Comunal y la Imprenta Nacional, Ministerio de Vivienda y 

Asentamientos Humanos y el Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo, Ministerio de 

Hacienda, distribuidos en seis torres al sur de la ciudad; esta iniciativa, sin duda, será 

influyente sobre la zona de estudio y la ciudad en general. 

 

 

                                                             
5 Se ha denomina “asentamiento informal” o “precario” a los conjuntos de viviendas en malas condiciones 

materiales, desprovistos de servicios urbanos; algunas veces, está implícita alguna condición de riesgo, como 

al margen de un río, zona inundable o sitio de deslizamientos. Cada uno de estos asentamientos merecería un 

análisis sólo para nombrarle de forma correcta; por ejemplo, algunos se han ido consolidando en la ciudad con 

servicios o el derecho del suelo, por lo que el término “informal” ya no tendría mucho sentido.   

6 Pueden verse los reportes periodísticos al respecto: El observador (2020), Repretel (2020), Amelia Rueda 

(2020).  
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Podemos sumar dos elementos más sobre el sector: la propuesta promovida desde 

el gobierno local, como la ciudad tecnológica (Municipalidad de San José, 2020), que 

pretende hacer un polo industrial tecnológico en el distrito Hospital; y la ubicación 

estratégica de la estación ferroviaria que conecta el centro de la ciudad con otros núcleos 

periféricos.7 

Es importante dejar en este apartado algunos otros indicadores de partida sobre el 

área de estudio; por ejemplo: a) el Programa Estado de la Nación (2014), el cual señala que 

el área de San José concentra mayor tráfico vehicular de promedio diario (2014: 277); b) los 

cuatro distritos centrales son los de mayor valor promedio de suelo urbano de todo el país 

(2014: 297); c) la mayor cantidad de desplazamientos por motivos laborales tiene como 

destino San José (2014: 306). La zona delimitada para el análisis es del centro de la ciudad 

(avenida 0) hasta la estación de tren al Pacífico en el sur del casco central, involucrando una 

zona mixta en usos y presencia residencial (ver mapa 2). 

Por lo tanto, es un sector cuyos objetivos de renovación pueden estar cercanos a 

repoblar, densificar, rehabilitar y crear actividades económicas, articular de forma adecuada 

con el centro de ciudad, resguardar el patrimonio existente, mejorar los indicadores de 

aprovechamiento del suelo, optimizar los espacios públicos, formalizar la vivienda, bajar 

los índices de actividad delictiva, entre muchas otras posibilidades que dependen de quien 

asuma la iniciativa y su modelo de ciudad. Nuestra propuesta de ciudad se aborda en el 

siguiente apartado. 

 

Lo pretendido de la renovación  

La intención es posicionarse ante el fenómeno de la renovación urbana; se tiene un 

panorama de los diversos hechos urbanos que nominalmente se definen como renovación 

de la ciudad. De acuerdo con Harvey, hay una tendencia en las ciudades contemporáneas 

hacia el “empresarialismo urbano”; es “ofrecer un clima empresarial y crear todo tipo de 

atractivos para el capital” (Harvey, 2001: 381). Pueden analizarse y encontrarse fenómenos 

diversos que se han llamado renovación; pueden ser los casos de ciudades industriales que 

mutan y se convierten en sitios turísticos financieros, como lo expone Harvey con la ciudad 

de Baltimore (2001:144-173) y las experiencias narradas por Sorando y Ardura (2016) en First 

We Take Manhattan con la consecuencia general dada de “desplazar a la gente que ha vivido 

en ellas” (Sendra y Sennett, 2020: 43). Ante esto y volviendo al sitio, hay una alerta en ideas, 

como la de distrito tecnológico, que podría instalar formas especulativas en la ciudad, las 

cuales son de nuestra atención. 

                                                             
7 En particular, la estación incorporada en este análisis es llamada Estación al Pacífico, pues tiene líneas hasta 
la costa pacífica que está en desuso. En este momento, el sistema de tren funciona dentro del Área 
Metropolitana (centro del territorio costarricense) únicamente para pasajeros.  
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Para el caso latinoamericano, el concepto de renovación urbana se utiliza también en 

las intervenciones de restauración sobre sitios históricos y, en menor medida, en las 

intervenciones de mejoramiento barrial y de reconfiguración de la estructura urbana. Cada 

caso en particular merecería su propio desarrollo; en este sentido, hay una revisión de 

investigación sobre el fenómeno de la renovación urbana, como los aportes de Casgrain y 

Janoschka (2013), Gil y Briceño (2005), López-Morales et al. (2015), Marín (2013), Mercier 

(2008), Rojo (2016), Sánchez (2014), Suárez (2010), Verduzco y Valenzuela (2018), Yúdice 

(2008) y Vargas-Vargas (2020).  

Por tanto, mientras la ciudad o el territorio sea un medio para producir acumulación, 

decantan diversos fenómenos, propios de las necesidades del capital; por lo cual es más 

sencillo explicitar lo pretendido en este ejercicio bajo el concepto de renovación y no entrar 

en validar el término, ya que, en concordancia con Navarrete (2013), muchas veces hay un 

uso genérico y contradictorio de la teoría urbana.  

En esta deliberación, la renovación busca la ciudad para vivir bajo las mejores 

condiciones de vida de la población y la optimización de los sistemas de ciudad. Los 

razonamientos que son cimiento de esta forma de pensar la ciudad y su renovación son 

intrínsecos, por lo que se proponen los siguientes: 

1. La protección del ambiente: se refiere a todas las circunstancias del entorno 

natural que repercuten en la forma de la ciudad; por ejemplo: zonas 

protegidas, mantos acuíferos, bosques, fallas sísmicas, ríos y topografía, pues 

inciden en la forma urbana y viceversa o en aquellas condiciones necesarias 

para la vida, como la disponibilidad del agua.  

2. La configuración espacial: alude a aquellas condiciones de la forma de la 

ciudad (cuadrículas, circular, longitudinal, otras), así como a la calidad de su 

infraestructura y de los servicios básicos disponibles; como: servicio eléctrico, 

alcantarillados, sistemas de transporte, estados de las edificaciones y la 

vivienda. 

3. Las condiciones sociales: son fundamentales para el modelo, pues se entiende 

la ciudad para vivir y no como un espacio dado en donde se omiten las 

interacciones y condiciones de vida. Por ello, se consideran las características 

demográficas, la escolaridad, la empleabilidad, los ingresos, las tasas de 

delitos e, incluso, alguna enfermedad que pueda tener relación con la 

urbanización, por ejemplo, debido al uso de agro tóxicos o desechos 

industriales cercanos a determinado barrio. 

4. Las condiciones productivas y económicas: aunque pueden estar ligadas a las 

anteriores, se consideran aparte porque son todas aquellas actividades 

productivas que se dan en un lugar y que son la base de la economía de la 

ciudad, pues generan empleos y, probablemente, movilizan personas de un 

lugar a otro.  
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5. Las condiciones normativas, políticas e institucionales: aluden al estudio de la 

normativa que respalda determinada propuesta urbana, así como los planes 

que pueden existir, como Ciudad, gobierno y el distrito tecnológico. La atención 

sobre este criterio no sólo es para afirmar una propuesta, sino también 

considerando que la proyección de ciudad también debe ser claramente 

respaldada, normativa e institucional, lo cual es una postura clave ante “la 

derrota de la esfera pública” (Albet, 2021: 10) en el neoliberalismo que 

considera las figuras estatales como obstáculos y barreras del “desarrollo”. 

 

Metodología de la investigación  

La metodología que se presenta en este apartado corresponde a la estrategia seguida y 

aplicada para la selección y priorización de zonas de renovación urbana en el cantón central 

de San José. Se entendió que en la misma debían estar transversales los anteriores cinco 

criterios y el manejo de escalas de estudio. Se pensó que cada escala poseía sus técnicas de 

investigación y algunas técnicas pueden mantenerse durante todo el estudio. El siguiente 

esquema muestra el raciocinio de lo desarrollado.8 

 

Gráfico 2. San José: Cruce de criterios, escalas de análisis y técnicas de investigación, 2015 

 

Fuente: elaboración propia. 

 

                                                             
8 Se muestran sólo algunas técnicas, no la totalidad de lo realizado.  
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Con base en lo anterior, la metodología se divide en tres momentos: a) análisis macro 

de la ciudad, b) análisis de la zona de estudio y c) análisis focalizado. Como el interés del 

presente artículo es mostrar la metodología empleada, en cada momento se mostrarán los 

resultados y el alcance, es decir, no hay un apartado posterior de resultados.  

 

Análisis macro de la ciudad 

Este primer nivel de análisis se relaciona con un estudio de macro indicadores urbanos; 

anteceden los trabajos de Nacif (2016), Andrade y Bermúdez (2010), Auclair (2002), Páramo, 

Burbano y Fernández-Londoño (2016), Hernández (2009), Pérez (2011), Cabrera-Jara et al. 

(2015), entre otros, que profundizan dependiendo la dimensión de estudio; por ejemplo: el 

medio ambiente urbano, la economía urbana, el equipamiento social. Por tanto, a este 

momento se le suma la recopilación de todas estas capas o sistemas de ciudad que ya existan.  

En este sentido, lo primero es pensar en las capas que interaccionan y que configuran 

esto que llamamos ciudad de San José; son decisiones que devienen de lo pretendido de la 

renovación antes descrita y de los cinco criterios (ambiente, espacial, sociales, productivos-

económicos, normativas, políticas e institucionales). 

En cada uno de los criterios se elabora una matriz con las variables, las cuales, a su 

vez, se componen de indicadores, dependiendo de la ciudad analizada; sin duda, las 

variables pueden modificarse, pero, en todo caso, es un tiempo de observación de las 

condiciones estructurales de la ciudad en un momento dado (población, capacidad de los 

servicios urbanos, forma urbana, economía urbana, medioambiente).  

Cada una de estas variables hace referencia a esas condiciones generales de la 

ciudad; puede haber instituciones responsables que atiendan esa capa o sistema específico; 

por ejemplo, los servicios de electricidad, agua potable o salud pública, por ello, la fuente 

de información corresponde a esas instancias. En este momento de estudio no hay una 

construcción de datos mediante fuentes primarias; por tanto, es el análisis de fuentes 

secundarias de instancias pertinentes en cada variable e indicador. Para el caso específico, 

la matriz elaborada fue la siguiente:  
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Cuadro 1. San José: criterios para la selección de renovación urbana, 2017 

 

Fuente: Vargas et al. (2017: 8-11). 
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Este primer nivel de análisis permite identificar condiciones globales de la ciudad e, 

incluso, tipos de renovación posible; propiamente, en la zona de estudio (mapa 2), hay 

pautas que protagonizan y nos permiten caracterizar y dar paso al segundo momento; a 

saber: infraestructura urbana en buen estado, cercanía con diversos equipamiento social, 

acceso a servicios de transporte público, amanzanamiento adecuado, variedad de 

actividades turísticas-comerciales y culturales, baja intensidad de usos del suelo urbano, 

pérdida de usos habitacional, puntos de conflictos con vivienda informal, e indicadores de 

desarrollo distrital más bajos (distritos Hospital y Catedral) en comparación con el sector 

norte de la ciudad. 

 

Análisis zonal 

Esta escala es un mapeo que deviene de la comprensión de las condiciones del análisis macro 

de la ciudad y, sobre todo, busca una reducción del tamaño de la zona urbana de estudio; 

consiste en la elaboración de una base de datos procesada mediante sistemas de información 

geográfica (SIG), la cual registró: a) usos de suelos, b) áreas de los predios, c) áreas de las 

edificaciones, d) niveles o pisos, e) usos por piso, f) estado físico de las edificaciones, g) 

vacíos urbanos, h) espacios públicos, entre otras variables. Esta información recopilada en 

SIG nos permite tener todas las variables en cuestión en forma de gráficos, cuadros y mapas. 

Además, se incluye toda aquella información de datos no existentes o que el 

investigador tiene la necesidad de levantar, como precisar la ubicación del transporte 

público, los espacios públicos, parqueaderos, bulevares, ciclo vías, hitos, nodos, entre otros 

sitios que considere fundamentales en la ciudad.  

Todas estas variables juntas aportan para determinar la predominancia de alguna o 

algunas condiciones de priorización; estas zonificaciones las va delimitando quien investiga, 

por lo que no son demarcaciones definidas y, por el contrario, puede haber traslapes o 

cambios en su forma.  

Como resultado de este análisis de la zona de estudio, se elaboró el mapa 3; esta 

delimitación de trabajo permite, además, una sección de características que ayuden en la 

priorización de un lugar de atención.  
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Mapa 3. San José: zonas homogéneas del análisis de la zona de estudio, 2017 

 

Fuente: Vargas et al. (2017: 44). 

El registro anterior no sólo reduce la escala de la etapa del análisis macro de la ciudad, 

en la que se trabajó con mapas e indicadores urbanos generales, sino que establece “zonas 

homogéneas en la práctica”9 en la zona de estudio; esta subdivisión caracteriza de forma 

precisa los problemas o atributos que afectan a determinado sector y a la naturaleza de la 

intervención que, como hemos señalado, hay diversas posibilidades de renovar. Esta etapa 

se puede resumir como “rasgos, trazos y geometrías abstractas de comunicación que recoge 

los aspectos tangibles e intangibles del espacio en una percepción única y manipulable” 

(Mejías 2008: 3). El mapa 310 se interpreta de la siguiente forma según las zonas homogéneas 

definidas en ese momento: 

a) Marrón claro: uso comercial de baja escala con un buen estado de las 

edificaciones, vinculado con los bulevares peatonales de la avenida central, 

bulevar del barrio chino y calle 2 que articula la Estación al Pacífico con el 

centro de la ciudad. 

b) Rojo: uso comercial y de vivienda informal; presencia de personas en 

condición de calle; es un punto de alta concentración de parabuses lo que 

incide en un alto tránsito de personas. 

                                                             
9 lo que existe en sitio que puede ser diferente de lo reglamentado. 
10 Este es solo un ejemplo, como se explica son mapas de trabajo de campo por lo que puede haber muchos a 

lo largo del estudio.  
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c) Azul: es una zona mixta de baja escala, y en la que se ha visto el surgimiento 

de actividades culturales mediante arquitecturas adaptadas hacia teatros. 

d) Marrón oscuro: es una zona de uso mixto, con fraccionamientos de vivienda 

muy irregulares y en mal estado, con grandes fraccionamientos de uso 

comercial o pequeña industria y que su presencia se debe a la inmediatez de 

la estación del tren al Pacífico.  

Con base en los estudios Análisis macro de la ciudad y Análisis zonal, se busca 

yuxtaponer las condiciones vistas y priorizar un lugar; esta delimitación dependerá de las 

condiciones que se desean atender y de los principios a instaurar sobre la ciudad. En el caso 

presentado, hay un interés por conectar la estación de tren al Pacífico y el Proyecto ciudad-

gobierno con el centro de la ciudad hacia el norte, a fin de responder a la movilidad prevista 

y como se ha venido diciendo la ciudad para vivir, por lo que el detalle de la vivienda tiene 

un análisis particular, el cual se advierte en la siguiente escala. 

En ese sentido, con la siguiente delimitación (mapa 4), se pretende atender de forma 

urgente la pérdida de población, vivienda informal y los problemas sociales en la zona roja, 

así como optimizar y mejorar los indicadores de intensidad de usos de suelo del centro de 

la ciudad; para ello, un objetivo estratégico es ofrecer vivienda a la población trabajadora 

del Proyecto ciudad-gobierno que aporten en el repoblamiento.  

 

Mapa 4. San José: cuadrantes seleccionados para análisis focalizado, 2017 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente: Vargas et al. (2017: 53-54). 
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Análisis focalizado 

En un país como Costa Rica, es probable que cada sitio identificado requiera de mucho 

esfuerzo interinstitucional y de financiamiento para una intervención urbanística. Por esta 

razón, este tercer momento es un análisis cuantitativo que permite la escogencia de algunas 

cuadras de intervención del total de 28, delimitadas anteriormente. Este análisis focalizado 

tiene, a su vez, tres sub estudios, a saber: a) indicadores de suelo, b) variedad-concentración 

y c) mapeos específicos. 

 

a) Indicadores de suelo 

Con estos indicadores, hay un trabajo recorrido por diversos autores como González (2011 

y 2012), Chavarría (2011), Cárdenas (2013), Torres (2006), entre otros; los cuales son 

definidos por Bazant (2008: 131) de la siguientes forma: a) COS = porcentaje o índice que la 

vivienda ocupa en planta baja (PB) dentro del lote, es decir, metros cuadrados construidos 

en PB; b) CUS o CAS = la construcción total que hay dentro del lote, ésta se expresa así: los 

metros cuadrados totales construidos dentro del lote divididos entre los metros cuadrados 

del lote. En la evaluación realizada se calculó una variante del CUS o CAS y en medir el área 

construida que está siendo ocupada; a esta variación, la definimos como coeficiente de 

intensidad de uso o CIU; era importante determinar las razones de la presencia de 

construcciones vacías. 

El análisis de los anteriores coeficientes permite tener de forma comparada la 

intensidad de uso del suelo urbano en todas las cuadras, lo que viabiliza ir priorizando o 

considerado, al menos, las manzanas con más bajos indicadores como potenciales de 

intervención; señalamos que es una priorización momentánea, pues, como hemos ido 

mostrando a lo largo de esta propuesta metodológica, la intención es sumar y yuxtaponer 

todos los análisis posibles para precisar la intervención. La información se puede mostrar 

mediante cuadros comparativos, como el siguiente: 
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Cuadro 2. San José: comparación de indicadores de suelo según cuadrante, 2017 

 

Fuente: Vargas et al. (2017: 56-63). 

 

b) Variedad-concentración 

El objetivo de este segundo análisis es identificar la cantidad de usos urbanos y las 

actividades que posee el área de estudio; esto, sin duda, se relaciona con la descripción de 

Vargas-Vargasy Lara-Álvarez (2020: 46) sobre la influencia de Jane Jacobs en el pensamiento 

urbano y su crítica a la mono funcionalidad.  

En este sentido, se contabilizaron todas las actividades por cada lado de calle entre 

dos cuadrantes (fachadas opuestas) para conocer cuáles sectores pueden ser mono 

funcionales (una sola actividad o uso) y cuales áreas tienen más diversidad. Esta claridad 

permite tomar decisiones de uso y forma, en la mayoría de los casos, buscando mayor 

heterogeneidad de usos, actividades y usuarios. La representación de ese estudio es el 

siguiente:  
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Mapa 5. San José: concentración de actividades en la zona de análisis focalizado, 2017 

 

Fuente: Vargas et al. (2017: 79). 

 

c) Mapeos específicos 

Como producto del momento Análisis zonal, se obtiene una base de datos con características 

de la zona de estudio, la cual, como se indicó, contiene: a) usos de suelos, b) áreas de los 

predios, c) áreas de las edificaciones, d) niveles o pisos, e) usos por piso, f) estado físico de 

las edificaciones, g) vacíos urbanos, h) espacios públicos, entre otras variables. De esta 

manera, se establecieron zonas homogéneas. Este momento de análisis tiene la función de 

una estadística comparada por cuadrantes urbanos en estudio, la cual se puede visualizar 

mediante mapas y gráficos; ejemplo de ello es la siguiente yuxtaposición de mapas.  

 

Mapa 6. San José: conjunto de mapas sobre zona de análisis focalizado, 2017 

Fuente: Vargas et al. (2017: 95-107). 
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La suma de indicadores de suelo, la variedad-concentración y los mapeos específicos 

inciden en que se seleccionen las cuadras con los números 5, 14, 15, 20, 21, 25 y 26. El 

cuadrante con número 5 se prioriza por los bajos indicadores de aprovechamiento del suelo 

y el mal estado de todas sus edificaciones, pese a que tenía en favor un número importante 

de actividades o usos al acercarse al uso comercial en el centro de la ciudad. Las cuadras 

agrupadas al sur son la suma de otros criterios, a saber: a) fraccionamientos arbitrarios, por 

ejemplo, grandes bodegas que ocupan la mayor parte del cuadrante y adosadas a estas 

pequeñas viviendas en fraccionamientos muy pequeños; b) mono funcionalidad de las 

grandes bodegas; c) mal estado de las edificaciones y de las viviendas; d) los más bajos 

indicadores de intensidad de uso de suelo; y e) la inmediatez a la estación al Pacífico y 

eventualmente a ciudad-gobierno lo que provocaría una necesidad de servicios que el lugar 

no ofrece.  

Por todo ello, este sector se consideró fundamental, pero también bajo la proyección 

de la renovación adaptada al transporte público. Mediante la presencia de la estación al 

Pacífico, la intervención puntual sobre estas cuadras, el Proyecto ciudad-gobierno y el 

distrito tecnológico se proyectan estrechamente relacionados con el transporte público de 

pasajeros modalidad tren, que se ha modernizado lentamente pero que tiene proyecciones 

importantes como el Tren Eléctrico del Gran Área Metropolitana (Instituto Costarricense de 

Ferrocarril, 2020).  

 

Propuesta volumétrica  

Después de priorizar los siete cuadrantes, se procede a la etapa de diseño, la cual considera 

una proyección de población buscada en la renovación y su correspondiente necesidad 

espacial (para vivienda); es un juego con el CAS o los metros cuadrados totales necesarios 

divididos entre los metros cuadrados del cuadrante o del conjunto de cuadrantes.  

El mismo ejercicio se realiza con el área destinada a comercios, servicios, espacio 

público y equipamientos sociales; se consideran los números actuales más los que 

eventualmente serían necesarios según la proyección de personas; por último, la forma 

dependerá del perfil urbano buscado y de las formas arquitectónicas. 

Por consiguiente, se lleva a un segundo punto en el diseño: la forma urbana y 

arquitectónica, lo cual dependerá de los criterios/estrategias/principios de diseño urbano; 

para el caso de estudio, hay una priorización de la escala humana, de la movilidad peatonal, 

de la primacía del espacio público y de la mezcla de usos y usuarios, por lo que toda la 

intervención debía responder a lo anterior.  
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En este apartado, es importante retomar que “los cuatro distritos centrales de San 

José son los de mayor valor promedio de suelo urbano de todo el país (Programa Estado de 

la Nación, 2014: 297); esto es positivo si en relación con el criterio de Normativas, políticas e 

institucionales se puedan establecer instrumentos de gestión de suelo en los que se utilice el 

valor del centro para subsidiar11 formas de vivienda para diversos sectores.  

Como tercer punto, el financiamiento es otra de las decisiones de diseño; quizá, es la 

condición que deba tenerse clara desde el origen del proyecto, como se discutió en el punto 

Lo pretendido de la renovación, pues el gestor de determinada acción sobre la ciudad incide 

en lo esperado. En el caso de estudio, se valoró la posibilidad de ser un proyecto gestado 

completamente por el gobierno local y por otras instancias públicas vinculadas con vivienda 

y asentamientos humanos o como segundo modelo alianzas público-privadas. A 

continuación, se presenta, a modo de ejemplo, uno de los modelos volumétricos/numéricos 

desarrollados sobre los siete cuadrantes priorizados. 

 

Mapa 7. San José: propuesta volumétricos/numéricos sobre la zona de estudio, 2017 

 

Fuente: elaboración propia. 

                                                             
11 Las formas de subsidio no se desarrollan en este artículo; sin embargo, se analiza que, de la venta de algunas 

viviendas o comercios a precios de mercado, parte de su excedente se envíe a subsidiar los costos del proyecto, 

a fin de posibilitar el acceso a familias de ingresos menores.  
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El mapa anterior indica en color amarillo el incremento en altura del sector para 

vivienda, asignando buena parte del primer nivel de las cuadras intervenidas a espacio 

público y a la posibilitad de conexión peatonal fluida y adecuada entre los diferentes puntos 

o funciones de la ciudad. Mediante peatonalización, se buscó la unión de la intervención de 

las cuadras al sur y la estación al Pacífico con la cuadra 5 y el centro de la ciudad; para ello, 

se planteó también el vínculo con los espacios públicos existentes y los edificios 

patrimoniales que dieran pausas.  

 

Conclusiones  

La invitación de criterios busca considerar la ciudad en todas sus dimensiones, desde los 

elementos más técnicos, como la forma urbana, hasta otras condiciones más sensibles sobre 

diversos problemas sociales que nos acercan a otras áreas disciplinares en la planificación 

urbana, como sociología, demografía, economía, por citar algunas.  

En esta reflexión se parte que la planificación de la ciudad debe ser inter y 

transdisciplinaria, pues los fenómenos intrínsecos de la urbanización no son propios de una 

disciplina, mucho menos en momentos donde las sociedades tienden a concentrarse y a 

complejizarse en ciudades. Esta propuesta busca nociones como la ciudad inclusiva 

consciente de los problemas de la urbanización en términos sociales, como: desigualdad, 

segregación, exclusión de vivienda y de servicio de movilidad y ambientales, entre otros.  

En esta propuesta se elaboró un reglamento que explica los principios de renovación, 

someramente mostrados en este artículo, así como las posibilidades de financiamiento hasta 

principios de diseño urbano, considerando que debe haber dirección clara del modelo de 

territorio y ciudad, es decir, necesita normas e institucionalidad.  

Desde el punto de vista metodológico, la experiencia de los niveles de análisis 

permite conocer de forma compleja la ciudad e identificar las necesidades más prontas por 

resolver. Por otro lado, el manejo de información mediante sistemas de información 

geográfica ofrece una infinita posibilidad de mezclar variables y de visualizarlas, lo cual fue 

clave.  

El ejercicio tiene una fuerte inclinación por resolver la vivienda, las condiciones 

materiales, el hacinamiento e informalidad del lugar, así como la pérdida de población y la 

proyección de ciudad-gobierno.  

De manera particular, en este caso hay variables que necesitan mayor inversión de 

tiempo o de otras áreas disciplinares para mejorar el resultado, como la dimensión 

Productivos-Económicos, pues, aunque se conocieron mediante el levantamiento de sitio las 

actividades del lugar y se consideran las proyecciones de ciudad-gobierno y del distrito 

tecnológico, así como las condiciones económicas de la población, no se propusieron 

actividades económicas específicas o formas de empleo que respondieran a esas 

condiciones. 
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El Diagnóstico Cantonal de San José 2020 de la Municipalidad de San José (Dirección de 

Desarrollo Urbano, 2020: 68) no existía al momento del levantamiento de información, sin 

embargo, confirma una valoración respecto a que “deben buscarse, los instrumentos legales, 

fiscales e institucionales correspondientes, que ayuden a la unión de varios predios vecinos 

para su desarrollo conjunto, y, por el otro, promover los modelos de renovación y 

densificación de las construcciones en los predios pequeños”.  

Se considera fundamental que toda propuesta urbanística (incluida esta 

metodología) sea construida con las personas que viven en la ciudad y los barrios; por una 

condición de tiempo de indagación, este diálogo con la población fue básico, pero no por 

eso se debe omitir el señalamiento de la necesidad de comprensión de la comunidad, 

imaginarios, historias de vida, identidades, entre otras consideraciones esenciales para 

entender y hacer la ciudad. 
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Resumen 

La infraestructura verde es un elemento clave en la definición de un modelo territorial sustentable para proveer beneficios 

ambientales, sociales y económicos. Si bien en México hay esfuerzos crecientes por incorporar el tema en las políticas públicas 

urbanas principalmente a nivel municipal a través de la publicación de lineamientos y guías de infraestructura verde, a nivel 

nacional aún no se ha consolidado una política ni existe una ley específica que incorpore su definición. Por tanto, este trabajo 

analiza los orígenes del concepto a fin de encontrar elementos clave que nos permitan revisar el marco normativo vigente en 

el país y, con ello, ofrecer algunas apreciaciones que nos ayuden a considerar la infraestructura verde en el marco normativo 

en México como un instrumento de política ambiental y urbana, no sólo para hacer frente al cambio climático, sino como un 

instrumento de inclusión social y planeación participativa. 

Palabras clave: infraestructura verde, sustentabilidad ambiental, análisis normativo, política ambiental. 

 

Abstract 

Green Infrastructure is a relevant element talking about a sustainable territorial model to provide environmental, social, and 

economic benefits. In Mexico, even though there are increasing efforts to incorporate the issue in urban public policies through 

the publication of guidelines and guides for green infrastructure, the policy has not been consolidated at the national level yet, 

nor is there a specific law incorporating its definition. Therefore, this paper analyzes the origins of the concept to find key 

concepts that allow us to review the current normative framework in the country and offer some insights that will help us 

consider Green Infrastructure in Mexico as an instrument of environmental and urban policy. 

Keywords: green infrastructure, environmental sustainability, legal analysis, environmental policy. 
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Introducción 

Con el fin de reconciliar el crecimiento urbano, el bienestar social y la protección ambiental, 

se han incorporado estrategias de planificación de las ciudades como la infraestructura 

verde (IV), la cual es un elemento clave para la definición de un modelo territorial 

sustentable para proveer beneficios ambientales, sociales y económicos.  

Si bien en México, hay esfuerzos crecientes por incorporar el tema en las políticas 

públicas urbanas, principalmente en el ámbito municipal, a través de la publicación de 

lineamientos y guías de infraestructura verde, como los casos de la Ciudad de México, 

Hermosillo o de León, a nivel nacional no se ha consolidado una política ni existe una ley 

específica que incorpore su definición. Además, estos esfuerzos aún son insuficientes y 

distan del avance de otros países en donde los planes de IV están incluidos en niveles 

diferentes de planificación del territorio y en acciones que definen una política clara de largo 

aliento, como en Alemania o en Australia, por ejemplo. 

Los beneficios de la infraestructura verde son múltiples desde aspectos relacionados 

con recreación y ocio, protección y conservación del medio ambiente, acciones para la 

mitigación y adaptación al cambio climático, hasta el desarrollo del turismo y el crecimiento 

económico. El concepto es relativamente nuevo y con varias definiciones con elementos en 

común y que consideramos pueden enmarcar una posible política e incorporación en las 

leyes de México. 

Por lo tanto, este trabajo analiza los orígenes del concepto a fin de encontrar 

conceptos clave que nos permitan revisar el marco normativo vigente en el país y, con ello, 

ofrecer algunas apreciaciones que nos ayuden a considerar la IV en México como un 

instrumento de política ambiental y urbana no sólo para hacer frente al cambio climático, 

sino como un instrumento de inclusión social y planeación participativa.  

El texto está estructurado de la siguiente forma: en el primer apartado se realiza una 

revisión de la literatura para definir a la infraestructura verde y se identifican elementos de 

análisis y conceptos clave que nos ayudan a mirar el marco normativo internacional y 

nacional; el apartado dos analiza los acuerdos internacionales que se relacionan con la 

infraestructura verde y extraemos elementos que consideramos importantes para su 

implementación; en la sección tres identificamos el principal marco normativo de México 

que puede dar sustento a la implementación de la infraestructura verde en el país y 

advertimos sobre posibles elementos que deben considerarse para robustecerlo; finalmente, 

en la sección denominada consideraciones finales, retomamos los ejes conceptuales de 

desarrollo sustentable y planeación y exponemos la necesidad de contar con una definición 

en las leyes de México. 
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Metodología 

Respecto a la metodología, en primer lugar, se revisó el origen del concepto, la definición y 

las características que componen la infraestructura verde, lo cual nos ayudó a identificar dos 

grandes categorías: planeación urbana y desarrollo sustentable. Para cada una de estas 

vertientes se identificaron los elementos que la componen, como características y conceptos 

claves que se vinculan con cada una de ellas. Esta categorización nos sirvió para analizar las 

leyes internacionales y nacionales en la materia; se revisaron los diferentes acuerdos 

internacionales que ha suscrito México, como: el Acuerdo de París, el Acuerdo de Escazú, 

la Convención de los Derechos Humanos, entre otros, y en cada uno identificamos un marco 

de acción que obliga a México a cumplir lo relacionado con la materia de infraestructura 

verde. 

Posteriormente, revisamos el marco normativo nacional e identificamos que en la 

actualidad no hay ninguna ley que incorpore la definición de infraestructura verde; sin 

embargo, existe un marco legal que obliga a atender los temas relacionados con la 

planeación urbana y el desarrollo sustentable, ejes que se encuentran inmersos en la 

infraestructura verde. Por último, como parte de los resultados de este análisis, presentamos 

algunas consideraciones fundamentales que planteamos al final del trabajo. 

 

Discusión: origen y definición de infraestructura verde 

En los ambientes urbanos la necesidad de mantener ecosistemas que sostengan las 

actividades humanas es mucho mayor y no sólo en el sentido de actuar como soporte físico 

de instalaciones e infraestructura, sino también como fuente de recursos naturales y energía, 

lo cual contribuye al bienestar económico, social, ambiental y sicológico de las personas 

(Abramowicz y Stępniewska, 2020; Finewood et al., 2019; Feria y Santiago, 2017; Vásquez, 

2016). En tal sentido, la ordenación del territorio se enfrenta al reto de integrar el espacio 

rural y el urbano, por lo que la infraestructura verde se ha visto como una vía que pone en 

valor el componente ambiental del territorio en la planificación y en el crecimiento de las 

demandas de uso de suelo para diversas actividades (Moreno et al., 2014; Vásquez, 2016). 

El término apareció por vez primera en Florida en 1994, en un informe que fue 

entregado al gobernador sobre las estrategias de conservación de la tierra para reflejar la 

idea de que los sistemas naturales son uno de los componentes más importantes de 

infraestructura (Firehock, 2010). De acuerdo con Valdés y Foulkes (2016), el término se 

oficializó en agosto de 1999 bajo la dirección de The Conservation Fund & USDA Forest 

Service, en cooperación con un grupo de trabajo local, estatal, agencias federales y 

organizaciones no gubernamentales que se unieron con la necesidad de desarrollar un 

programa para considerar los recursos naturales como parte integral de los planes y 

políticas locales, regionales y estatales. 
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Algunos autores consideran que tiene sus raíces en los siglos XVIII y XIX, derivada 

de dos ideas fundamentales: los parques unen espacios verdes para el beneficio de las 

personas y la preservación de las áreas naturales en beneficio de las personas y en la lucha 

contra la fragmentación del hábitat (Cantó, 2014). 

Según Benedict y McMahon (2012), la infraestructura verde puede ser definida como 

una red interconectada de espacios verdes que conservan las funciones y los valores de los 

ecosistemas naturales y provee beneficios asociados a la población humana; a esta definición 

algunos autores agregan que es una red de espacios verdes urbanos, periurbanos, rurales y 

silvestres (Lafortezza et al., 2013; Moreno et al., 2014). La infraestructura verde se basa en los 

principios de la protección y la valorización de la naturaleza y los procesos naturales, y en 

los beneficios que la sociedad puede obtener de la naturaleza (Cantó, 2014). 

En un informe de 2013, la Comisión Europea (CE) definió la infraestructura verde 

como una red estratégicamente planificada de áreas naturales y seminaturales de alta 

calidad con otras características ambientales, que está diseñada y administrada para brindar 

una amplia gama de servicios ecosistémicos y proteger la biodiversidad tanto en entornos 

rurales como urbanos. Más aún, la CE añade que la infraestructura verde, al ser una 

estructura espacial que proporciona beneficios de la naturaleza a las personas, tiene como 

objetivo mejorar la capacidad de la naturaleza para ofrecer múltiples bienes y servicios 

ecosistémicos valiosos, como aire o agua limpios, lo cual implica una visión integral 

ecosistémica (Liquete et al., 2015). 

Esta visión ecosistémica implica una red de planificación estratégica y operativa de 

hábitats naturales y seminaturales conectados espaciotemporalmente que apoyan y mejoran 

la conectividad ecológica, un estado de conservación favorable y multifuncional del 

ecosistema a múltiples escalas (Svensson et al., 2019). En algunos países europeos, como en 

la República Checa, esta red es definida como un Sistema Territorial de Estabilidad 

Ecológica, el cual implica un sistema interconectado, tanto natural como modificado y 

seminatural, que mantienen el balance natural y proporciona fuentes de material genético, 

apoya la estabilidad ecológica y la multifuncionalidad del paisaje (Skokanová y Slach, 2020). 

En otros países, como Estados Unidos, esta visión ecosistémica ha intentado incorporarse 

en políticas locales para monetizar los servicios de los ecosistemas con el objetivo de 

proteger mejor el medio ambiente (Matsler, 2019).  

Desde esta visión integral, se incorpora a la sociedad; en tal sentido, la IV busca 

también la participación de distintos grupos de actores para fomentar el consenso y 

contribuir a la toma de conciencia de los beneficios de las soluciones basadas en la 

naturaleza (WWAP, 2018). Otros autores coinciden también en que la cooperación 

intercomunitaria y la colaboración de grupos de la sociedad civil, ciudadanos y sector 

privado son fundamentales para la implementación de políticas relacionadas con la IV 

(Eguia y Baxendale, 2019; Andersson et al., 2019; Finewood et al., 2019). 
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Al tomar en cuenta las anteriores argumentaciones, destacamos los siguientes 

elementos: la infraestructura verde plantea un enfoque integrador en el ordenamiento del 

territorio, creando nodos y enlaces de conexión que dan lugar a un sistema de 

infraestructura que busca tanto beneficios sociales como la preservación del ecosistema. 

Asimismo, con la intención de contribuir a la sensibilización del tema y generar consenso 

entre los diferentes actores, se busca incorporar a la población en la planificación de la 

infraestructura verde. 

 

Planeación y desarrollo sustentable, ejes complementarios en la infraestructura verde 

La infraestructura verde se puede analizar a partir de dos vertientes complementarias: 1) 

desde una visión territorial y de planeación urbana y desde una visión de desarrollo 

sustentable (Quiroz, 2018). Desde el eje de planeación urbana, podemos destacar cuatro 

características fundamentales: 1) es una red espacial, 2) es un espacio multifuncional, 3) es 

un espacio de intervención urbana multiescalar, y 4) es un espacio de inclusión y de 

cohesión social. 

Es una red espacial porque al crear espacios verdes interconectados que generan y 

restauran vínculos para dar soporte y proteger procesos, funciones y beneficios que los 

espacios verdes individuales no pueden proporcionar solos (Benedict y McMahon, 2012; 

Quiroz, 2018). En su identificación, diseño y conservación de la red, es fundamental el 

concurso de varias disciplinas, como la planificación, la arquitectura del paisaje, la ecología, 

la biología de la conservación, la silvicultura o el transporte (Cantó, 2014). 

Es un espacio multifuncional, pues potencia y mejora múltiples funciones y servicios 

para favorecer la capacidad del área verde urbana y para ofrecer diversos beneficios, 

creando sinergias y reduciendo conflictos (Andersson et al., 2019; De Kleyn et al., 2020; 

Phillips y Atchison, 2020; Quiroz, 2018). El enfoque multifuncional también se refiere a 

vincular áreas rurales circundantes, incluidas el área metropolitana, con áreas urbanas 

utilizando como corredor amortiguador las áreas periurbanas de transición (Vîlcea et al., 

2014). Asimismo, la IV se define como un instrumento multifuncional que aporta servicios 

ecológicos, económicos y sociales a la sociedad mediante la conservación de una red 

interconectada de espacios que mantienen el funcionamiento de los recursos naturales que 

hacen posible la vida en el territorio (Cantó, 2014).  

En el eje multiescalar se vinculan diferentes niveles espaciales, desde regiones 

metropolitanas hasta comunidades aisladas de pequeña escala. Y la inclusión social se 

refiere a incorporar procesos de planificación participativa socialmente inclusivos, que 

favorecen la creación de confianza a través de la información, incorporación de 

conocimiento y la colaboración, atendiendo las necesidades de las diversas partes 

intervinientes (Eguia y Baxendale, 2019). Desde la perspectiva de algunos autores, la 

infraestructura verde crea cohesión social, debido a que las personas tienen la posibilidad 

de interactuar en los espacios verdes (Moreno et al., 2014; Vîlcea et al., 2014). Los espacios 
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verdes urbanos pueden aumentar las oportunidades de participación social y cultural con 

los beneficios correspondientes, como la inclusión social, las conexiones comunitarias y la 

conservación de la cultura (Mumaw et al., 2019), así como la resiliencia ambiental, el 

mantenimiento de lugares y la diversidad e innovación en la gestión de espacios verdes (De 

Kleyn et al., 2020), mejorando el bienestar psicológico, emocional, social y material de las 

personas y, por lo tanto, la calidad de vida (Mensah et al., 2016). 

Para De Kleyn et al. (2020), la inclusión significa también contar con un proceso de 

quejas, rendición de cuentas, responsabilidad y cuestiones de justicia. La equidad está 

relacionada con el respeto por las opiniones de las partes interesadas, la coherencia y 

ausencia de sesgos, y la consideración de la distribución de costos y beneficios. La 

integración se asocia con las formas en que la ecologización urbana se incorpora a otros 

sectores (horizontal) u otros niveles (vertical) de toma de decisiones. Los beneficios de 

involucrar a los ciudadanos locales en la ecologización urbana, incluida su gobernanza, 

incluyen la oportunidad de desarrollar conjuntamente el conocimiento local a lo largo del 

tiempo, mejorar el bienestar y la conexión de la comunidad, recibir esfuerzos y recursos 

voluntarios, expandir los esfuerzos ecológicos a tierras privadas, vincularse con redes 

locales, así como implementar iniciativas de bajo riesgo donde los proyectos sean de bajo 

costo y pequeña escala (Coffey et al., 2020). 

Sobre la visión territorial y de planeación urbana, algunos autores, como Quintero y 

Quintero (2019), plantean que la IV potencia la relación entre el espacio público y la ciudad, 

entendiendo al éste como espacios de encuentro ciudadano, resultado de la materialización 

de las relaciones entre habitantes y entre el Estado y la ciudadanía. Si bien la IV puede 

potenciar dicha relación, también puede generar exclusión; en ese sentido, procesos como 

la gentrificación sirven como ejemplos de cómo la implementación mal planeada de una IV 

puede cambiar el acceso a beneficios al cambiar las estructuras demográficas del vecindario 

y, a su vez, dar lugar a resultados injustos a mediano o largo plazo, incluido el 

desplazamiento de los más vulnerables (Andersson et al., 2019). Si bien la nueva 

infraestructura verde es importante para vecindarios más saludables y habitables, también 

puede conducir a aumentos localizados en los costos de vivienda, el valor de las 

propiedades y el capital privado dirigido a hacer que las áreas reflejen las preferencias de 

los residentes privilegiados (Anguelovski et al., 2018). 

Desde un enfoque de desarrollo sustentable, la infraestructura verde puede 

aminorar los problemas relacionados con agua, movilidad, espacio público y biodiversidad 

(Vásquez, 2016; Derkzen et al., 2017; Quiroz, 2018). Es cada vez más reconocido que el diseño 

e implementación de la IV puede contribuir a la adaptación climática.  

Los estudios de IV con una perspectiva de adaptación climática suelen centrarse 

sobre los dos problemas más desafiantes que enfrentan las ciudades de los extremos 

meteorológicos más frecuentes: calor e inundaciones. Los impactos de las olas de calor y las 

fuertes lluvias se magnifican en las zonas urbanas debido a la agrupación de personas y a 
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la actividad socioeconómica. La IV puede reducir el calor urbano y las inundaciones gracias 

a sus capacidades de sombra, evaporación, interceptación e infiltración (Derkzen et al., 

2017). 

La dimensión espacial de los servicios ecosistémicos se analiza en relación con su 

aprovisionamiento y los beneficios recibidos, por ejemplo, Fisher et al., (2009) distinguieron 

entre “áreas de producción de servicios” y “áreas de beneficios de servicios”. Asimismo, 

propusieron un esquema de clasificación de tres partes: “in situ” cuando los servicios se 

brindan en el mismo lugar que los beneficios recibidos; es “omnidireccional” cuando los 

servicios benefician al paisaje circundante sin un sesgo direccional específico; y, es 

“direccional” si los servicios se prestan para beneficiar a otra ubicación.  

En su eje agua, la IV utiliza sistemas naturales o seminaturales, como las soluciones 

basadas en la naturaleza para proporcionar opciones de gestión de los recursos hídricos con 

beneficios equivalentes o similares a las infraestructuras convencionales. Además, 

contribuye a reducir riesgos, combinando infraestructuras grises y verdes, para la gestión 

del agua mediante la gestión de las infiltraciones, los flujos superficiales y, por consiguiente, 

la conectividad hidrológica entre los componentes del sistema y del transporte del agua a 

través de llanuras inundables (WWAP, 2018).  

En cuanto a la adaptación al cambio climático, la IV contribuye al aumento de agua 

de recarga de acuíferos. En el proceso de la gestión del agua en las zonas urbanas y 

periurbanas, reduce los riesgos de anegamiento durante el pico de la precipitación, 

repercutiendo dentro o fuera de los límites de la ciudad. Asimismo, contribuye a que la 

ciudad reproduzca el ciclo del agua de manera sustentable, contribuyendo al abastecimiento 

de agua potable en zonas con escasez y al tratamiento adecuado de aguas residuales (Eguia 

y Baxendale, 2019). 

La infraestructura verde urbana se utiliza cada vez más para gestionar y reducir la 

contaminación provocada por la escorrentía urbana. Los ejemplos incluyen muros verdes, 

jardines en azoteas y cuencas de infiltración o drenaje cubiertas de vegetación para 

contribuir al tratamiento de las aguas residuales y reducir la escorrentía de las aguas 

pluviales (WWAP, 2018). Por otro lado, permite la restauración de ecosistemas 

fragmentados por el paisaje urbano e influyan en su articulación con la biodiversidad, 

manteniendo las funciones ecológicas originales y la prestación de servicios ecosistémicos 

que éstos brindan (Quiroz, 2018; Honeck et al., 2020). Entre las contribuciones que puede 

aportar la IV a la biodiversidad se encuentran: incremento de la biocapacidad, mejora de la 

calidad ambiental, control de la erosión, mejora y mantenimiento de las tierras agrícolas, 

protección, mantenimiento y mejora de hábitats naturales, biodiversidad y vida silvestre y 

mejora de la calidad del agua y del aire (Baró et al., 2014; Baxendale y Buzai, 2019). 
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En particular, los árboles urbanos son considerados como “infraestructura crucial” 

que proporciona beneficios y valores tangibles que mejoran la calidad de vida, la seguridad 

y la salud pública (FAO, 2016). Estas revalorizaciones de los árboles urbanos han llevado a 

muchas ciudades de todo el mundo a tomar medidas importantes para promover la 

sostenibilidad y el bienestar a través de la ecologización de las ciudades. En este sentido, los 

bosques urbanos y los árboles que se toman para representarlos se están reconociendo como 

fundamentales para la habitabilidad, la resiliencia y la sostenibilidad de la ciudad (Phillips 

y Atchison, 2020).  

La infraestructura verde es un nuevo marco ecológico que ofrece un enfoque 

estratégico para la conservación de la naturaleza necesario para la sustentabilidad 

ambiental, social y económica de un territorio. Bajo este marco, considera la conservación 

de la naturaleza en relación con el desarrollo de la tierra, la gestión del crecimiento de las 

ciudades y la planificación de la infraestructura construida en los territorios (Eguia y 

Baxendale, 2019). En este orden de ideas, se considera que la IV se apoya en la definición 

conceptual de la sustentabilidad como una pirámide, en donde los ecosistemas viables están 

en la base y sostienen al capital natural, al capital social y al ambiente construido 

(Williamson, 2003, en Vásquez, 2016).  

Los espacios verdes contribuyen a mejorar la salud física al fomentar estilos de vida 

activos y crear condiciones localizadas que reducen las tasas de enfermedades asociadas con 

la contaminación del aire y del ruido. Los espacios verdes también pueden conducir a 

conexiones sociales más fuertes entre los residentes y las organizaciones del área al 

proporcionar un lugar de encuentro para desarrollar y mantener los lazos personales y la 

interacción regular. 

A escala de paisaje y de región, algunos componentes o tipos de infraestructura 

verde corresponden a humedales, bosques, parques intercomunales, corredores ribereños y 

líneas de costa. Estos tipos de infraestructura verde son los que permitirían mantener o 

restaurar procesos ecológicos clave para el funcionamiento a largo plazo de los territorios y 

maximizar los beneficios sociales que se obtienen de ellos. A estas escalas, la IV ayuda a 

mantener o restablecer la integridad del paisaje, que corresponde al estado situación donde 

se hacen compatibles y maximizan la salud de los ecosistemas y el bienestar social.  

Con el fin de sistematizar las características de la infraestructura verde y con ello 

tener elementos de análisis para la normatividad, se presenta la tabla 1, cuyos elementos se 

observarán en el análisis del marco normativo internacional y nacional. 
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Tabla 1. Ejes complementarios en la infraestructura verde 

 

Fuente: elaboración propia con base en la información documental. 

Marco normativo internacional e infraestructura verde 

En esta sección se hace un análisis del marco normativo internacional relacionado con la 

infraestructura verde a partir de la definición y de las características planteadas en las 

secciones anteriores. Se revisan los acuerdos y los tratados internacionales que han sido 

suscritos por nuestro país, con el fin de encontrar bases argumentativas para su 

incorporación en la legislación de nuestro país. 

 

Acuerdo de París 

Este acuerdo entró en vigor el 04 de noviembre de 2016, y fue celebrado en París en 

diciembre de 2015. La ONU (2015), en su 17º periodo de sesiones, estableció que las medidas 

ayudarían a combatir el cambio climático, al acceso equitativo del desarrollo sostenible, así 

como la radicación de la pobreza. Dicho acuerdo fue aceptado por más de 195 países, entre 
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ellos México; y tiene entre sus objetivos hacer todo lo posible para que la temperatura global 

del planeta no suba por encima de 1.5º.C a finales del siglo; asimismo, su objetivo central es 

reforzar la respuesta mundial a la amenaza del cambio climático hacia una economía baja 

en carbono para fortalecer los Objetivos del Desarrollo Sostenible (ODS) de la agenda 2030. 

A continuación, analizamos los artículos que se relacionan con la infraestructura verde: 

El artículo 6, inciso 1, prevé lo siguiente: 

1. Las Partes reconocen que algunas Partes podrán optar por cooperar voluntariamente en la 
aplicación de sus contribuciones determinadas a nivel nacional para lograr una mayor ambición en 
sus medidas de mitigación y adaptación y promover el desarrollo sostenible y la integridad 
ambiental. 

El artículo 7 se refiere a: 

1. Por el presente, las Partes establecen el objetivo mundial relativo a la adaptación, que consiste en 

aumentar la capacidad de adaptación, fortalecer la resiliencia y reducir la vulnerabilidad al cambio 

climático con miras a contribuir al desarrollo sostenible y lograr una respuesta de adaptación adecuada en 

el contexto del objetivo referente a la temperatura que se menciona en el artículo 2. 

2. Las Partes reconocen que la adaptación es un desafío mundial que incumbe a todos, con dimensiones 

locales, subnacionales, nacionales, regionales e internacionales, y que es un componente fundamental 

de la respuesta mundial a largo plazo frente al cambio climático y contribuye a esa respuesta, cuyo fin 

es proteger a las personas, los medios de vida y los ecosistemas, teniendo en cuenta las necesidades urgentes 

e inmediatas de las Partes que son países en desarrollo particularmente vulnerables a los efectos adversos del 

cambio climático. 

Por su parte, el artículo 12 considera: 

Las Partes deberán cooperar en la adopción de las medidas que correspondan para mejorar la educación, la 

formación, la sensibilización y participación del público y el acceso público a la información sobre el cambio 

climático, teniendo presente la importancia de estas medidas para mejorar la acción en el marco del presente 

Acuerdo (ONU, 2015). 

 

Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia 

en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe. Acuerdo de Escazú 

Fue adoptado en Escazú, Costa Rica, y aprobado en Nueva York, el 26 de septiembre de dos 

mil diecinueve, en su 74º periodo de sesiones de la Asamblea General de la ONU. Este 

acuerdo es de carácter vinculante para México y tiene como objetivos: 1) garantizar la 

implementación plena y efectiva en América Latina y el Caribe de los derechos de acceso a 

la información ambiental, la participación pública y el acceso a la justicia en asuntos 

ambientales; 2) crear y fortalecer las capacidades y la cooperación contribuyendo a la 
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protección del derecho de cada persona, de las generaciones presente y futuras, a vivir un 

medio ambiente sano y al desarrollo sostenible (CEPAL, 2019). De dicho acuerdo se 

desprenden algunas disposiciones normativas relacionadas con la infraestructura verde, 

por ejemplo: 

El artículo 1 prevé la obligación de los estados de garantizar el acceso a las personas 

en la participación pública en los asuntos relacionados con el medio ambiente; textualmente 

señala: 

El objetivo del presente Acuerdo es garantizar la implementación plena y efectiva en América Latina y el 

Caribe de los derechos de acceso a la información ambiental, participación pública en los procesos de toma 

de decisiones ambientales y acceso a la justicia en asuntos ambientales, así como la creación y el 

fortalecimiento de las capacidades y la cooperación, contribuyendo a la protección del derecho de cada 

persona, de las generaciones presentes y futuras, a vivir en un medio ambiente sano y al desarrollo sostenible 

(CEPAL, 2019). 

Esto se relaciona con los proyectos de infraestructura verde, ya que los responsables 

del desarrollo de estos proyectos deben y tienen la obligación de escuchar a las personas 

interesadas o posibles beneficiadas, facilitándoles el acceso a la información y participación 

en la toma de decisiones en dichos proyectos, particularmente se desarrolla con el 

componente de planeación participativa. En este sentido, previo a la ejecución de los 

proyectos de infraestructura verde se debe dar dicha participación a las personas, así como 

durante y después, porque estos proyectos se relacionan con el agua y el medio ambiente 

sano para el desarrollo y bienestar de las personas.  

Por consiguiente, y con fundamento en lo dispuesto en el artículo 2, inciso b, se prevé 

la competencia de toda institución pública que ejerce los poderes, la autoridad y las 

funciones en materia de acceso a la información, como: 

 Los órganos, organismos o entidades independientes o autónomos de 

propiedad del Estado o controlados por él que actúen por facultades 

otorgadas por la Constitución o por otras leyes. 

 Las organizaciones privadas cuando reciban fondos o beneficios públicos, 

directa o indirectamente, o que desempeñen funciones y servicios públicos 

(CEPAL, 2019).  

 

Además de lo previsto en el numeral citado, en su inciso d), también se prevé que 

por “público” se entiende una o varias personas físicas o jurídicas y las asociaciones, 

organizaciones o grupo constituidos por esas personas que son nacionales o están sujetas a 

la jurisdicción nacional del Estado Parte, en este caso México. Sin embargo, al invertir en el 

pasí, algunas organizaciones, asociaciones o grupos internacionales se sujetan a su régimen 

jurídico. Por lo tanto, tanto las personas físicas como las morales que desarrollen proyectos 
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de infraestructura verde deben someterse a estas disposiciones previstas en el Acuerdo de 

Escazú de carácter obligatorio (vinculante). En consecuencia, a preverlos en sus proyectos 

de carácter obligatorio y públicos (CEPAL, 2019). 

Asimismo, del Acuerdo de Escazú podemos retomar algunos principios para los 

proyectos de infraestructura verde, como: principio de igualdad y principio de no 

discriminación; principio de transparencia y principio de rendición de cuentas; principio de 

no regresión y principio de progresividad; principio de máxima publicidad; principio de 

soberanía permanente de los Estados sobre sus recursos naturales y principio pro-persona. 

 

Declaración Universal de los Derechos Humanos  

Esta declaración fue aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, en París, el 

10 de diciembre de 1948, en su resolución 2017-A. Consideramos que dichas disposiciones 

tienen relación con los proyectos de infraestructura verde; en específico, el numeral 25, pues 

establece que todas las personas tienen derecho a la salud, al bienestar y a los servicios 

sociales necesarios (ONU, 1948).  

 

Convención Americana sobre los Derechos Humanos  

Esta convención fue suscrita en San José, Costa Rica, del 7 al 22 de noviembre de 1969. De 

esta Convención retomamos los numerales 1 y 2. En el 1 se establece la obligación de los 

Estados Partes de respetar los derechos y las libertades reconocidos y a garantizar su libre y 

pleno ejercicio a toda persona que esté bajo la jurisdicción del Estado Mexicano, incluyendo 

a los estados y municipios, así como a las comunidades y pueblos indígenas de nuestro país, 

sin discriminación por raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de otra 

índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición 

social. Es decir, en todos los proyectos de infraestructura verde o ambiental se debe prever, 

respetar, proteger y garantizar el goce de estos derechos humanos, como no ser 

discriminado de la inclusión de los proyectos por creencias religiosas o condición social 

(OEA, 1969).  

En su artículo 2, se prevé que, cuando los derechos y las libertades de las personas 

no estén reconocidos, entonces los Estados Parte deben iniciar un proceso legislativo de 

derecho interno, es decir, armonizar sus leyes en la materia con el objeto de que sean 

ejercidos por las personas; por ejemplo, el derecho de reunión, señalado en el artículo 15 de 

la Convención citada, reconoce el derecho de asociación pacífica y sin armas; éste sólo puede 

ser limitado por interés de seguridad nacional, seguridad, orden público, protección a la 

salud, entre otros (OEA, 1969).  
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Otro artículo afín es el 16, el cual aborda el derecho de asociación, es decir, toda 

persona puede asociarse libremente con fines sociales; consideramos que esta disposición 

se relaciona con las infraestructuras, pues las personas pueden asociarse con fines sociales, 

como es el derecho a un medio ambiente sano y los derechos al agua y al saneamiento, 

solicitando que en dichos proyectos de infraestructura se cumpla con agua suficiente, 

salubre, asequible y suficiente para una sostenibilidad de dichos proyectos, antes durante y 

después de haberlos ejecutado (OEA, 1969).  

Por último, retomamos lo dispuesto en el numeral 23 sobre los derechos políticos, 

donde en el punto 2, inciso a), se señala que las personas tienen derecho a participar en la 

dirección de los asuntos públicos o por medio de representes elegidos libremente. Al 

respecto, opinamos que todas las personas beneficiadas de estos proyectos de 

infraestructura verde tienen derecho a participar cuando sean desarrollados por las 

autoridades e, incluso, por los particulares; por ello, es recomendable que todo proyecto de 

este tipo sea consultado previamente con los beneficiarios y se les invite a tomar parte de 

éstos de común acuerdo (ver tabla 2). 

Tabla 2. Análisis sobre los ejes de infraestructura verde y los acuerdos internacionales 

 

Fuente: elaboración propia con base en la documentación (OEA, 1969). 
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Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS)  

En la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas se adoptó la agenda 

2030 para un Desarrollo Sostenible, la cual consiste en un plan de acciones a favor de las 

personas, del planeta y de la prosperidad. Se plantean 17 objetivos y 169 metas de carácter 

integrado e indivisible que abarcan aspectos económicos, sociales y ambientales. 

La agenda tiene una vigencia de 15 años. Al respecto, los Estados parte se 

comprometieron a implementar los medios necesarios con las alianzas centradas, 

especialmente en las necesidades de las más pobres y vulnerables. De los 17 objetivos 

señalados en los presentes ODS, consideramos que ocho tienen relación, transversalidad e 

indivisibilidad con las infraestructuras verdes; a saber: objetivo 3, Salud y bienestar; objetivo 

6, Agua limpia y saneamiento; objetivo 7, Energía asequible y no contaminante; objetivo 9, 

Industria innovación e infraestructura; objetivo 11, Ciudades y comunidades sostenibles; 

objetivo 13, Acción por el clima; objetivo 15, Vida de ecosistemas terrestres; y objetivo 17, 

Alianzas para lograr los objetivos. 

Los anteriores objetivos de Desarrollo Sostenible son indivisibles e integrales con un 

enfoque en derecho humano al acceso, a la disposición y al saneamiento de agua, así como 

al derecho humano a un medio ambiente sano para el desarrollo y bienestar de las personas; 

por tales motivos, consideramos que se relacionan con infraestructura verde y agua. Por 

ejemplo: en materia de agua y saneamiento, el objetivo 6, que habla sobre garantizar su 

disponibilidad, se relaciona con infraestructura verde e, incluso, sugiere la posibilidad de 

instalar una planta de tratamiento de aguas residuales.  

En materia de medio ambiente y acciones para hacer frente al cambio climático, 

destacan los ODS 9, 11, 13 y 15, los cuales buscan adoptar medidas para combatir el cambio 

climático y sus efectos; la infraestructura verde es un elemento de planificación importante 

para tales efectos. 

 

Análisis del Marco Normativo Nacional 

En este apartado se analiza el marco normativo mexicano con la intención de identificar qué 

leyes pueden servir como referencia para abordar la infraestructura verde, así como para 

identificar vacíos legales y áreas de oportunidad. 

 

Ley General de Asentamientos Humanos y Desarrollo Territorial y Urbano 

Esta Ley fue publicada en el Diario Oficial de la Federación el 28 de noviembre de 2016 y su 

última reforma fue el 6 de enero de 2020. En su artículo 1, se establece que las normas básicas 

y los instrumentos de gestión son de observancia general con pleno respeto a los derechos 

humanos y el Estado tiene la obligación de promoverlos, respetarlos, protegerlos y 

garantizarlos plenamente (DOF, 2016). 
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Asimismo, en este artículo se señala la concurrencia de las autoridades y se fijan los 

criterios de sus respectivas competencias para la planeación, garantizando en todo 

momento la protección y el acceso equitativo a los espacios públicos. En su fracción V, se 

encuentra el fundamento a la planeación participativa: “propiciar mecanismos que 

permitan la participación ciudadana en particular para las mujeres, jóvenes y personas en 

situación de vulnerabilidad, en los procesos de planeación y gestión del territorio con base 

en el acceso a información transparente, completa y oportuna”. Se encuentra reforzado por 

el principio de participación democrática y transparencia, previsto en la fracción V del 

artículo 4 (DOF, 2016). 

En cuanto al derecho a asentamientos humanos sustentables, resilientes, saludables, 

productivos, equitativos, justos, incluyentes, democráticos y seguros, se encuentra 

establecido en el artículo 2. Asimismo, en el artículo 4 encontramos más argumentos que 

pueden dar sustento a un enfoque de desarrollo sustentable e infraestructura verde; por 

ejemplo, se plantean los principios de resiliencia, seguridad urbana y riesgos (fracción VIII), 

y sustentabilidad ambiental (fracción IX) (DOF, 2016). 

Respecto a las competencias, la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y 

Urbano (SEDATU) es la entidad nacional de conducir la política de asentamientos humanos, 

así como el ordenamiento territorial; cada nivel de autoridad tiene diferentes competencias 

(ver tabla 3). 

Tabla 3. Competencias en materia de asentamientos humanos, desarrollo urbano y ordenamiento territorial 

 

Fuente: elaboración propia con base en la Ley de Asentamientos Humanos y Desarrollo Territorial y Urbano (DOF, 2016).  
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La Ley considera instancias de participación a través de los Consejos Nacional, 

Estatal y Municipal, los cuales pueden conocer y opinar en materia de ordenamiento 

territorial y desarrollo urbano dependiendo de la escala en donde se conformen. 

Por otro lado, los instrumentos de planeación que se relacionan con la infraestructura 

verde son los cuatro considerados en el art. 23: la estrategia nacional de ordenamiento 

territorial; los programas estatales de ordenamiento territorial y desarrollo urbano; los 

programas de zonas metropolitanas o conurbaciones; y los planes o programas municipales 

de desarrollo urbano. 

 

Ley de Planeación 

Fue publicada en el Diario Oficial de la Federación el cinco de enero de 1983; su última 

reforma fue publicada en el mismo diario el 16 de febrero de 2018 (vigencia hasta el 1 de 

diciembre de 2024). El artículo 2º señala que la planeación debe llevarse a cabo como  

un medio para el eficaz desempeño de la responsabilidad del Estado sobre el desarrollo equitativo, incluyente, 

integral, sustentable y sostenible del país, con perspectiva de interculturalidad y de género, y deberá tender a 

la consecución de los fines y objetivos políticos, sociales, culturales, ambientales y económicos contenidos en 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Asimismo, la planeación nacional de desarrollo se define como la ordenación 

racional y sistemática de acciones en materia de regulación y promoción de la actividad 

económica, social, política, cultural, de protección al ambiente y aprovechamiento racional 

de los recursos naturales, así como de ordenamiento territorial de los asentamientos 

humanos y desarrollo urbano. 

 

Ley General del Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente 

Esta ley fue publicada en el Diario Oficial de la Federación el 28 de enero de 1988; asimismo, 

su última reforma se publicó en éste el cinco de junio de 2018. En su artículo 1 señala que es 

reglamentaria de las disposiciones de carácter constitucional, en lo referente a la 

preservación y a la restauración del equilibrio ecológico, la protección al ambiente; por 

tanto, es de orden público e interés social y su objetivo es propiciar el desarrollo sustentable. 

Además, en esta ley encontramos todo lo vinculado al eje de desarrollo sustentable 

que forma parte de la infraestructura verde; por ejemplo, en el artículo 1 se plantea todo lo 

relacionado con la preservación y la protección de la biodiversidad; la prevención y el 

control de la contaminación del agua, aire y suelo, y se garantiza la participación 

corresponsable de las personas en la preservación y protección del medio ambiente. 
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Respecto a la distribución de competencias y de coordinación, se encuentra en el 

artículo 4, pues establece que la federación, las entidades federativas y los municipios deben 

ejercer sus atribuciones en lo relacionado con lo previsto en el artículo 1, el cual ya se 

mencionó, además de aplicar los instrumentos de la política. Asimismo, en este artículo, en 

la fracción VII, se establece la regulación del aprovechamiento sustentable y la prevención 

y el control de la contaminación de las aguas de jurisdicción estatal, así como de las aguas 

nacionales que tengan asignadas. Mientras que en la fracción XV se prevé la promoción de 

la sociedad en lo referente al ambiente. 

En cuanto a las competencias de las entidades federativas se encuentran 

fundamentadas, principalmente, en el artículo 7, fracción I, que señala que la formulación, 

la conducción y la evaluación de las políticas ambiental son de carácter estatal; es decir, en 

su jurisdicción estatal. Y en la fracción VIII se establece la regulación del aprovechamiento 

sustentable y la prevención y control de la contaminación de las aguas de jurisdicción 

estatal; así como de las aguas nacionales que tengan asignadas. Por su parte, en la fracción 

XIII se señala la vigilancia del cumplimiento de las normas oficiales mexicanas expedidas 

por la federación. Aunque no se ha señalado, las infraestructuras verdes deben están 

sometidas a la vigilancia por parte de las autoridades en materia de Normas Oficiales 

Mexicanas para la preservación y la restauración del equilibrio ecológico. 

Los Programas de Ordenamiento Ecológico se encuentran considerados en el 

artículo 19 BIS, así como su escala territorial (general del territorio, regional, local y marino). 

La formulación, el contenido y el procedimiento de cada programa se encuentran 

establecidos del artículo 20 BIS 1 al 20 BIS 7.  

Por otro lado, los instrumentos económicos para incentivar el cumplimiento de los 

objetivos de la política ambiental y acciones para la protección, la preservación o 

restauración del equilibrio ecológico se encuentran en los artículos 21 y 22. 

En relación con la multifuncionalidad que debe contener todo proyecto de 

infraestructura verde, la encontramos en el art. 23, fracción II; a saber: “en la determinación 

de los usos del suelo, se buscará lograr una diversidad y eficiencia de éstos y se evitará el 

desarrollo de esquemas segregados o unifuncionales, así como las tendencias a la 

suburbanización extensiva”. 

De acuerdo con el artículo 88, fracción III, para mantener la integridad y el equilibrio 

de los elementos naturales que intervienen en el ciclo hidrológico, se debe considerar la 

protección de suelos y áreas boscosas y selváticas y el mantenimiento de caudales básicos 

de las corrientes de agua, así como la capacidad de recarga de los acuíferos; por lo tanto, 

este artículo considera la protección del medio ambiente y el desarrollo sustentable.  
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En este sentido, en el art. 92 se considera que, con el propósito de asegurar la 

disponibilidad del agua y abatir los niveles de desperdicio, las autoridades competentes 

promoverán el ahorro y el uso eficiente del agua, el tratamiento de aguas residuales y su 

reutilización. Por otro lado, el artículo 98 aborda la preservación y el aprovechamiento 

sustentable del suelo, y se consideran algunos criterios: 

I. El uso del suelo debe ser compatible con su vocación natural y no debe alterar 

el equilibrio de los ecosistemas. 

II. El uso de los suelos debe hacerse de manera que éstos mantengan su 

integridad física y su capacidad productiva. 

III. Los usos productivos del suelo deben evitar prácticas que favorezcan la 

erosión, degradación o modificación de las características topográficas, con 

efectos ecológicos adversos. 

En este apartado cabe mencionar también la normatividad asociada a las Áreas 

Naturales Protegidas (ANP), las cuales se encuentran definidas en la Ley General de 

Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente; en su artículo 3, se establece que las ANP 

son consideradas como zonas del territorio nacional, en donde los ambientes originales no 

han sido significativamente alterados por la actividad del ser humano o que requieren ser 

preservadas y restauradas y están sujetas al régimen previsto en la presente ley; aunque no 

estén denominadas como infraestructura verde, los Programas de Manejo de las ANP’s 

definen zonas de uso público o reconocen asentamientos humanos y regulan el tipo de 

infraestructura que debe haber en esas zonas (artículo 66, fracción de la Ley General de 

Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente). 

 

Ley General de Cambio Climático 

Esta ley fue publicada en el Diario Oficial de Federación el 06 de junio de 2012; asimismo, 

su última reforma se publicó en éste el 13 de julio de 2018. Es reglamentaria de las 

disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de 

protección al ambiente, desarrollo sustentable, preservación y restauración del equilibrio 

ecológico. 

En su artículo 2 se garantiza el derecho a un medio ambiente sano y se establece la 

concurrencia de las facultades en los diferentes órdenes de gobierno para elaborar y aplicar 

la adaptación al cambio climático y la mitigación de emisiones de gases y compuestos de 

efecto invernadero (DOF, 2012). 

En cuanto al ámbito de competencias, el artículo 5 señala que la federación, las 

entidades federativas, el Distrito Federal (ahora Ciudad de México) y los municipios tienen 

atribuciones para la mitigación y la adaptación al cambio climático. Por otra parte, esta ley 

crea el Instituto Nacional de Ecología y Cambio Climático (INECC), el cual es un organismo 
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público descentralizado de la administración pública federal y tiene como objetivo 

coordinar y realizar estudios de investigación en materia de cambio climático, protección al 

ambiente y preservación y restauración del equilibrio ecológico, así como emitir 

recomendaciones sobre las políticas y acciones en mitigación o adaptación al cambio 

climático, entre otras más (art. 15) (DOF, 2012). 

Sobre esta ley nos gustaría destacar dos artículos relacionados con la infraestructura 

verde: el artículo 33, el cual prevé las políticas públicas para la mitigación, pues es 

importante promover la protección del medio ambiente, el desarrollo sustentable y el 

derecho a un medio ambiente sano a través de la mitigación de emisiones; y el artículo 48, 

que establece las atribuciones del presidente de la Comisión Intersecretarial de Cambio 

Climático, como las previstas en la fracción V; entre éstas, firmar, en su carácter de 

representante de la autoridad nacional designada conforme al mecanismo de desarrollo 

limpio, las cartas de aprobación de proyectos emitidos, a fin de determinar que promueven 

el desarrollo sustentable del país (DOF, 2012). 

Por último, en el transitorio tercero, se señala que las dependencias y las entidades 

de la administración pública federal centralizada y paraestatal, las entidades federativas y 

los municipios deberán implementar las acciones necesarias en mitigación y adaptación, de 

acuerdo con sus atribuciones y competencias para alcanzar las metas aspiracionales y los 

plazos indicativos (DOF, 2012). 

 

Ley de Aguas Nacionales 

La Ley de Aguas Nacionales (LAN) fue publicada en el Diario Oficial de la Federación el 01 

de diciembre de 1992, y reformada el 29 de abril de 2004; su última reforma se publicó en el 

mismo diario el 6 de enero de 2020. Esta Ley es el instrumento normativo secundario de 

carácter federal y reglamentario de lo mandatado en el artículo 27, párrafo sexto de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de agua y saneamiento. Tiene 

por objeto regular la explotación, el uso o el aprovechamiento de las aguas nacionales y sus 

bienes públicos inherentes (artículo 1 de la LAN) (DOF, 1992). 

Asimismo, esta ley no cuenta con una definición de infraestructura verde y, por 

tanto, no hay instrumentos específicos; sin embargo, podemos encontrar algunos elementos 

que pueden servir de base para el diseño de una política pública sobre el tema. 

Sobre las atribuciones a nivel nacional en materia de agua y bienes públicos 

inherentes, destacan las previstas en el numeral 9, fracciones X, XIII y XX, particularmente. 

En este sentido, la fracción X establece las atribuciones de la Comisión Nacional de Agua, 

las cuales se observan en la tabla 4. 
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Tabla 4. Aspectos relacionados con la IV en la Ley de Aguas Nacionales 

 

Fuente: elaboración propia con base en la Ley de Aguas Nacionales (DOF, 1992). 

En cuanto a la política hídrica, el 14 BIS 5, fracción I, establece que “el agua es un 

bien de dominio público federal, vital, vulnerable y finito, con valor social, económico y 

ambiental, cuya preservación en cantidad y calidad y sustentabilidad es tarea fundamental 

del Estado y la sociedad, así como prioridad y asunto de seguridad nacional”. 

Los elementos básicos de la política hídrica nacional, entre otros, se encuentran 

previstos en artículo 14 BIS 6, en su fracción 1, el cual estable que “la planificación hídrica 

incluye los ámbitos local, estatal, cuenca hidrológica, región hidrológica-administrativa y 

nacional”. 

En este mismo tenor, la planificación y la preservación hídrica están previstas en el 

artículo 15 de la misma LAN: “la planificación hídrica es de carácter obligatorio para la 

gestión integrada de los recursos hídricos, la conservación de recursos naturales, 

ecosistemas vitales y el medio ambiente”. 
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Resultados y conclusiones 

La infraestructura verde tiene poco tiempo de existir; por lo tanto, en algunos países, como 

México, aún no se cuenta con un marco conceptual y legal dentro de los instrumentos 

normativos y menos una armonización jurídica en la materia. Sin embargo, con la intención 

de tener bases conceptuales, se revisó tanto su origen como las diferentes definiciones, 

encontrándose elementos en común que nos permitieron identificar dos ejes analíticos 

complementarios: un enfoque de planeación y otro ligado al desarrollo sustentable.  

El enfoque de planeación implica: una red espacial (conectividad), un espacio 

multifuncional (combina, potencia y mejora múltiples funciones y servicios), un espacio de 

intervención urbana multiescalar (local, regional, metropolitano, nacional, transnacional) y 

un espacio de inclusión social (planeación participativa), por lo que es importante la 

participación de la población.  

El desarrollo sustentable ofrece: protección de la biodiversidad y calidad ambiental 

de los recursos (incremento de la biocapacidad y mejora de la calidad del agua, etc.), 

adaptación al cambio climático (aumento de agua de recarga de acuíferos, mejora la 

permeabilidad ecológica, etc.), mitigación al cambio climático (reducción del efecto de calor 

de isla urbana, por ejemplo) y mejoramiento de la salud física al fomentar estilos de vida 

activos y crear condiciones localizadas que reducen las tasas de enfermedades asociadas con 

la contaminación del aire y del ruido.  

Para los estudios urbanos ambientales, la IV es una oportunidad para analizar cómo 

se relaciona lo ambiental y lo urbano en un mismo territorio; en tal sentido, estos dos ejes 

(planeación y desarrollo sustentable) no deben concebirse separados, pues su imbricación 

posibilitaría una forma distinta de la política pública en el territorio, por lo que su 

implementación no tiene una localización urbana o ambiental determinada; esto es, concebir 

al territorio y la población que los ocupa sin detrimento de su entorno natural.  

Estos ejes nos sirvieron para revisar los diferentes acuerdos internacionales que 

México ha firmado, así como a recuperar elementos que proveen argumentos para su 

incorporación en la normativa del país. Del Acuerdo de Escazú, destacamos la participación 

y el acceso a la información a la población, los cuales son aspectos sustantivos en la 

planeación participativa que requiere el desarrollo de proyectos y políticas vinculadas con 

la infraestructura verde. Aunado a ello, en los instrumentos normativos, es necesario 

incorporar a la IV como un instrumento de inclusión social y tener controles para evitar 

procesos de gentrificación. Por su parte, el Acuerdo de París aporta una visión de desarrollo 

sustentable y un marco de acciones necesarias que cada país debe tener para fortalecer una 

política sólida en el tema. 

Sobre el análisis del marco normativo en México, acentuamos que, aún sin tener una 

ley específica sobre la materia, existen diferentes leyes que ofrecen un marco de actuación; 

por ejemplo, la Ley General de Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente plantea las 

atribuciones mínimas indispensables para implementar acciones en materia de desarrollo 
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sustentable a través de la IV; y la Ley de Asentamientos Humanos proporciona el marco de 

actuación para el ordenamiento del territorio y el desarrollo urbano. Sin embargo, son 

insuficientes, mientras no se incorpore una definición de infraestructura verde y se 

establezcan roles y funciones claros para el desarrollo de una política urbano ambiental a 

nivel nacional; por tanto, consideramos que sí debe incluirse en el marco normativo 

nacional, con directrices a nivel municipal para que logre implementarse en el territorio, lo 

que comprendería no sólo una ley nacional que reconozca el tema, sino una armonización 

en leyes estatales y municipales. 

Finalmente, la definición de IV debe tener un enfoque integrador en el ordenamiento 

del territorio, que establezca nodos y enlaces de conexión para lograr tanto beneficios 

sociales como la preservación del ecosistema. Asimismo, con la intención de contribuir a la 

sensibilización del tema y generar consenso entre los distintos actores, es fundamental su 

incorporación a la población en la planificación de la infraestructura verde. De modo que 

con su reconocimiento e incorporación en la normativa se podrá avanzar en la 

implementación de las infraestructuras verdes en diferentes escalas territoriales y se podrá 

contar con políticas públicas más sólidas y de largo alcance. 
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Resumen  

En este trabajo de investigación se estudió la remoción de un colorante disuelto en fase acuosa empleando como biosorbente 

residuos orgánicos de infusiones. El colorante utilizado fue el azul de metileno y el biomaterial fue remanente de té verde. El 

experimento de biosorción fue tipo batch; las concentraciones de las soluciones sintéticas del colorante azul de metileno fueron 

5, 10, 20, 30, 40, 50 mgL-1. Se tomaron 10 mL de cada solución y pusieron en contacto con 10 mg del biomaterial en tubos de 

ensayo. Las muestras del tratamiento fueron recolectadas en periodos de 5 minutos; posteriormente, se emplearon los equipos 

de espectrofotometría de ultravioleta y el equipo digestión DQO hach para determinar el porcentaje de remoción del colorante 

y establecer la reducción de la variable de control la Demanda Química de Oxígeno (DQO). Los resultados mostraron que a 

los 5 minutos de contacto se genera la máxima remoción de colorante azul de metileno. El proceso de tratamiento generó 

excelentes resultados para concentraciones bajas del contaminante, que fueron casi del 99% de eficacia. El porcentaje de 

eficiencia de la disminución del colorante estuvo en función de la concentración del colorante. Se concluyó que la biosorción 

del colorante se puede realizar utilizando residuos orgánicos de infusiones. El proceso de biosroción se ajustó al modelo teórico 

de isoterma de Freundlich con un coeficiente de Pearson (r2 = 0.998). 

Palabras clave: biosorción, azul de metileno, isoterma de adsorción.  

 

Abstract 

In this research work, the removal of a dye dissolved in the aqueous phase was studied using organic waste from infusions as 

a bio sorbent. Methylene blue was de the dye used and remnants of Green tea were the biomaterials. The bio sorption 

experiment was a batch type, the concentrations of the synthetic solutions of colorant dye were 5, 10, 20, 30, 40 y 50 mgL-1. 10 

mL of each solution were taken and they were put in contact with 10 mg of biomaterial in test tubes. The treated samples were 

collected in periods of 5 minutes. Later on, the ultraviolet spectrophotometry and hach equipment were used to determine the 

colorant removal degree and to establish the control variable reduction the oxygen chemical demand. The results 

demonstrated that after 5 minutes of contact the maximum dye removal of blue methylene was executed.  The process of this 

treatment yielded excellent results for low concentrations of the pollutant giving as a result 99% of efficiency. The percentage 

of effectiveness on diminishing the colorant concentration. It was concluded that bio sorption of the dye can be performed 

using organic residues from infusions. The bio sorption process was fitted to the theoretical Freundlich isotherm model with 

a Pearson coefficient (r2=0.998). 

Keywords: bio sorption, methylene blue, isotherm. 
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Introducción 

La contaminación ambiental afecta a nuestro planeta; este escenario puede definirse como 

la incorporación de sustancias químicas al ambiente en concentraciones altas que causan 

efectos nocivos en los seres humanos, animales y vegetales (Beltrami, 2001). La 

contaminación del ambiente tiene varias manifestaciones como la del agua, que puede ser 

por compuestos artificiales tanto orgánicos como inorgánicos; dichos materiales afectarían 

al olor, color, turbiedad, temperatura del agua; asimismo, algunos agentes biológicos, como 

bacterias, hongos, protozoarios, algas y virus, provocan la generación de enfermedades en 

los seres vivos que habitan y coexisten en el medio ambiente (Mercado, 2012). 

El origen de la contaminación es muy variado, pero algunos causantes son: a) los 

desechos urbanos e industriales, b) los drenados de la agricultura y de minas, c) la erosión, 

d) los derrames de sustancias tóxicas (accidentes o intencionales), e) los efluentes de plantas 

depuradoras, f) los subproductos de procesos de depuración, g) la ruptura de drenajes, entre 

otros (Jiménez, 2001). En cada una de estas condiciones, la afectación en los cuerpos de agua 

puede apreciarse a simple vista, específicamente en las variables de color y olor.  

A la par de este problema, se busca que las soluciones puestas sobre la mesa se 

vinculen con el desarrollo sostenible. Este caso particular de investigación se empalma con 

el manejo sustentable de los residuos que se generan dentro de las mismas urbes, cuyo uso 

sustentable involucra la intervención tanto de las autoridades municipales de servicios de 

limpia como de los distintos órdenes de gobierno responsables del desarrollo económico y 

social, de la protección al ambiente y la salud, de la educación y desarrollo científico y 

tecnológico, de energía, y otras, además de los sectores de la sociedad (Cortinas de Nava, 

s/f).   

El planteamiento fue manipular los residuos orgánicos de infusiones señalados 

como té, ya que debido a su naturaleza son una fuente de carbono que puede reutilizarse 

para investigaciones científicas. Este proyecto se fundamenta en que Canadá, México y 

Estados Unidos en conjunto generan aproximadamente 265 millones de toneladas anuales 

de residuos orgánicos. De esta cantidad, en los sectores residencial y comercial se desvían 

cerca de 75 millones de toneladas por medio de actividades como digestión anaeróbica y 

compostaje industriales, en tanto que 190 millones de toneladas se envían a disposición 

final. Canadá y Estados Unidos registran en forma individual una tasa de desvío de residuos 

orgánicos para aprovechamiento de 32%, en comparación con la tasa en México de 7% 

(SEMARNAT, 2011).  

De ahí, este diseño toma el terreno de desarrollo sustentable y gira en torno al reúso 

de estos residuos orgánicos que pueden ser empleados en la búsqueda de soluciones de la 

remoción de contaminantes disueltos en agua residual. Esta idea empieza a desarrollarse y 

aplicarse en investigaciones científicas, debido a que las sustancias contaminantes vertidas 

por el hombre tienen características químicas específicas. Asimismo, en este siglo XXI, se 

demanda que los métodos de remoción sean más amigables con el medio ambiente. 
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El problema de contaminación del agua, abordado en este estudio, en las últimas tres 

décadas se han reportado métodos de decoloración biológica, física y química, por 

industrias específicas, como la papelera y la textil. De manera específica, en diversas 

investigaciones y propuestas se han desarrollado procesos de tratamiento para la 

eliminación de colorantes de aguas residuales, tales como: a) degradación foto catalítica 

(Sohrabi y Ghavam, 2008), b) degradación sonoquímica (Abbasi y Asl, 2008), c) 

ultrafiltración mejorada micelar (Zaghbani, Hafiane y Dhahbi, 2008), d) membranas de 

intercambio catiónico (Wu, Liu, Chu y Suen, 2008), e) degradación electroquímica (Fan, 

Zhou, Yang, Chen y Yang, 2008), f) degradación químico-biológica (Sudarjanto, Keller-

Lehmann y Keller, 2006), g) tratamiento foto solar-Fenton acoplado con proceso biológico 

(García et al., 2008) y h)  tratamiento biológico (Lodha y Chaudhari, 2007).  

De entre estas numerosas técnicas de eliminación de colorantes, la biosorción es el 

procedimiento de elección y ha generado excelentes resultados, ya que puede ser utilizado 

para eliminar diferentes tipos de colorantes disueltos en fase acuosa. Esto inclina la 

reutilización en general de los residuos orgánicos de manera sustentable y ha generado 

numerosas investigaciones sobre el desarrollo de adsorbentes más baratos y efectivos. En 

estos estudios se han utilizado materiales naturales, residuos orgánicos de desechos de 

materiales de la agricultura para remover sustancias disueltas en el agua (Jain, Gupta y 

Suhas, 2003).   

Por citar algunos casos, Crominski da Silva y Teixeira de Abreu Pietrobelli (2019) 

utilizaron la biomasa de la extracción del aceite de semilla de chía, con la finalidad de 

remover al colorante textil reactivo amarillo B2R de soluciones acuosas en un sistema por 

lotes. Este material orgánico como residuo no requirió un tratamiento previo; el proceso de 

biosorción respondió muy bien a una temperatura de 303 oK y un tiempo de contacto de 

hasta 60 min; los resultados mostraron una prometedora aplicación altamente práctica en 

aguas residuales de industrias textiles. El proceso de biosorción se concluyó efectivo por 

cinética, termodinámica y estudios de equilibrio. El estudio teórico de adsorción de isoterma 

indicó la capacidad de biosorción máxima de 70.95 mg g-1 y un parámetro de 

heterogeneidad de 1.2785; ambos sugieren una buena capacidad de eliminación de 

contaminantes por biosorbente y un ligero grado de heterogeneidad de la superficie del 

biosorbente (Crominski da Silvaa y Teixeira de Abreu Pietrobelli, 2019). 

Por su parte, Khalid y Taha (2015) compararon la paja de trigo y carbón activado 

como biosorbentes; los experimentos se realizaron por lotes utilizando un agitador 

mecánico, y la temperatura fue al ambiente. Se emplearon soluciones sintéticas del colorante 

azul de metileno a las concentraciones de 5, 20, 30, 50, 70 y 90 mgL-1, de cada una de las 

soluciones el pH fue ajustado a los valores de 2.5 a 10.5. El biomaterial tuvo un 

pretratamiento químico ácido con una solución diluida de ácido sulfúrico para incrementar 

su capacidad de biosorción. Los tiempos de contacto fueron en periodos de 30 minutos hasta 
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llegar a los 180 minutos. El experimento se realizó a diferentes dosis (0.1-1g) del biomaterial; 

los resultados mostraron que, para la paja de trigo modificado, el modelo teórico de 

isoterma que se ajusta en cuanto a la biosorción es el de Freundlich, y, para el carbón 

activado, el de Langmuir (Khalid y Taha, 2015).  

Del mismo modo, Brungesh et al. (2015) utilizaron residuos orgánicos de haba de la 

India para remover Cr(VI) disuelto en fase acuosa; este biomaterial tuvo un pretratamiento 

químico con la finalidad de incrementar su capacidad de biosorción. Los tiempos de 

contacto fueron durante 30 minutos hasta llegar a los 180 minutos y la variable control de 

los experimentos fue el pH.  Al término del estudio experimental, se determinó que la 

eliminación máxima del Cr(VI) fue del 99.8% a un valor de pH de 1 y los resultados 

generados mostraron que la biosorción se ajustó al modelo teórico de isoterma de 

Freundlich (Brungesh et al., 2015). 

Además, Pandhare, Trivedi, Pathrab y Dawande (2013) realizaron un estudio de 

remoción de Cd(II) y Pb(II) empleando residuos de hojas de un árbol perteneciente a la 

familia Meliaceae conocido como Neem. El estudio se realizó en un sistema continuo con 

diferentes tiempos de contacto; las cuantificaciones de los iones señalados mostraron que la 

capacidad de adsorción incrementó con la disminución de la concentración del Cd (II) y Pb 

(II) (Pandhare et al., 2013).  

 

Metodología 

En este apartado se describen las etapas de las actividades desarrolladas en la investigación; 

de manera resumida, se presenta en la figura 1. 

 

Figura 1. Diagrama de las etapas de la investigación 

 

Fuente: elaboración propia. 
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A continuación, se muestra del desglose de las diferentes etapas por las cuales se 

efectuó la investigación.  

 

a) Preparación del residuo orgánico a emplearse de manera natural y lavado con 

alcohol etílico. 

En cuanto a este punto, a continuación, se enumeran las actividades: 

 

 Secado: en este tratamiento se utilizaron residuos orgánicos de té verde, los cuales 

se secaron por 7 días a los rayos del sol a temperatura ambiente; posteriormente, se 

terminaron de deshidratar a 70 oC por 5 horas en una estufa del laboratorio. 

 Tamizado: una vez seca la biomasa, se pasó por una malla de 40 mesh a fin de tener 

un tamaño de partícula homogéneo. Posteriormente, el biomaterial se lavó en 

repetidas ocasiones con alcohol etílico al 98%.  

 

b) Preparación del colorante: se pesaron 0.5 gr del colorante y se transfirieron a un 

matraz aforado de 1 L con la finalidad de preparar una solución madre de 500 mgL-

1. Posteriormente, mediante diluciones, se prepararon soluciones de 5, 10, 20, 30, 40, 

50 y 60 mgL-1 del mismo compuesto, con las cuales se preparó la curva patrón con la 

que se trabajó el equipo de espectrometría de ultravioleta en un intervalo de 200 a 

900 nm. Con estos datos, se generó una ecuación de la recta con un coeficiente de 

correlación (r2) con un valor de 0.98 y esto estableció el punto de referencia para la 

determinación de la cantidad de colorante removido de las soluciones que se puso 

en contacto con el biomaterial. 

 

c) Etapa de contacto entre residuo orgánico y soluciones del colorante. En este punto 

se desglosa:  

 

- Tiempo de contacto: de cada una de estas soluciones del colorante, se tomaron 10 mL 

de muestra (con valores de pH a un intervalo de 6.5- 7.3 y temperatura ambiente) y 

se pusieron en contacto con la biomasa del té verde (100 mg) en tubos de ensayo. 

Mediante agitación mecánica (por medio de un rotor mecánico a 60 rpm), se llevó a 

cabo la adsorción; los tiempos de contacto fueron de 5, 10, 15, 20, 25, 30 minutos; este 

proceso se realizó por triplicado. 

 

d) Estudio de espectrometría de ultravioleta: una vez llevada a cabo la adsorción, para 

cada una de las soluciones se procedió a la separación del biomaterial, mediante 

filtración. La solución resultante contenía el colorante no adsorbido por el 

biomaterial, a estas soluciones se les determinó la cantidad de colorante disuelto. Se 



 
Eduardo Campos-Medina y Carolina Garduño-Urbina: Reutilización de residuos orgánicos de infusiones… 

 

134 
 

realizó midiendo la absorbancia de las muestras resultantes en un equipo de 

espectrofotometría de ultravioleta Perkin Elmer Lambda 25. Dicha absorbancia fue 

transformada a concentración a través de la correspondiente ecuación de la recta 

generada de la curva de calibración que el mismo equipo generó de soluciones 

patrones del colorante a diferentes concentraciones.  

 

e) Modelos teóricos de adsorción: el estudio de los modelos teóricos de la adsorción, 

en este caso una biosorción, ayuda a entender el comportamiento del analito 

(colorante) con respecto a la superficie del material. Es decir, la interpretación de 

cómo el colorante se adhiere a la superficie de los compuestos orgánicos que 

constituyen al té verde. Con el modelo de Langmuir, el argumento teórico señala 

que el contaminante se adsorbe sobre el biomaterial formando una monocapa en una 

superficie homogénea (Rivas, Nuñez, Longoria, y Gonzalez, 2014). Por el contrario, 

con el modelo de Freundlinch, la argumentación señala que el analito se adsorbe 

formando una monocapa pero con la diferencia de una superficie heterogénea (Rivas 

et al., 2014).  

 

Con estas interpretaciones y con los datos que se obtuvieron, se calcularon las 

respectivas isotermas teóricas de los autores de Langmuir y Freundlich después del 

fenómeno de adsorción. Las fórmulas de cada uno de los modelos son las siguientes: 

 

- Modelo de la isoterma de Langmuir: 

 

 

Donde: 

 𝑞𝑒  = Cantidad de soluto adsorbido por peso unitario de adsorbente (mgg-1) 

𝑄𝑜 = Cantidad de soluto adsorbido que forma una monocapa por peso unitario         

        de adsorbente (mgg-1) 

𝑏 = Constante empírica (Lmg-1) 

𝐶𝑒 = Concentración en equilibrio (mgL-1)  
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- Modelo de la isoterma de Freundlich: 

 

 

Dónde:  

𝑞𝑒 = Cantidad de soluto adsorbido por peso unitario de adsorbente (mgg-1) 

𝐾𝑓= Constante de Freundlich (mgg-1) 

1
𝑛⁄  = Coeficiente de Freundlich 

𝐶𝑒= Concentración en equilibrio (mgL-1) 

 

f) Resultados finales: de las soluciones que se filtraron de los tiempos de contacto se 

recolectaron y se determinó la variable de la Demanda Química de Oxígeno (DQO), 

siguiendo la metodología de la norma oficial mexicana NMX-AA-030/1-SCFI-2012, 

(Fondo por la Comunicación y Educación Ambiental, 2013), con el fin de valorar el 

grado de disminución del colorante en el agua que fue tratada por el proceso de 

biosorción (Borrero, 2012). 

 

Con los resultados experimentales de la DQO, se estableció el porcentaje de 

remoción; sin embargo, debido a la transversalidad del sector hídrico, existen diversas 

normas aplicables al tema de investigación desarrollado. Conforme a la Ley Federal sobre 

Metrología y Normalización, las Normas Oficiales Mexicanas (NOM) son regulaciones 

técnicas de observancia obligatoria, en tanto que las Normas Mexicanas (NMX) son de 

aplicación voluntaria.  

Debido a que México no cuenta con alguna normatividad específica que se encargue 

de regular la cantidad de color en los efluentes providentes de industria, principalmente, en 

la industria textil, existe una preocupación por eliminar el color de las aguas residuales 

(Alamillo, 2013).  En 2002, la Secretaría de Salud dio a conocer la NOM-201-SSA1-2002 

“Productos y servicios de hielo y agua para consumo humano, envasados y a granel. 

Especificaciones sanitarias”, donde se explica que estos productos no pueden tener más de 

15 unidades de color verdadero en la escala de platino cobalto (SSA, 2002). 

 

 



 
Eduardo Campos-Medina y Carolina Garduño-Urbina: Reutilización de residuos orgánicos de infusiones… 

 

136 
 

Resultados y discusión  

Espectros de remoción del colorante azul de metileno 

Para realizar esta actividad, se colocaron las muestras de las soluciones sintéticas del 

colorante en tubos de ensayo y agregaron a cada tubo 100 mg de la biomasa; posteriormente, 

se procedió al respectivo proceso de adsorción. Finalizada esta actividad, se realizaron 

filtraciones por gravedad para recuperar las biomasas manipuladas de todos los tiempos de 

tratamiento y de todas las concentraciones de las soluciones recolectadas; después, fueron 

llevadas al equipo de espectrofotometría de ultravioleta para determinar el porcentaje de 

remoción. La solución correspondiente a la concentración de 5 mgL-1 se muestra en la figura 

2. 

 

Figura 2. Espectro de remoción del colorante azul de metileno a 5 mgL-1 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente: elaboración propia. 

 

En la figura 2 se puede apreciar en color negro del colorante (5mL-1) sin proceso de 

adsorción. En el rango de 600 y 700 nm se aprecia un pico que corresponde al colorante. Las 

posteriores ondas de color corresponden al tiempo de tratamiento; se puede apreciar que el 

pico señalado (660 y 700 nm) ha desaparecido, lo cual indica que parte del colorante ha sido 

adsorbido. Sin embargo, se puede apreciar también que el rango de 400 a 200 nm tiene otras 

especies químicas diferentes al colorante, debido a que el residuo de té verde fue tratado 

con alcohol propiciando la liberación de otras sustancias químicas que contenía el residuo 

de té verde.  
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En la figura 3 se muestra el espectro de la solución tratada de concentración de 10 

mgL-1 y se puede apreciar el pico característico del azul de metileno a (660-700 nm) sin 

tratamiento de remoción que corresponde a los 0 minutos. Los colores de las demás ondas 

que corresponden a los minutos de 5 a 30 minutos de tratamiento y muestran claramente la 

remoción del colorante. Esto se corroboró ya que en todas estas ondas no aparece el pico 

correspondiente del colorante azul de metileno.  

 

Figura 3. Espectro de remoción del colorante azul de metileno a 10 mgL-1 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente: elaboración propia. 

En la figura 4 (concentración colorante 20 mgL-1) se aprecia que, conforme aumenta 

la concentración del colorante, la remoción va disminuyendo, lo cual se establece con la 

altura de cada una de las ondas de los diferentes tiempos de tratamiento. Este mismo 

comportamiento se observó en la figura 5 que corresponde a la concentración de 30 mgL-1.  

 

Figura 4. Espectro de remoción del colorante azul de metileno a 20 mgL-1 

 

 

 

 

 

 

Fuente: elaboración propia. 
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Figura 5. Espectro de remoción del colorante azul de metileno a 30 mgL-1 

 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente: elaboración propia. 

 

En la figura 5 se observa nuevamente el comportamiento del proceso de remoción, 

es decir, al aumentar la concentración del colorante, el porcentaje de remoción sufre una 

disminución en eficiencia. Este mismo comportamiento se observó en las soluciones de 40 y 

50 mgL-1, que corresponden a las figuras 6 y 7. 

 

Figura 6. Espectro de remoción del colorante azul de metileno a 40 mgL-1 

 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente: elaboración propia. 
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a) b)

Figura 7. Espectro de remoción del colorante azul de metileno a 50 mgL-1 

 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente: elaboración propia.  

 

Estos resultados constaron la remoción del colorante después del tratamiento de 

biosorción; a simple vista se pudo apreciar la disminución del color, lo cual se corroboró 

mediante las imágenes de la figura 8a y 8b que corresponden a las concentraciones de 30 y 

50 mgL-1. Los frascos con la solución del colorante sin tratamiento se ubican del lado 

izquierdo y los del lado derecho son los de diferentes tiempos de tratamiento. Se aprecia 

que, conforme aumentó el tiempo de contacto, la coloración disminuyó gradualmente.  

 

Figura 8a. Frascos con colorante de 30 mgL-1 Figura 8b. Frascos con colorante de 50 mgL-1, en el 

tiempo cero y con tiempos de tratamiento 

 

 

  

 

 

Fuente: elaboración propia. 
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Determinación del porcentaje de remoción después del contacto 

Los porcentajes de remoción generados se muestran en la tabla 1; esta fase experimental se 

realizó por triplicado y se indica la media de dichos resultados. 

 

Tabla 1. Resultados de remoción del colorante azul de metileno con el biomaterial 

 

Fuente: elaboración propia. 
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De estos resultados se realizaron las respectivas gráficas de remoción que muestran 

el grado de reducción en la concentración del colorante azul de metileno en función del 

tiempo de tratamiento. En la figura 9 se graficaron los porcentajes de remoción de las 

concentraciones de azul de metileno a 5, 10 y 20 mgL-1. Se puede apreciar claramente que a 

los 5 minutos para las tres concentraciones se alcanza casi el 100% de remoción y, 

posteriormente, se tiende a pequeños incrementos en cuanto al valor de porcentaje de 

remoción, siendo el 5 mgL-1 en el que se alcanzan porcentajes cercanos al 100%.  

 

Figura 9. Porcentaje de remoción del colorante a las concentraciones de 5, 10 y 20 mgL-1 de azul de metileno 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente: elaboración propia. 

 

De igual manera, en la figura 10 se muestran las gráficas de remoción del colorante 

a las concentraciones de 30, 40, 50 y 60 mgL-1 de azul de metileno.  
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Figura 10. Porcentaje de remoción del colorante a las concentraciones de 30, 40, 50 y 60 mgL-1 de azul de metileno 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente: elaboración propia. 

 

En la figura 10 se muestran los porcentajes de remoción calculados; se sitúan por 

arriba del 90% de eficiencia. Si se comparan todas las eficiencias, se estableció que, conforme 

aumenta la concentración del colorante en solución, la eficiencia de remoción disminuye. La 

propuesta de explicación es que en los primeros 5 minutos se saturan los sitios de unión o 

de afinidad que existen en el biomaterial y el colorante. 

 

Análisis de isotermas de Langmuir y Freundlich 

Con los datos generados de los porcentajes de remoción, se calcularon las variables 

correspondientes de las isotermas, para lo cual fue necesario determinar los valores de “Ce” 

(concentración del analito, azul de metileno) disuelto en fase acuosa y de “qe” que es la 

(cantidad del analito adsorbida en la superficie del biomaterial).  

La variable “qe” se determinó restando la concentración original de cada una de las 

soluciones con las concentraciones restantes presentes en la solución resultantes del proceso 

de remoción. El resultado es multiplicado por un factor de 0.1 que implica el volumen de 

alícuota de la muestra y el peso de la muestra del biomaterial. La variable “Ce”es la 

concentración del contaminante disuelto en fase acuosa después del fenómeno de contacto. 

Los resultados se muestran en la tabla 2, que únicamente corresponden a la isoterma de 

Langmuir. 
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Tabla 2. Resultados para isoterma de Langmuir 

 

Fuente: elaboración propia. 

 

Con los resultados obtenidos de la isoterma de Langmuir, se calcularon los 

logaritmos de cada uno de los valores y se generaron los valores de la isoterma de 

Freundlich, lo cual se muestra en la tabla 3. 

 

Tabla 3. Resultados para la isoterma de Freundlich 

 

 

Fuente: elaboración propia. 

 

De los resultados de las tablas 2 y 3 se graficó la correspondiente linealización de isotermas. 

En la Figura 11 se muestra la isoterma de Langmuir, obteniéndose la ecuación de la recta, 

así como su coeficiente de correlación (r2).  
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Figura 11. Isoterma de Langmuir 

 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente: elaboración propia. 

 

En esta isoterma se muestra la línea de tendencia y el coeficiente de correlación con 

un valor de 0.9394 que en sí es un resultado cuyo significado es que existe una cierta relación 

directa entre la concentración del analito en fase acuosa (Ce) y el biomaterial que lo retiene 

en la superficie. En la figura 12 se observa la isoterma de Freundlich, en la cual también 

generó la línea de tendencia correspondiente y el coeficiente de correlación. 

 

Figura 12. Isoterma de Freundlich 

 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente: elaboración propia. 
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De estas dos gráficas se realizó una comparación entre los resultados de los 

correspondientes coeficientes de correlación. El resultado mostrado en la isoterma de 

Langmuir fue de 0.9394, el de la isoterma de Frendlich alcanzó un valor de 0.9908. 

Estadísticamente, se descarta que el fenómeno de adsorción se ajustara a la isoterma de 

Langmuir, ya que su valor no se acerca al 0.99 ≈ 1. Caso contrario al 0.9908 de la isoterma de 

Freundlich; esto indicó que la adsorción del colorante se ajustó a dicho modelo teórico. Con 

este resultado se establece que el proceso de adsorción del colorante azul de metileno sobre 

el biomaterial forma una monocapa (Rivas et al., 2014) sobre su superficie, siendo, a su vez, 

que ésta es totalmente heterogénea. 

De los modelos de Langmuir y Freundlich se determinan las capacidades máximas 

de remoción, siendo Qo (cantidad del soluto adsorbido por peso unitario de adsorbente) y K 

(energía de adsorción) para la isoterma de Langmuir. Para Freundlich, se consideraron Kf 

(constante de Freundlich) y 1/n (Coeficiente de Freundlich), para lo cual se tomaron en 

consideración las dos ecuaciones de las rectas generadas de los datos de regresión. En el 

modelo de Langmuir se tiene: 

 

 

De esta ecuación se toma como la pendiente “m” a 1.2823 y a “b” a 1.0823, entonces 

 

m = 1.2823 y b= 1.0823  

 

 

Para el modelo de Freundlich, se tiene la ecuación: 

 

 



 
Eduardo Campos-Medina y Carolina Garduño-Urbina: Reutilización de residuos orgánicos de infusiones… 

 

146 
 

De esta expresión se toman como “m” a 0.496 y a “b” como 0.4505, entonces tomando 

estos valores m = 1/n y Kf = 10b. Se sustituyen los valores correspondientes y se tiene: 

 

Finalmente, se compararon los dos valores de máxima capacidad de adsorción del 

analito (colorante azul de metileno) sobre el adsorbente (residuos orgánicos), esto se 

muestra como Qo contra Kf. Esto implica contrastar 0.821 mg/g con 2.82 mg/g, y con ello se 

estableció que tiene mayor magnitud de retención el modelo de Freunlich. 

 

Resultados de la Demanda Química de Oxígeno 

Los resultados de la Demanda Química de Oxígeno (DQO) se muestran en la tabla 4. Como 

se puede apreciar, la remoción del colorante en función del tiempo de tratamiento de la 

concentración del colorante va decreciendo y, por consecuencia, los valores de la DQO y el 

porcentaje de remoción también disminuyen. Esto se estableció deduciendo las 

proporciones de las eficiencias de remoción; el 99% corresponde a bajas concentraciones del 

colorante (5ppm) y el 92 % generado recae para la alta concentración del colorante (60 ppm), 

lo cual indicó que los sitios activos (Leyva, Díaz, Guerrero, Mendoza y Aragón, 2004) de la 

biomasa se saturan rápidamente debido a las concentraciones altas del colorante. No 

obstante, todas las concentraciones de las soluciones sintéticas del colorante son bajas, pero 

se establece que el tratamiento, que es la biosorción, tiene excelentes resultados a bajas 

concentraciones del contaminante. 

De la tabla 4, se trazaron las gráficas correspondientes a la variable DQO, con la finalidad de 

analizar la proporción de reducción del colorante en función del tratamiento. La razón de 

decrecimiento de cada solución del colorante se puede visualizar en las figuras 13 y 14.  
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Tabla 4. Resultados de la DQO de las soluciones tratadas 

 

Fuente: elaboración propia. 
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Figura 13. Demanda Química de Oxígeno (concentraciones 5, 10, 20 y 30 mgL-1)  

 

 

      

 

 

 

 

 

Fuente: elaboración propia. 

En la figura 13 se aprecia que en las bajas concentraciones del colorante (5, 10,20, 30 

mgL-1) durante los primeros cinco minutos se alcanza la máxima remoción de las moléculas 

del colorante por la atracción que ejerce la biomasa. Después de este tiempo, el porcentaje 

de remoción permanece constante, lo cual significa que los sitios activos ya han sido 

ocupados por las moléculas del colorante.  

 

Figura 14. Demanda Química de Oxígeno (concentraciones 40, 50 y 60 mgL-1) 

 

Fuente: elaboración propia. 
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En la figura 14 se muestra el comportamiento de las últimas concentraciones del 

colorante. En las concentraciones de 40, 50 y 60 mgL-1 la remoción presentó una conducta 

igual a las primeras concentraciones; es decir, a los primeros cinco minutos se alcanza casi 

la mayor remoción del colorante; después, el porcentaje de remoción crece muy poco. Este 

planteamiento se relacionó con el valor de la DQO, que disminuyó en los primeros minutos; 

posteriormente, el comportamiento fue casi constante. 

 

Conclusiones 

A partir del análisis y de la discusión de los resultados obtenidos en la presente 

investigación, se determinaron las siguientes conclusiones: 

 El porcentaje de remoción del colorante fue casi del 99% de eficiencia a bajas 

concentraciones. El incremento de la concentración del colorante propició el 

decremento de la eficiencia del proceso de tratamiento. 

 El comportamiento de abatimiento de eficiencia se corroboró mediante el 

análisis de los espectros de ultravioleta del colorante y de los resultados del 

parámetro de la DQO. 

 La biosorción del colorante con la superficie de la biomasa siguió un modelo 

teórico de isoterma de Freundlich, es decir, se adhirió formando una 

monocapa sobre una superficie heterogénea. Esto se estableció comparando 

los resultados generados de los coeficientes de correlación de los dos modelos 

teóricos de isotermas señalados en la investigación. El mejor resultado de 

coeficiente fue de 0.9908 para el modelo de isoterma señalado.  

 De acuerdo con los datos obtenidos, se requieren más de 5 minutos de tiempo 

de retención para obtener la máxima remoción de colorante azul de metileno 

a sus concentraciones experimentales.  
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